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TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD ANDINA 

 
Oficio Nº 214-P-TJCA-2021 

Quito, 2 de agosto de 2021 
 
Señores 
Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores 
Comisión de la Comunidad Andina 
 
Con copia a: 

Grupo de Alto Nivel creado mediante Decisión 792 
Grupo de Alto Nivel creado mediante Decisión 843 
Grupo de Trabajo de Presupuesto 
Grupo de Trabajo de Solución de Controversias 
Secretario General de la Comunidad Andina 

 
Referencia: Respuesta del Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Andina al Informe Final de la Consultoría  

 
De mi mayor consideración, 
 
Es grato dirigirme a ustedes en la oportunidad de saludarlos atentamente y, del mismo 
modo, hacer de su conocimiento que, con relación al contenido del «Informe Final de 
Consultoría presentado por el Consorcio Percápita, Universidad de la Coruña y TGS 
Ecuador» (en adelante, el Informe Final de la Consultoría), el Tribunal de Justicia 
de la Comunidad Andina, reunido en sesión administrativa el pasado 29 de julio del 
presente año, aprobó por unanimidad un documento denominado «Observaciones, 
Aclaraciones y Propuestas del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina sobre el 
Informe Final de Consultoría presentado por el Consorcio Percápita, Universidad de 
La Coruña y TGS Ecuador» (en lo sucesivo, la Respuesta del TJCA). 
 
En virtud de lo anterior, se pone en consideración del Consejo Andino de Ministros 
de Relaciones Exteriores, de la Comisión de la Comunidad Andina, de los Grupos de 
Alto Nivel creados mediante Decisiones 792 y 843, de los Grupos de Trabajo de 
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Presupuesto y de Solución de Controversias, y de la Secretaría General de la 
Comunidad Andina, la Respuesta del TJCA al Informe Final de la Consultoría, con el 
propósito de que se tomen en cuenta las reflexiones institucionales de este órgano 
comunitario, en el marco del análisis sobre las reformas normativas, administrativas e 
institucionales que se están llevando a cabo.  
 
Por otra parte, corresponde señalar que en la Respuesta del TJCA no se hace referencia 
al Problema Jurídico 8 señalado en el Informe Final de la Consultoría, toda vez que 
en el seno del Tribunal no existe consenso sobre dicho asunto, razón por la cual, con 
posterioridad, se remitirá un documento que complemente la posición del órgano 
jurisdiccional de la Comunidad Andina sobre el particular. 
 
Hago propicia la ocasión para reiterar a ustedes los sentimientos de mi consideración 
más distinguida. 
 
Con atentos saludos, 
 
 
 
 
 
Gustavo García Brito 
Magistrado Presidente 
Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina 
 
Anexos: i) Respuesta del TJCA al Informe Final de la Consultoría 
 ii) Resumen Ejecutivo de la Respuesta del TJCA al Informe Final de la Consultoría 
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OBSERVACIONES, ACLARACIONES Y PROPUESTAS 

DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD ANDINA 
SOBRE EL INFORME FINAL DE CONSULTORÍA PRESENTADO 

POR EL CONSORCIO PERCÁPITA, UNIVERSIDAD  
DE LA CORUÑA Y TGS ECUADOR  

 
 

RESUMEN EJECUTIVO  
 

El Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina (en adelante, TJCA o el 
Tribunal) pone en consideración de las autoridades de los Países Miembros y 
de la Comunidad Andina, el presente documento, el cual contiene 
observaciones y aclaraciones al Informe Final de la «Consultoría para efectuar 
un Análisis Financiero, Administrativo y Jurídico de la Situación del Tribunal 
de Justicia de la Comunidad Andina y Propuestas de Posibles Medidas 
Correctivas» (en adelante, el Informe Final) presentado por el Consorcio 
Percápita, Universidad de la Coruña y TGS Ecuador (en adelante, el 
Consorcio). 
 
La tarea del Consorcio consistía en revisar y evaluar la situación del TJCA en el 
ámbito administrativo, jurídico y financiero, con el fin de identificar la 
problemática que enfrenta este órgano jurisdiccional y, conforme a ello, 
formular soluciones con el correspondiente sustento técnico y legal.  
 
Al respecto, dadas las condiciones limitadas para la ejecución de la consultoría 
por la Pandemia de la Covid-19 en la Subregión, y sobre todo la falta de una 
revisión in situ de la labor del Tribunal, han ocasionado que el Informe Final 
contenga algunas imprecisiones y errores, las cuales son debidamente 
identificadas, aclaradas y corregidas, según corresponda, por el Tribunal. 
 
De forma transversal, el análisis que se pone a consideración establece varios 
aspectos que, al no haber sido considerados debidamente por el Consorcio, son 
causa de errores de apreciación a lo largo del Informe Final, especialmente en 
la identificación concreta de los problemas financieros, administrativos y 
jurídicos de la institución, dichos puntos son: 
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i. El Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, 

contrario a lo sostenido por el Consorcio, establece expresamente que el 
TJCA tiene facultad para administrar de manera conjunta sus ingresos 
ordinarios y extraordinarios; por lo tanto, es erróneo concluir que el 
Tribunal no podía hacer uso de ingresos extraordinarios, omitiendo lo 
dispuesto en el Artículo 26 del Estatuto del TJCA. 

 
ii. El Tribunal es un organismo internacional autónomo, y en ejercicio de 

dicha autonomía tiene facultades y prerrogativas, que se manifiestan en 
actos discrecionales normativos, como aprobar Reglamentos (Acuerdos) 
o Resoluciones para su correcto desempeño. 

 
iii. La Decisión 714 del año 2009 tienen un ámbito de aplicación limitado en 

el tiempo y, únicamente permite aplicar en los años 2009 y 2017, los 
presupuestos aprobados para los años 2008 y 2016, respectivamente. Así, 
entre los años 2010 y 2021, el Tribunal no ha contado con un presupuesto 
aprobado por la Comisión de la Comunidad Andina (en adelante, la 
Comisión) durante diez gestiones. 

 
iv. Es desacertado que el Tribunal haya establecido una estructura de gastos 

sin acatar el presupuesto de la Decisión 680 del 2008, que luego fue 
replicado en la Decisión 809 del año 2016. La estructura de gasto que ha 
mantenido el Tribunal es la que fue aprobada mediante Decisión 608.  

 
v. La estructura funcional del TJCA fue establecida con el objetivo de 

coadyuvar con el efectivo cumplimiento de su actividad misional, y ha 
posibilitado amplias ventajas operativas que son palpables en su exitosa 
gestión judicial. Las reformas a la estructura organizacional del Tribunal, 
planteadas en el Informe Final, no optimizarían su funcionamiento y 
además generarían mayores gastos operativos.  

 
Adicionalmente a los puntos señalados, el Tribunal da respuesta a lo largo del 
documento que se presenta a cada uno de los Problemas Financieros, 
Administrativos y Jurídicos señalados en el Informe Final, coincidiendo con 
algunos de ellos, como por ejemplo, el señalamiento de que el presupuesto del 
Tribunal es inadecuado e insuficiente, pero también aclarando o corrigiendo 
conclusiones equivocadas. 
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El Informe Final señala como Problema Financiero una supuesta falta del 
Tribunal en ceñirse a su presupuesto, hecho que no considera la realidad fáctica 
y jurídica: el Tribunal no ha contado ni cuenta con un presupuesto aprobado 
por la Comisión.  
 
Asimismo, varios de los problemas financieros del Tribunal señalados en el 
Informe Final, sostienen que el Tribunal ha incrementado partidas de su 
presupuesto a su discreción. Esta aseveración es errónea porque el TJCA ha 
aplicado desde el año 2008 la misma estructura de gastos que fue aprobada 
mediante la Decisión 680. Tampoco se ha considerado que el Tribunal contaba 
con ingresos extraordinarios que permitieron optimizar su gestión judicial; y, 
por último, no se considera que los problemas financieros del Tribunal, a más 
de la falta de aprobación de un presupuesto por parte de la Comisión, también 
devienen como un efecto de la aplicación de la legislación laboral ecuatoriana, 
y la realidad económica que surge en una economía dolarizada con una inflación 
compuesta desde el año 2008 que supera el 40%. 
 
En cuanto a los problemas administrativos, en el Informe Final se parte del 
error de suponer que el Tribunal no puede contar ni administrar recursos 
extraordinarios. Es decir, se desconoce de forma directa lo establecido en el 
Artículo 26 del Estatuto del TJCA.  
 
A la par, el Informe Final sostiene que el Tribunal no cuenta, en ejercicio de su 
independencia y autonomía, con facultades y prerrogativas que se manifiestan 
en su discrecionalidad normativa para autorregularse en asuntos 
administrativos. Esta afirmación desconoce varias disposiciones del Tratado de 
Creación y del Estatuto del TJCA que han permitido, a lo largo de los años, que 
el Tribunal no solo sobreviva sino además que optimice su gestión. 
 
En cuanto a los problemas jurídicos, el Informe Final señala asuntos relativos 
a, por ejemplo, posibles problemas de colisión entre Interpretaciones 
Prejudiciales y Acciones de Incumplimiento, o la controversia que puede 
devenir de situaciones en las que el TJCA pueda declarar incumplimientos 
basados en medidas nacionales ya derogadas, aspectos que ciertamente 
encierran dificultad pero sobre los cuales, el Tribunal como en todos los 
problemas jurídicos señalados ha resuelto y resolverá en apego a Derecho y en 
salvaguarda del espíritu de la integración.  
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Por otra parte, en varios pasajes del Informe Final no se aprecia un verdadero 
diagnóstico, es decir la determinación de la situación actual de la organización, 
sino que se ha centrado en asuntos ya superados, como son las referencias a 
gastos aprobados por composiciones pasadas del Tribunal. Así, de manera 
equivocada se transmite la idea de que dichos gastos se continúan ejecutando 
hoy, lo que es incorrecto, porque desde hace años el Tribunal ha aplicado una 
estricta política de austeridad; y por otra, se deja de lado un análisis de la realidad 
económica del Tribunal que, a lo largo de los años, ha tenido que conducir su 
gestión sin presupuesto aprobado, ni actualizado, y que desde el año 2008 no 
contempló importantes contingentes como son aquellos previstos en la ley 
laboral ecuatoriana. 
 
Finalmente, el Tribunal plantea además mecanismos de solución para concretar 
las directrices de los Consejos Presidenciales que han ordenado el 
fortalecimiento del sistema de solución de controversias. Para ello, a más de 
reiterar sus propuestas sobre la aplicación de la figura del precedente de 
observancia obligatoria, el cobro de tasas judiciales y el fortalecimiento de la 
función arbitral, plantea la adopción de una nueva estructura organizacional que 
optimiza recursos; y, plantea también la creación de un fideicomiso que 
garantizaría su operación de forma definitiva en el corto plazo y eliminaría la 
obligación de los Países Miembros de realizar aportes económicos. 
 
Dicho Fideicomiso se establecería bajo la siguiente estructura: 
 

• Fideicomitentes: Países Miembros de la CAN. 
• Fiduciario: Banco de Desarrollo de América Latina (en adelante, la 

CAF). 
• Comité Técnico: Nombrado de conformidad con las reglas del 

Fideicomiso, encargado de la administración y la toma de decisiones.  
• Beneficiario: Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. 
• Patrimonio del Fideicomiso: US$ 18´750,000.00 constituido por 

un fondo de crédito de US$ 18´775.000 provenientes de recursos de 
cooperación técnica destinados a iniciativas multinacionales de la 
CAF.  
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El producto obtenido serviría para financiar la operación del Tribunal. A 
manera de ejemplo, si se obtiene una rentabilidad anual del 8%, equivalente a 
US$ 1´502.000, sería suficiente para cubrir el presupuesto integral anual del 
Tribunal.  

 
En este esquema, y tomando en cuenta que la rentabilidad del fideicomiso se 
genera un año después de la colocación de los recursos, durante el primer año 
(año 0), los Países Miembros tendrían que continuar financiando la operación 
del Tribunal, a través del pago de sus contribuciones al presupuesto 
institucional. Posteriormente, el fideicomiso generaría anualmente los recursos 
necesarios, bajo la premisa de que la rentabilidad anual no sea inferior al 8% y, 
los Países Miembros, ya no tendrían que efectuar ninguna contribución al 
presupuesto institucional. 
 
De forma alternativa, el Tribunal también plantea que el fideicomiso esté 
compuesto de la siguiente forma: US$ 11’725.998, provenientes de recursos de 
cooperación técnica destinados a iniciativas multinacionales de la CAF; y, 
US$ 7’024.002, que serían proporcionados por el propio órgano financiero, 
pero en calidad de fondos reembolsables.   
 
Los fondos reembolsables por US$ 7.024.002, serían cubiertos por los Países 
Miembros, con el monto de los aportes anuales que efectúan actualmente al 
presupuesto del Tribunal, durante los próximos 6 años. A partir del séptimo 
año de constitución del fideicomiso, los Países Miembros podrían dejar de pagar 
sus contribuciones anuales al presupuesto del TJCA. 
 
Por último, el Tribunal hace hincapié en que la reingeniería en la que está 
inmerso tiene más de una década. Para muestra basta considerar que el Consejo 
Presidencial Andino renovó, el 18 de noviembre de 2011, su compromiso de 
fortalecer la Comunidad Andina a la vez que reafirmó su decisión de llevar a 
cabo la reingeniería del Sistema Andino de Integración (SAI). Diez años 
después, el Presidente del Ecuador, Guillermo Lasso Mendoza, en su discurso 
como flamante Presidente Pro Tempore de la Comunidad Andina manifestó, 
el 17 de junio del año 2021,) durante la XXI Reunión del Consejo Presidencial 
Andino, lo siguiente: 
 

«El importante marco jurídico que sustenta el sistema andino de 
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integración debe seguir fortaleciéndose, por ello el Ecuador continuará 
apoyando la consolidación de la CAN a través del trabajo en los diferentes 
órganos, su reingeniería, el análisis del proceso en su conjunto, y la revisión 
normativa. Nos proponemos asimismo fortalecer la labor del Tribunal de 
Justicia de la Comunidad Andina mediante acciones que aseguren su 
institucionalidad, su estabilidad presupuestaria y la logística básica para el 
cumplimiento de sus funciones» 
 

Es pues imprescindible fortalecer al sistema y atender a las necesidades del 
órgano jurisdiccional andino. El Tribunal, pese al tiempo transcurrido, se 
mantiene expectante y optimista sobre las decisiones que se adopten, ya que las 
autoridades comunitarias cuentan ahora con suficientes elementos a su 
disposición, como son: i) la propuesta del Tribunal para el fortalecimiento del 
Sistema Andino de Solución de Controversias remitida el 20 de enero del 
presente año; ii) la posición del Grupo Ad – Hoc de Expertos en Derecho 
Comunitario; iii) el Informe Final de Consultoría; y iv) el presente documento 
de observaciones, aclaraciones y propuestas sobre el referido Informe Final. 

 
*** 
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OBSERVACIONES, ACLARACIONES Y PROPUESTAS 
DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA COMUNIDAD ANDINA 

SOBRE EL INFORME FINAL DE CONSULTORÍA PRESENTADO 
POR EL CONSORCIO PERCÁPITA, UNIVERSIDAD  

DE LA CORUÑA Y TGS ECUADOR  
 
 

1. El Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina (en adelante, TJCA o el 
Tribunal) pone a consideración de las autoridades de los Países Miembros 
y de la Comunidad Andina el presente documento, el cual contiene 
observaciones y aclaraciones al Informe Final de la «Consultoría para 
efectuar un Análisis Financiero, Administrativo y Jurídico de la Situación 
del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina y Propuestas de Posibles 
Medidas Correctivas» (en adelante, el Informe Final) presentado por el 
Consorcio Percápita, Universidad de la Coruña y TGS Ecuador (en 
adelante, el Consorcio); así como soluciones alternativas encaminadas a 
fortalecer la estructura institucional del Tribunal y asegurar su 
sostenibilidad económica, todo ello con el propósito de garantizar el eficaz 
cumplimiento de su actividad misional. 

 
2. Al respecto y de forma preliminar, el Pleno del Tribunal expresa su 

agradecimiento y reconocimiento al esfuerzo y trabajo realizado por el 
Consorcio que, en un plazo corto y de forma remota (no presencial), llevó 
adelante la tarea de analizar la situación financiera, administrativa y jurídica 
del TJCA. Es evidente que, en muchos casos, dicho esfuerzo permitió 
arribar a conclusiones correctas y precisas, como, por ejemplo, la 
determinación de que «el TJCA ejerce un rol fundamental en el sistema 
institucional y jurídico de la Comunidad Andina»; o que, «el presupuesto 
“aprobado” es objetivamente inadecuado e insuficiente, por no responder 
a las necesidades reales del Tribunal»1. No obstante, las condiciones 
limitadas de la ejecución de la consultoría, las circunstancias excepcionales 
impuestas por la Pandemia de la Covid-19 en la Subregión, y sobre todo 
la falta de una revisión in situ de la labor del Tribunal, también ocasionaron 
que se presenten algunas imprecisiones en el análisis realizado, así como 
algunas inconsistencias en las conclusiones a las que se arribaron, las 
cuales, naturalmente, deben ser debidamente identificadas y aclaradas o 
corregidas, según corresponda, con el fin de que las autoridades de los 
Países Miembros y de la Comunidad Andina, puedan tener una correcta 
apreciación de la situación real del Tribunal. 

 
 

1  Ver párrafos 292 y 596 de la «Segunda Parte – Recomendaciones de medidas 
correctivas» del Informe Final. 
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3. En primer lugar, es necesario recordar que, de conformidad con los 
términos de referencia y el contrato suscrito con la Secretaría General de 
la Comunidad Andina (en adelante, la SGCA), la tarea del Consorcio 
consistía en revisar y evaluar la situación del TJCA en el ámbito 
administrativo, jurídico y financiero, con el fin de identificar la 
problemática que enfrenta este órgano jurisdiccional y, conforme a ello, 
formular soluciones con el correspondiente sustento técnico y legal.2  

 
4. Sin embargo, el Consorcio ha señalado como problemas del Tribunal 

algunas situaciones que simplemente no se presentaron o que, en algunos 
casos, desde hace varios años han sido superadas, aspecto que causa una 
impresión errónea sobre la realidad actual del TJCA. Es decir, en algunos 
casos, que serán debidamente identificados, analizados y explicados 
posteriormente, el Informe Final carece de una oportuna e imprescindible 
aclaración sobre si el problema señalado existe y continúa generando 
efectos prácticos; o, si, por el contrario, ya ha sido solventado o corregido 
parcial o totalmente por el propio Tribunal. Es por ello que, para este 
órgano comunitario, resulta insoslayable realizar las aclaraciones y 
precisiones del caso, así como explicar las circunstancias actuales del 
TJCA, puesto que solo así se podrá dar cabal y estricto cumplimiento a la 
finalidad de la consultoría contratada, que no era otra que obtener, de 
forma fidedigna, un diagnóstico claro de la situación actual (presente) del 
Tribunal. 

 
5. Por otra parte, también es imprescindible iniciar el presente análisis 

explicando seis aspectos que, al no haber sido considerados debidamente 
por el Consorcio, generaron errores de apreciación a lo largo de todo el 
Informe Final, especialmente en la identificación concreta de los 
problemas financieros, administrativos y jurídicos de la institución. 

 
Estos seis aspectos son los siguientes:  
 
(i) El Tratado de Creación del TJCA (en adelante, el Tratado de 

Creación) establece que este órgano jurisdiccional es el intérprete 
supremo del ordenamiento jurídico comunitario andino 

 
6. El punto de partida de cualquier análisis sobre las competencias y 

facultades del TJCA debe atender a la naturaleza del órgano jurisdiccional 
 

2  Ver: Numeral «2. Objetivo de la Consultoría» de los Términos de Referencia 
correspondientes a la convocatoria N° SGCAN-011-C-2020»; y, la «Cláusula II.- 
Objeto de la Consultoría» del contrato suscrito entre la Secretaría General de la 
Comunidad Andina y el Consorcio de fecha 26 de octubre del 2020. 
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andino. Al efecto, y de acuerdo con la parte considerativa del Tratado de 
Creación, se debe reconocer inicialmente que esta corte internacional ha 
sido constituida con el propósito de asegurar la estabilidad del Acuerdo de 
Cartagena y de los derechos y obligaciones que de él se derivan, como 
órgano jurisdiccional del más alto nivel, con capacidad de declarar el 
derecho comunitario, dirimir las controversias que surjan con motivo de 
su aplicación e interpretarlo de manera uniforme.3   

 
7. Sobre el particular, resulta fundamental destacar que, en dicha parte 

considerativa, se evidencia con claridad meridiana cuál fue la intención de 
los Países Miembros en el momento de crear el TJCA y cuál fue la finalidad 
de atribuirle expresamente el ejercicio de competencias jurisdiccionales4, 
en el marco del proceso de integración subregional andino.  

 
8. Del mismo modo, es menester señalar que la voluntad soberana de los 

Países Miembros fue ratificada posteriormente por el Consejo Andino de 
Ministros de Relaciones Exteriores (en adelante, el CAMRE), en el 
momento de expedir el Estatuto del TJCA, el cual, en su Artículo 4, 
dispone lo siguiente: 

 
3  Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina.  

Codificado por la Decisión 472 de la Comisión de la Comunidad Andina, 
publicada en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena Nº 483 del 17 de 
setiembre de 1999. - 

 
«SEGUROS de que la estabilidad del Acuerdo de Cartagena y de los derechos y 
obligaciones que de él se derivan deben ser salvaguardados por un órgano 
jurisdiccional del más alto nivel, independiente de los Gobiernos de los Países 
Miembros y de los otros órganos del Acuerdo de Cartagena, con capacidad de declarar 
el derecho comunitario, dirimir las controversias que surjan del mismo e interpretarlo 
uniformemente»  

 
4  Acuerdo de Cartagena Codificado por la Decisión 563 de la Comisión de la 

Comunidad Andina, publicada en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena 
Nº 940 del 1 de julio de 2003. - 

 
«Artículo 40.- El Tribunal de Justicia es el órgano jurisdiccional de la Comunidad 
Andina». 

 
Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 

 
«Artículo 5.- Créase el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina como órgano 
jurisdiccional de la misma, con la organización y las competencias que se establecen en 
el presente Tratado, y sus Protocolos Modificatorios. 
 
El Tribunal tiene su sede en la ciudad de Quito, Ecuador». 
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«Artículo 4.- Naturaleza y fines del Tribunal 
El Tribunal es el órgano jurisdiccional de la Comunidad Andina, de carácter 
supranacional y comunitario, instituido para declarar el derecho andino y 
asegurar su aplicación e interpretación uniforme en todos los Países 
Miembros.  
 
El Tribunal, en ejercicio de sus atribuciones, actuará salvaguardando los 
intereses comunitarios y los derechos que los Países Miembros poseen 
dentro del ordenamiento jurídico andino». 

 
9. Sobre la base de las consideraciones expuestas y en aplicación de las 

normas citadas, es evidente que el Tribunal es el intérprete supremo del 
Derecho Comunitario Andino. Esta calidad de intérprete supremo se 
extiende a todas las normas o disposiciones del ordenamiento andino, 
incluyendo el Tratado de Creación del TJCA, su Estatuto y las normas 
reglamentarias de carácter sustantivo y adjetivo (procesal) que el propio 
Tribunal expida para regular su funcionamiento.  

 
(ii) El Tribunal es un organismo internacional autónomo, y en ejercicio 

de dicha autonomía tiene facultades administrativas de carácter 
normativo 

 
10. El Tratado de Creación del TJCA establece en su parte considerativa las 

razones por las cuales los Países Miembros decidieron crear el Tribunal, 
pues estaban seguros de la necesidad de contar con un órgano 
jurisdiccional independiente, en el marco de la estructura institucional 
andina. Así, en las disposiciones sustantivas de dicha norma, como en 
aquellas contenidas en su Estatuto, se establecieron una serie de 
prerrogativas a favor del Tribunal, que tienen por objeto materializar 
precisamente la independencia y autonomía funcional del órgano 
jurisdiccional andino, elementos esenciales que deben guiar la actividad 
misional de toda corte de justicia. 

 
11. Así, por ejemplo, en el segundo párrafo del Artículo 6 del Tratado de 

Creación del TJCA se establece que los Magistrados gozan de plena 
independencia en el ejercicio de sus funciones. Del mismo modo, por 
mandato de los Artículos 13, 14 y 16 de la misma norma, los Países 
Miembros otorgaron directamente al Tribunal la facultad para dictar su 
propio reglamento interno; nombrar a su Secretario y al personal necesario 
para el cumplimiento de sus funciones; y, elaborar y enviar anualmente a 
la Comisión de la Comunidad Andina (en adelante, la Comisión), el 
proyecto de presupuesto correspondiente. 
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12. Otra muestra de su independencia y autonomía está en los Artículos 44 y 
45 de su Tratado de Creación, en los que se reconoce la posibilidad de que 
el Tribunal, cuando lo considere necesario para el cumplimiento de sus 
funciones, se dirigirá directamente a las autoridades de los Países 
Miembros, y lo propio ocurre con el Presidente del Tribunal, a quien se le 
encarga expresamente la función de «coordinar reuniones y acciones con 
las máximas autoridades judiciales de los Países Miembros a fin de 
promover la difusión y el perfeccionamiento del derecho comunitario así 
como su aplicación uniforme». 

 
13. Por otra parte, el CAMRE, mediante la adopción del Estatuto del TJCA, 

específicamente a través de lo dispuesto en los Artículos 22, 23, 24 y 25 
del Estatuto del TJCA, no hace otra cosa que ratificar y otorgar mayor 
contenido y alcance a la citada independencia y autonomía funcional, pues 
dispone que el Pleno del Tribunal debe dictar reglamentaciones generales, 
bajo la forma de Acuerdos; y, decisiones administrativas de efectos 
particulares, mediante Resoluciones. Sobre el particular, se dispone, 
además, que será el propio TJCA, el que debe definir su estructura 
orgánica, así como determinar el personal necesario para el adecuado 
funcionamiento del órgano. Del mismo modo, el Tribunal es competente 
para dictar su propio reglamento de personal.5 

 
5  Estatuto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - Codificado por la 

Decisión 500 del Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, 
publicada en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena Nº 680 del 28 de junio 
de 2001. - 

 
«Artículo 22.- Actos administrativos que dicta el Tribunal 
Además de las providencias judiciales, el Tribunal dictará reglamentaciones generales bajo 
la forma de Acuerdos, y decisiones administrativas de efectos particulares mediante actos 
denominados Resoluciones. 
 
Artículo 23.- Estructura orgánica y planta de personal 
El Tribunal, en sesión plenaria, definirá la estructura orgánica y el personal necesario para 
el funcionamiento del Órgano. 
 
Artículo 24.- Selección y vinculación de los funcionarios y empleados 
En la designación y contratación del personal necesario para el cumplimiento de sus 
funciones, el Tribunal tendrá en cuenta únicamente la idoneidad, competencia y 
honorabilidad de los candidatos y procurará, en cuanto ello no fuere incompatible con los 
criterios anteriores, que en la provisión de los cargos haya una distribución geográfica 
subregional tan amplia y equitativa como sea posible». 
 
Artículo 25.- Reglamento interno de personal 
El Tribunal adoptará un Reglamento de personal en el que establecerá los procedimientos 
de selección, modalidades de contratación, categorías y períodos, así como los derechos y 
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14. De esta manera, no es acertado considerar, como así se podría desprender 
del Problema Administrativo N° 16, que el Tribunal se habría extralimitado 
al dictar reglamentos, definir su estructura orgánica, o adoptar su propia 
reglamentación sobre el personal necesario para cumplir su actividad 
misional, pues en rigor, el TJCA siempre actuó en el marco de las 
competencias expresamente atribuidas en el Tratado de Creación, así 
como en su Estatuto.   
 
El Consorcio no se percata que el Artículo 22 de su Estatuto otorga al 
TJCA la potestad reglamentaria, la cual, como se sabe, implica el ejercicio 
de ámbitos delimitados de discrecionalidad, lo que evidentemente supone 
autonomía. Ello en concordancia con los Artículos 23, 24 y 25 del mismo 
cuerpo legal, evidencia el expreso reconocimiento a la autonomía del 
Tribunal para aprobar su estructura orgánica; la designación y contratación 
de personal; y los procedimientos de selección, modalidades de 
contratación, categorías y periodos, así como los derechos y obligaciones, 
y el régimen disciplinario de sus funcionarios y empleados.  
 
De todos modos, este aspecto será analizado con mayor profundidad 
cuando se dé respuesta al problema financiero identificado como PF.5. 
 

(iii) La Decisión 714 del año 2009 tienen un ámbito de aplicación 
limitado en el tiempo y, únicamente permite aplicar en los años 2009 
y 2017, los presupuestos aprobados para los años 2008 y 2016, 
respectivamente. Así, entre los años 2010 y 2021, el Tribunal no ha 
contado con un presupuesto aprobado durante diez gestiones 
 

15. De conformidad con el Literal i) del Artículo 22 del Acuerdo de Cartagena, 
en concordancia con el Artículo 16 del Tratado de Creación del TJCA, 
corresponde que la Comisión apruebe anualmente el presupuesto del 

 
obligaciones y el régimen disciplinario de sus funcionarios y empleados». 
 

6  Informe Final, primera parte, p.88. 
 

«PA.1.  Los reglamentos sobre funcionarios internacionales, empleados locales y 
pasantes han sido aprobados por el TJCA, sin la intervención de la Comisión o el 
Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores. Estos reglamentos internos 
no definen con claridad la estructura del TJCA, tampoco consolidan todos los 
beneficios económicos del personal, ni guardan consistencia con las limitaciones 
presupuestarias, lo que no sólo comporta problemas de funcionamiento y de 
discrecionalidad, sino también de gastos imprevistos de personal. Ambos elementos 
son fundamentales para dotar de estabilidad al funcionamiento y de previsibilidad y de 
mayor control al gasto presupuestario». 
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Tribunal. Esta obligación surge de la voluntad soberana de los Países 
Miembros, expresada mediante las dos normas fundamentales o de 
derecho primario del ordenamiento jurídico comunitario andino. En ese 
sentido, no es correcto suponer que las disposiciones de la Decisión 714, 
norma derivada o de derecho secundario del mencionado ordenamiento, 
puedan generar un escenario jurídico en el que se exonere de manera 
permanente a la Comisión, de cumplir con su obligación de aprobar el 
presupuesto del TJCA de forma anual.  

 
16. El objeto de la Decisión 714 es permitir que el TJCA ejecute de manera 

temporal y excepcional el presupuesto aprobado en un ejercicio anterior, 
durante los primeros meses del año de una nueva gestión y únicamente 
hasta que la Comisión, en estricto cumplimiento de sus obligaciones 
previstas en el Acuerdo de Cartagena y en el Tratado de Creación del 
TJCA, apruebe el presupuesto anual correspondiente. De esta manera, 
ante la imposibilidad de una aprobación oportuna del presupuesto 
institucional con anterioridad al inicio del ejercicio respectivo, se asegura 
la continuidad del funcionamiento del Tribunal hasta que se regularice esa 
situación durante ese ejercicio. No obstante, resulta inadmisible la 
hipótesis de que las disposiciones de la Decisión 714 serían suficientes para 
cubrir la omisión en la que incurrió la Comisión, durante diez años. 

 
17. Al respecto, corresponde recordar que el Tribunal comunicó a los Países 

Miembros cuál era la interpretación correcta de la Decisión 714, a través 
de los Oficios 03-P-TJCA-2015 de 16 de enero de 2015; y 279-P-TJCA-
2015 de 9 de diciembre del mismo año. Fue precisamente en atención a 
esta última comunicación que la Comisión tomó debida nota y se expidió 
la Decisión 809. Así fue expresamente reconocido en la parte 
considerativa de la Decisión 809.7  

 
18. Para mayor claridad, el Oficio 279-P-TJCA-2015 (Anexo I), en su parte 

pertinente señala:  
 

«1.  El último presupuesto anual del Tribunal aprobado en la forma prevista por el 
artículo 16 del Tratado de su Creación, concordante con el artículo 22, literal i) 
del Acuerdo de Cartagena, corresponde a la gestión 2008 (Decisión 680 de 30 
de enero de 2008).  

 
2.  La Decisión 714 de la Comisión de la Comunidad Andina de 8 de 

septiembre de 2009 estableció un mecanismo temporal y subsidiario 

 
7  Decisión 809, publicada en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena de N° 2791 de 

1 de septiembre de 2016. 
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de asignación presupuestal para el Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Andina, con la finalidad de garantizar la continuidad de su 
funcionamiento ante la falta de una oportuna asignación presupuestal y, en ese 
sentido, permite la ejecución provisional del presupuesto aprobado 
para el año inmediato anterior.  

 
3.  Resulta urgente que el tema referido a la aprobación del Presupuesto de este 

Tribunal para la gestión 2016 sea conocido por la Comisión de la Comunidad 
Andina antes del 31 de diciembre de 2015, puesto que, de conformidad con 
el principio de legalidad presupuestal, el presupuesto institucional 
debe ser aprobado anualmente, no existiendo la figura de la 
reconducción.   

 
4.  La Decisión 714 no autoriza a este Organismo a ejecutar en el año 

2016, el presupuesto anual aprobado en el año 2008. Sin embargo, la 
omisión de la Comisión de la Comunidad Andina nos ha obligado 
a ejecutar el Presupuesto del 2008 durante los últimos siete años a 
pesar de los imponderables legales que esto pude significar y que 
fueron advertidos en el Periodo de Sesiones Ordinarias de la Comisión de la 
Comunidad Andina, celebrado el 10 de diciembre de 2014, así como en el Oficio 
03-P-TJCA-2015 de 16 de enero de 2015.    

(…)»  
 
(Énfasis agregado) 

 
19. En el Informe Final, no se considera la interpretación correcta de la 

Decisión 714, así como tampoco se toman en cuenta los antecedentes que 
dieron lugar a la expedición de la Decisión 809. En consecuencia, dicho 
Informe Final contiene premisas equivocadas sobre este tema particular, 
lo que acarrea una serie de errores de análisis y apreciación, y lo que es 
peor, permite arribar a conclusiones incorrectas, las cuales, podrían dar 
equivocadamente a entender que el Tribunal tenía un presupuesto 
aprobado y que debía ser aplicado durante los años 2010, 2011, 2012, 
2013, 2014, 2015, 2016 (se debe tomar en cuenta que la Decisión 809, fue 
aprobada recién en el mes de septiembre de 2016), 2018, 2019, 2020 y 
2021, cuando la realidad fáctica y normativa es que el Tribunal no ha 
contado con un presupuesto aprobado en debida forma durante esas diez 
gestiones. De esta manera, es fácil advertir que varios de los problemas 
financieros y administrativos señalados en el Informe Final son imprecisos 
y no se ajustan a la realidad material del Tribunal, pues parten de una 
premisa absolutamente equivocada. 
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(iv) Es erróneo concluir que el Tribunal no podía hacer uso de ingresos 
extraordinarios, omitiendo lo dispuesto en el Artículo 26 del 
Estatuto del TJCA 
 

20. A manera introductoria, es menester mencionar que en el señalamiento de 
algunos problemas identificados por el Consorcio lamentablemente se ha 
omitido tomar en cuenta lo dispuesto en el Artículo 26 del Estatuto del 
TJCA, en relación con la facultad expresa que tiene el Tribunal para 
administrar de manera conjunta sus ingresos ordinarios y extraordinarios. 
En dicho artículo, se establece lo siguiente: 

 
«Artículo 26.- Ingresos ordinarios y extraordinarios 
Son ingresos ordinarios del Tribunal las contribuciones anuales de los 
Países Miembros, fijadas proporcionalmente mediante Decisión de la 
Comisión al aprobar el presupuesto anual del Órgano. 
 
Otros ingresos, de cualquier naturaleza, serán considerados 
extraordinarios y se administrarán por el Tribunal conjuntamente con los 
ingresos ordinarios». 

 
El alcance de esta disposición será comentado ampliamente al responder los 
problemas identificados como PF.3.; y, deberá ser tomado en cuenta, además, 
en la respuesta a los problemas: PF.2.; PF.4.; PF.6.; PF.8.; y PF.17. 

 
(v) Es erróneo sostener que el Tribunal haya establecido una estructura 

de gastos sin acatar el presupuesto de la Decisión 680 del 2008, que 
luego fue replicado en la Decisión 809 del 2016. La estructura de 
gasto que ha mantenido el Tribunal es la que fue aprobada 
mediante Decisión 608  
 

21. Para demostrar la afirmación anterior, basta considerar que el presupuesto 
del TJCA aprobado en el año 2008, mediante la Decisión 680, estaba 
conformado de la siguiente manera: 

 
 

Cuadro N° 1 
Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, Proyecto de Presupuesto por 

Partidas 2008 
 

CONCEPTO MENSUAL ANUAL 
PERSONAL 92.513,94 1.110.167,24 
Haber Básico 55.315,77 663.789,24 
Bonificaciones 20.505,83 246.070,00 
Fondo de Previsión  8.812,33 105.748,00 
Seguros Personales 4.913,33 58.960,00 
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Vacaciones al País de origen 
  

Gastos de Instalación y Repatriación 2.966,67 35.600,00 
PRESTACION DE SERVICIOS PROFESIONALES 333,33 4.000,00 
VIAJES DE SERVICIO 833,33 10.000,00 
UTILES DE OFICINA Y SERVICIOS 3.250,00 39.000,00 
Útiles y efectos de Oficina 333,33 4.000,00 
Libros y Suscripciones 83,33 1.000,00 
Comunicaciones y Correos 1.416,67 17.000,00 
Atenciones Oficiales - 

 

Gastos Bancarios 83,33 1.000,00 
Servicios Varios 1.333,33 16.000,00 
LOCALES, EQUIPOS Y DIFUSION DEL 
DERECHO COMUNITARIO 

625,00 7.500,00 

Alquiler del local - 
 

Adquisiciones de muebles y equipos - 
 

Mantenimientos varios 500,00 6.000,00 
Seguros no personales 83,33 1.000,00 
Fondo de Publicaciones 41,67 500,00 

TOTAL 97.555,60 1.170.667,24 
Elaboración propia. 
 
22. Dicho presupuesto general, se encuentra desglosado desde esa fecha, en 

las siguientes partidas y rubros, que fueron debidamente considerados por 
la Comisión, al expedir la Decisión 680:8  

 
Cuadro N° 2 

Sueldos de Magistrados y Empleados Año 2008 
 

DETALLE MENSUAL ANUAL 
Sueldo de Magistrados (4)(a) 35.200,00 422.400,00 
Asistentes (4)(b) 4.400,00 52.800,00 
Secretaria de Magistratura Bolivia 763,75 9.165,00 
Secretaria de Magistratura Colombia 725,43 8.705,16 
Secretaria de Magistratura Ecuador 853,05 10.236,60 
Secretaria de Magistratura Perú 749,56 8.994,72 
Secretario (c) 4.009,00 48.108,00 
Secretaria de la Secretaría 648,79 7.785,48 
Jefe Administrativo (d) 2.850,00 34.200,00 
Secretaria - Contadora 769,42 9.233,04 
Bibliotecaria  734,51 8.814,12 
Auxiliar Administrativo 687,11 8.245,32 
Chofer de la Magistratura de Bolivia   588,67 7.064,04 
Chofer de la Magistratura de Colombia 670,38 8.044,56 
Chofer de la Magistratura del Ecuador 576,80 6.921,60 

 
8  De acuerdo con la hoja de cálculo de fecha 9 de octubre del 2007 de nombre 

«PROYECTO DEFINITIVO 2008 APROBADO» que reposa en el archivo de la 
Jefatura Administrativa y Financiera del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina 
(Anexo II). 
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Chofer de la Magistratura del Perú 668,99 8.027,88 
Personal de limpieza(1) 420,31 5.043,72 
Mensajero  321,67 3.860,04 

TOTAL 55.315,77 663.789,24 
 a) US$ 8.800 c/u; b) US$ 1.100 c/u; c) US$ 4.009; d) US$ 2.850 

Elaboración propia. 
 

Cuadro N° 3 
Bonificaciones de Magistrados y Funcionarios Internacionales 2008 

 
CONCEPTO 

  
SUB-TOTAL TOTAL 

Bono Navideño 
    

Magistrados (4) (US$ 8.800) 
 

35.200,00    
  

Secretario (1) 
 

 4.009,00    
  

Jefe Administrativo 
 

 2.850,00    
  

Asistentes (4) (US$ 500) 
 

 2.000,00    
  

   
 44.059,00    

 

TOTAL ANUAL 
   

 44.059,00    
Subsidio Familiar 

    

Magistrado de Bolivia 
 

   440,00    
  

Magistrado de Colombia 
 

   440,00    
  

Magistrado del Ecuador 
 

   616,00    
  

Magistrado del Perú 
 

   440,00    
  

Secretario del Tribunal 
 

   360,81    
  

Jefe Administrativo 
 

   256,50    
  

Asistentes (4)  
 

   231,00       2.784,31    
 

TOTAL ANUAL 
   

  33.411,72    
BONIFICACION POR VIVIENDA 

    

Magistrados (4) 1.500,00     6.000,00    
  

Secretario del Tribunal (1) 
 

   700,00    
  

Jefe Administrativo 
 

   310,00    
  

   
   7.010,00    

 

TOTAL ANUAL 
   

  84.120,00    
COMPENSACION POR MOVILIZACION Y TRANSPORTE 

 

Magistrados (4) 880,00     3.520,00    
 

 42.240,00    
GASTOS DE REPRESENTACION 

    

Magistrados (4) 880,00     3.520,00    
 

 42.240,00    
TOTAL DE BONIFICACIONES ANUALES 

 
246.070,72    

Elaboración propia. 
 
 

Cuadro N° 4 
Aportes al Fondo de Previsión de Magistrados y Funcionarios Internacionales 2008 

 
FONDO DE PREVISIÓN VALOR 

UNITARIO 
TOTAL 

MENSUAL 
TOTAL 
ANUAL 

Magistrados (US$ 8800+3260) 15 %   1.809,00     7.236,00     86.832,00    
Secretario (US$ 4009+700) 15 %  706,35       706,35       8.476,20    
Jefe Administrativo (US$ 2850+310) 15 %  474,00       474,00       5.688,00    
Asistentes (4) (US$ 1.100) 9 %    99,00       396,00       4.752,00    
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TOTAL ANUAL 
  

   105.748,20    
Elaboración propia. 

 
Cuadro N° 5 

Desglose de Seguros Personales 2008 
 

PRIMA DE VIDA (AMEDEX)  VALOR 
UNITARIO 

TOTAL 
MENSUAL 

TOTAL 
ANUAL 

 

Magistrado de Bolivia 
  

640,83    7.690,00    
 

Magistrado de Colombia 
  

125,00    1.500,00    
 

Magistrado del Ecuador 
  

103,00    1.236,00    
 

Magistrado del Perú 
  

285,67    3.428,00    
 

Secretario del Tribunal 
  

83,33    1.000,00    
 

Jefe Administrativo 
  

83,33    1.000,00    
 

TOTAL ANUAL 
    

15.854,00    
PRIMA DE SEGUROS DE ASISTENCIA MÉDICA (AMEDEX) 

Magistrado por Bolivia 
  

  11.375,85    
 

Magistrado por Colombia 
  

    6.207,00    
 

Magistrado por Ecuador 
  

    4.320,00    
 

Magistrado por Perú 
  

    4.200,00    
 

Secretario del Tribunal 
  

    3.988,00    
 

Jefe Administrativo 
  

    6.200,00    
 

TOTAL ANUAL 
    

36.290,85    
SEGUROS DE ASISTENCIA MÉDICA NACIONAL (HUMANA) 

Magistrado por Bolivia   50,00     50,00     600,00    
 

Magistrado por Colombia   50,00     50,00     600,00    
 

Magistrado por Ecuador   68,00     68,00     816,00    
 

Magistrado por Perú   50,00     50,00     600,00    
 

Secretario del Tribunal (1)   68,00     68,00     816,00    
 

Jefe Administrativo (1)   68,00     68,00     816,00    
 

Asistentes (4):     195,00       195,00       2.340,00    
 

- Bolivia  50,00     
   

- Colombia  68,00     
   

- Ecuador  27,00     
   

- Perú  50,00     
   

Personal Administrativo y 
Servicios 

 
   640,00       640,00       7.680,00    

 

TOTAL ANUAL 
    

14.268,00    
TOTAL DE SEGUROS PERSONALES 

  
66.412,85    

MENOS VALOR PARA AJUSTE 
  

(7.452,85)    
VALOR NETO 

  
58.960,00    

Elaboración propia. 
 

Cuadro N° 6 
Gastos de Instalación y Repatriación de Funcionarios Internacionales 2008 

 
Repatriación COSTO U. SUBTOTAL TOTAL 

Magistrado de Bolivia 12.000,00 13.400,00 
 

Pasajes 1.400,00 
  

Instalación COSTO U. SUBTOTAL TOTAL 
Nuevo Magistrado de Bolivia 20.800,00 22.200,00 
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Pasajes 1.400,00 
  

TOTAL 
  

   35.600,00    
Elaboración propia. 

- En la partida de Prestación de Servicios Profesionales se colocaron US$ 4.000,00 
para una Asistencia Técnica en informática. 

- En la partida de Comunicaciones y Correos se colocaron US$ 17.000,00 para el 
pago de correo y teléfono. 

 
Cuadro N° 7 

Servicios Varios 2008 
 

Rubro Valor Mensual Valor Anual Total 
Vigilancia edificio (24 horas, 365 
días) 

   800,00      9.600,00       9.600,00    

Energía eléctrica en el edificio    350,00      4.200,00       4.200,00    
Agua potable en el edificio    120,00      1.440,00       1.440,00    
Transporte interno, suministros 
para cafetería, artículos de limpieza, 
etc. 

   200,00      2.400,00     760,00    

TOTAL ANUAL 
  

  16.000,00    
Elaboración propia. 

 
23. De una simple comparación de la estructura de gastos general y 

desglosada, que fue contemplada, por una parte, en las Decisiones 680 y 
809; y, por otra, en las programaciones internas de gasto del TJCA, de los 
últimos 5 años, se puede evidenciar que es esencialmente la misma. Las 
variaciones mínimas que existen se presentan por la supresión de cargos, 
como el de bibliotecaria y contadora, que atendió a la política de austeridad 
institucional implementada desde el año 2017. 
 

24. Lo anterior evidencia, por ejemplo, con relación a la remuneración de los 
Magistrados del Tribunal, que lo que hoy ellos perciben es exactamente 
igual a lo aprobado por la Comisión en la Decisión 680. Existe un error 
en la apreciación de la información, los Magistrados nunca han fijado sus 
propias remuneraciones. Al contrario, este ítem no ha sufrido variación 
alguna en los últimos trece años. Cada concepto que integra la 
remuneración de los Magistrados, así como el monto, coincide con el 
presupuesto aprobado el año 2008.  

 
(vi) La estructura funcional del TJCA fue creada con el objetivo de 

reflejar su contexto normativo, y ha creado amplias ventajas 
operativas que son palpables en su exitosa gestión judicial  
 

25. En el Informe Final, se propone la figura de una Secretaría Técnica, como 
nueva instancia a cargo de la elaboración de los proyectos de providencias 
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judiciales del TJCA, con la intención de concentrar las funciones del 
equipo de trabajo de cada magistratura en una única oficina. No obstante, 
esta opción ignora la realidad estatutaria y reglamentaria del Tribunal, así 
como el sentido de su estructura funcional actual. 
 

26. En efecto, el Artículo 37 del Estatuto del TJCA9,10 prevé el sorteo y 
designación de magistrados sustanciadores para el direccionamiento y 
supervisión de los distintos asuntos judiciales que lleguen al Tribunal. Esta 
competencia se concreta, por ejemplo, en el Artículo 32 del Estatuto del 
TJCA11,12, que dispone que la adopción de Autos de sustanciación estará a 

 
9  Estatuto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 
 «Artículo 37.- Designación de sustanciador  

Todos los asuntos judiciales que lleguen al Tribunal para su conocimiento deberán ser 
asignados por el Presidente a uno de los Magistrados para su respectiva sustanciación, 
de conformidad con el procedimiento que se establezca en el Reglamento Interno». 
 

10  En concordancia con el Artículo 23 del Reglamento Interno del TJCA: 
 
 «Artículo 23.- La sustanciación de las acciones, recursos, demandas judiciales o 

arbitrales, así como de las solicitudes de interpretación prejudicial que se reciban en el 
Tribunal, será asignada a los Magistrados por medio de sorteos públicos. 
(…)». 
 

11  Estatuto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 
 «Artículo 32.- Quórum deliberatorio y decisorio en asuntos judiciales La adopción de 

autos de sustanciación estará a cargo del Magistrado sustanciador 
(…)». 
 

12  En concordancia con el primer párrafo del Artículo 24 del Reglamento Interno del 
TJCA: 

 
 «Artículo 24.- Los autos listados en los literales a), b), c) y d) del presente artículo serán 

aprobados por el Magistrado Sustanciador, y serán firmados por él y el Secretario a fin 
de ser notificados inmediatamente, de ser el caso: 
a) Los autos de admisión a trámite de procesos de interpretación prejudicial.  
b) Los autos de traslado de: contestación a excepciones previas, recursos de 
reconsideración, alegatos, escritos, pruebas, documentos y actas de audiencia.  
c) Los autos por los que se otorga el plazo de 15 días calendario para regularizar la 
demanda o la contestación a la demanda por incumplimiento de uno o más requisitos 
de forma subsanables.  
d) La convocatoria a audiencia pública, así como la fijación y modificación de su fecha, 
previa coordinación sobre dicha fecha con los demás Magistrados. 
(…)». 
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cargo del magistrado sustanciador; en el segundo párrafo del Artículo 20 
del Reglamento Interno del TJCA13, que establece que el magistrado 
sustanciador es quien presenta y explica las ponencias y proyectos a su 
cargo durante las sesiones judiciales; y, de igual manera, en los párrafos 
segundo y quinto del Artículo 24 del Reglamento Interno del TJCA14, que 
ordenan que el magistrado sustanciador es quien presenta los proyectos 
de sentencias y ponencias de Interpretación Prejudicial. En una palabra, el 
Estatuto y Reglamento Interno del Tribunal disponen actualmente que los 
encargados del análisis preliminar y proyección de todos los actos 
judiciales del TJCA son los magistrados sustanciadores y, 
consecuentemente, sus equipos de despacho. 

 
27. Esta organización funcional, prevista en el Estatuto y reglamentos del 

Tribunal, sería gravemente distorsionada si las competencias del 
magistrado sustanciador y su equipo de trabajo fueran trasladadas a una 
Secretaría Técnica centralizada. Esto requeriría, por demás, una reforma 
integral de la normativa del TJCA; de manera que la solución propuesta 
no es eficiente organizativamente ni formalmente viable en el corto y 
mediano plazo. 

 
28. Además, en el informe de los consultores externos se ignora que la 

 
13  Reglamento Interno del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 
 «Artículo 20.- (…) 

Sometida a deliberación una ponencia o proyecto corresponderá el derecho de palabra 
al Magistrado Sustanciador, quien hará la presentación respectiva y podrá añadir las 
explicaciones, precisiones y aclaraciones que estime necesarias. Cuando el Tribunal o 
el Magistrado Sustanciador lo estime conveniente, se procederá a la lectura, total o 
parcial, de la ponencia o proyecto. 
(…)». 
 

14  Reglamento Interno del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 
 «Artículo 24.- (…) 

El Magistrado a cargo de la sustanciación de una demanda judicial deberá presentar un 
proyecto de sentencia por escrito al Tribunal, una vez vencidos, según corresponda, 
los plazos para la consignación de los escritos de conclusiones de las partes... 
(…) 
El Magistrado a cargo de la sustanciación de una interpretación prejudicial presentará 
una ponencia en la que se identificarán los asuntos controvertidos, las normas y los 
temas o instituciones jurídicas que serán objeto de interpretación, así como las 
preguntas formuladas por el consultante. A continuación, se desarrollará la 
interpretación jurídica correspondiente y se responderán las preguntas planteadas». 
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estructura actual del Tribunal sostiene una cantidad de ventajas operativas 
que difícilmente pueden ser compensadas en el marco de una propuesta 
de Secretaría Técnica. Para empezar, el hecho de que cada despacho sea 
responsable de la elaboración de los proyectos y ponencias a su cargo 
garantiza mayor inmediación de sus Magistrados, no solo en su revisión, 
sino en su elaboración.  

 
29. Por otro lado, en el modelo actual los proyectos y ponencias se enriquecen 

más del bagaje teórico de los diferentes Magistrados y la escuela jurídica 
de sus países. Generalmente, cada despacho estructura equipos de trabajo 
diversos con la presencia de abogados de cada uno de los Países Miembros 
de la Comunidad Andina.  

 
30. Finalmente, el informe no tiene en consideración que la estructura actual 

del TJCA facilita la creación de mayorías y consensos. Bajo la normativa 
vigente, se prevé que el magistrado sustanciador es responsable de 
presentar al pleno del Tribunal los proyectos y ponencias a su cargo para 
su aprobación. Si la propuesta no es respaldada por la mayoría, se 
encomienda a otro de los Magistrados que comparta la opinión mayoritaria 
la elaboración de un nuevo proyecto; con lo que la segunda propuesta 
tendrá una alta probabilidad de aprobación15. Esto, en el supuesto de 
creación de una Secretaría Técnica, no sería posible, ya que la intervención 
de los Magistrados sería posterior y cabrían escenarios indeseables que por 
ahora son prácticamente imposibles, como que la propuesta de la 
Secretaría Técnica no agrade a ninguno de los Magistrados o que se 
generen empates sobre posiciones más disímiles. 

 
31. De esta manera, se tiene que irremediablemente la creación de una 

Secretaría Técnica conlleva mayores perjuicios que beneficios en lo 
operativo. Pero además le significaría al Tribunal mayores desafíos 
económicos, tal como se puede apreciar en el Informe Final, la 
conformación y funcionamiento de una Secretaría Técnica implicaría 

 
15  Reglamento Interno del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 
 «Artículo 24.- (…) 
 Los Magistrados, a la vista del proyecto de sentencia presentado por el Magistrado 

Sustanciador, deliberaran sobre la resolución de las diversas cuestiones de hecho y de 
derecho de la controversia. Si la mayoría apoya la orientación y la parte sustantiva del 
proyecto presentado, este se considerará aprobado. En caso contrario, la redacción de 
un nuevo proyecto será encomendada a uno de los Magistrados cuya opinión forme 
parte del criterio de la mayoría, salvo que el Magistrado Sustanciador acoja las 
observaciones de la mayoría. 
(…)». 
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costos mayores al mantenimiento de la estructura actual del TJCA. 
 

ACLARACIONES Y OBSERVACIONES A LOS SUPUESTOS 
PROBLEMAS FINANCIEROS, ADMINISTRATIVOS Y JURÍDICOS 

SEÑALADOS EN EL INFORME FINAL 
 
A. Sobre los supuestos problemas financieros identificados en el 

Informe Final 
 
«PF.1. El Presupuesto del TJCA enfrenta serios problemas en su estructura de ingresos, en 
su composición de gastos, así como en su sistema de aprobación, los procesos de ejecución, su 
monitoreo y el sistema de control interno y externo». 

 
32. En el Informe Final se ha señalado como Problema Financiero 1 (PF.1.) 

que el presupuesto del TJCA enfrenta serios problemas en su estructura 
de ingresos, en su composición de gastos, su sistema de aprobación, 
procesos de ejecución, su monitoreo y el sistema de control interno y 
externo. 
 

33. Lo anterior es correcto en lo concerniente a la estructura de ingresos, pues 
resulta evidente que el principal problema financiero que enfrenta el 
Tribunal, y que es una de las principales causas de su crisis, es el señalado 
en el párrafo 596 de la Parte II del Informe Final que contiene las 
Recomendaciones de medidas correctivas efectuadas por el Consorcio: 

 
«[596] (…) el presupuesto “aprobado” es objetivamente inadecuado e insuficiente, por 
no responder a las necesidades reales del Tribunal». 

 
34. Por otra parte, no es correcto señalar que existe un problema en la 

composición de gastos. Ello podría llevar a suponer que el Tribunal 
mantiene una estructura de gastos que no están relacionados directamente 
con su gestión judicial o administrativa, cuando la realidad demuestra que 
los gastos que efectúa el Tribunal son suficientes únicamente para cubrir 
sus necesidades mínimas. Lo correcto habría sido reconocer que ante un 
déficit presupuestario considerable y ascendente, la composición de gastos 
del TJCA está concentrada en los requerimientos mínimos necesarios, que 
incluyen los compromisos laborales y los gastos esenciales para cumplir 
con las obligaciones misionales. Por otra parte, el Informe Final omite 
señalar que la composición de gastos del TJCA es exactamente la misma 
que la dispuesta en el presupuesto aprobado mediante las Decisiones 680 
y 809 (que materialmente son iguales). 
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35. Para ilustrar lo anterior, es pertinente recordar que el propio Consorcio ha 
señalado que el 95 % del presupuesto del Tribunal corresponde a 
remuneraciones, y el 5 % a servicios y compras de insumos básicos para 
mantener su operación; y que, al ser el Tribunal un organismo sin sede 
propia, con activos depreciados16, sin capacidad de ahorro o inversión, 
solo puede mantener la composición de gastos básica: remuneraciones, 
gastos para difundir el Derecho Comunitario y pago de proveedores 
esenciales. Es decir, el presupuesto del Tribunal es tan ajustado, que es 
imposible afirmar que puede existir espacio para una errónea composición 
de gastos.  

 
36. Por otra parte, el Informe Final acierta al señalar que claramente existe un 

problema en el sistema de aprobación del presupuesto, pues, tal como se 
ha explicado anteriormente y de manera contraria a lo que sucedió con 
otras instituciones del Sistema Andino de Integración (en adelante, SAI), 
el Tribunal no ha contado con un presupuesto aprobado en los años 2010, 
2011, 2012, 2013, 2014, 2015, 2016 (tomando en cuenta que se aprobó un 
presupuesto por ese año recién en septiembre de 2016), 2018, 2019, 2020 
y 2021. Este hecho singular y excepcional, trastoca las labores de 
ejecución, control y ejecución presupuestaria, así como su monitoreo y 
control interno y externo; toda vez que, como es lógico concluir, sin un 
presupuesto aprobado no hay un punto de referencia para establecer 
parámetros de ejecución del gasto.  

 
37. Así, por ejemplo, sin un presupuesto aprobado no es posible solicitar una 

transferencia de recursos entre partidas, en los casos que dicha 
transferencia supere el 10 %, como lo contempla el Artículo 4 de la 
Decisión 809, simplemente porque no hay partidas que puedan resultar 
afectadas. Igualmente, no es posible reportar la ejecución presupuestaria, 
porque no hay un presupuesto formalmente aprobado que sirva como 
punto de referencia. No obstante, el Tribunal ha hecho lo posible por 
transparentar sus cuentas, incluso sin estar obligado a ello, como así 
ocurrió, por ejemplo, con el envío del Oficio N° 27-P-TJCA-2016 de 19 
de mayo de 2016 dirigido a la Presidencia de la Comisión, con el que 

 
16  Todos los Activos Fijos del Tribunal en la actualidad han sido depreciados en la 

proporción correspondiente: los Muebles y Enceres en un 40 %, los Equipos de 
Cómputo en un 90 %, y las Adecuaciones e Instalaciones en un 39 %; en promedio, 
estos activos están depreciados en un 56 %. El último año que el Tribunal registró 
compra de activos fue el 2017, año en el que se hicieron adecuaciones e instalaciones 
en el edificio de la nueva sede y que se adquirieron muebles para los despachos. Cabe 
también mencionar que, la totalidad de las computadoras que forman parte de los 
activos de Equipo de Cómputo, se encuentran depreciadas; razón por la cual y en 
estricto sentido, se ha terminado su vida útil. 
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remitió la Resolución 06/2016 de 12 de mayo de 2016, en el que 
expresamente se informaba que el TJCA usaría US$ 125.000,00 de los 
fondos propios del Tribunal provenientes de ingresos extraordinarios para 
la contratación de nuevos profesionales técnicos y personal de apoyo, así 
como para la adquisición de equipo y mobiliario que permita realizar de 
manera adecuada las funciones institucionales (Anexo III). 
 

38. Por otra parte, en el año 2008, cuando se aprobó el presupuesto del TJCA, 
no se incluyeron obligaciones que el organismo jurisdiccional andino 
inevitablemente iba a asumir en el futuro, como la intervención de 
magistrados suplentes (que son convocados en caso de empate); pero 
tampoco se contempló lo que con los años demostraría ser un contingente 
mucho mayor, a saber: el incremento de los beneficios laborales de los 
empleados locales por mandato de la legislación laboral ecuatoriana. 
 

39. Prueba de lo anterior, es el incremento del salario básico en el Ecuador. 
Tomando por ejemplo el año 2008, se puede constatar que, a diciembre 
de dicho año, el salario mínimo estaba fijado en US$ 200,00 y en enero del 
año 2009 este se incrementó a US$ 218,0017; mientras que actualmente, el 
salario básico es de US$ 400,0018 es decir 100 % más de lo establecido al 
momento de aprobar el presupuesto.  
 

40. Cabe mencionar que el incremento del salario básico en el Ecuador tiene 
impacto directo en el presupuesto del Tribunal. Así, por ejemplo, en la 
décimo cuarta remuneración19 que se cancela a todo funcionario local, la 
cual se fija tomando como base la remuneración básica; lo que quiere decir 
que, al 2008 el Tribunal cancelaba a sus funcionarios locales una décimo 
cuarta remuneración equivalente a US$ 200,00 mientras que actualmente 

 
17  Información disponible en: 

https://www.eluniverso.com/2008/12/25/1/1356/2B5C801469A74AD9A9BE8A2
D2A9BB671.html  
Fecha de consulta: 2 de julio de 2021. 

 
18  Información disponible en: https://www.trabajo.gob.ec/el-salario-basico-unificado-

sbu-para-el-2021-sera-de-usd-400/  
Fecha de consulta: 2 de julio de 2021. 

 
19  Código del Trabajo de la República del Ecuador. - 

 
«Artículo 113.- Derecho a la decimocuarta remuneración 
Los trabajadores percibirán, además, sin perjuicio de todas las remuneraciones a las 
que actualmente tienen derecho, una bonificación mensual equivalente a la doceava 
parte de la remuneración básica mínima unificada para los trabajadores en general». 
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es de US$ 400,00 sin que haya existido el incremento correspondiente en 
su presupuesto. 
 

41. Por otra parte, el incremento del salario básico en el Ecuador no solo ha 
repercutido en las remuneraciones sino en toda la economía ecuatoriana. 
Así, por ejemplo, en el año 2012 se estableció que desde el año 2002, las 
remuneraciones en general se habían incrementado en promedio en un 
12 % anual.20 Por lo tanto, los funcionarios del Tribunal obtenían como 
pago por sus servicios, montos menores a los reconocidos por otras 
instituciones o empresas del Ecuador.   

 
42. Para abreviar, los beneficios exigidos por la legislación laboral ecuatoriana 

que no fueron contemplados en el presupuesto del 2008 o no han sido 
actualizados, son los siguientes: provisión por despido intempestivo y 
desahucio, dotación obligatoria de uniformes, décimo tercer sueldo, 
décimo cuarta remuneración, fondo de reserva y aporte patronal al 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS).  

 
43. Respecto de las bonificaciones acordadas por el TJCA en anteriores 

gestiones tenemos:  
 

(i) Subsidio familiar: se aprobó en mayo del año 2003 y consistió 
en pagar un 5 % del haber básico por cónyuge y 2 % del haber 
básico por hijo menor de 18 años. En mayo del año 2012 se 
incrementó a US$ 70,00 por cónyuge y US$ 50,00 por cada hijo 
menor de 24 años. Quienes no tienen cargas familiares reciben 
US$ 35,00. 

 
(ii) Bono de alimentación: se aprobó en enero de 2012 por un valor 

de US$ 100,00. En enero de 2015, se duplicó a US$ 200,00. 
 
(iii) Bono de antigüedad: se aprobó en enero de 2013 y equivale al 

3 % del salario por cada año cumplido a partir del tercer año de 
trabajo. 

 
44. Si comparamos lo presupuestado en el año 2008 con la programación 

 
20  Información disponible en: 

https://www.elcomercio.com/actualidad/negocios/dolarizacion-salarios-crecieron-
al-12.html  
Fecha de consulta: 2 de julio de 2021. 
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interna de gastos del año 2021, solo en beneficios y bonificaciones, el costo 
asociado a los empleados locales es superior en US$ 78.042,49, tal como 
se puede apreciar en el siguiente gráfico:  

 
Cuadro N° 8 

Montos Anuales de Remuneración y Beneficios de Empleados Locales 
 

Presupuesto Haber Básico 
(en USD) 

Beneficios 
legislación 
ecuatoriana 
(en USD) 

Bonificaciones 
TJCA            

(en USD) 

Total 
(en USD) 

2008 80.736,00 26.128,97 3.309,48 29.438,45 
2021 78.719,24 44.803,47 62.677,02 107.480,49 

Elaboración propia. 
 
45. Por último, no está de más hacer mención al hecho de que en el momento 

de aprobarse la Decisión 680 (que fijó el presupuesto del Tribunal en 
US$ 1’170.667,00) y la Decisión 809 (que ratifica ese monto) no se haya 
contemplado el crecimiento de la carga salarial y social, implica que tarde 
o temprano el Tribunal no podrá hacer frente a todos sus compromisos, 
sobre todo cuando existen obligaciones laborales que podrían golpear 
fuertemente a sus finanzas, como es el caso de la jubilación patronal. 

 
46. Como fue informado en el mes de enero del presente año, en el Ecuador, 

a diferencia de lo que sucede en el resto de los Países Miembros, un 
trabajador puede contar con dos jubilaciones que no son excluyentes. La 
primera corresponde a la jubilación a la que tiene derecho todo asegurado 
al IESS, la cual nace una vez que el trabajador alcanza como mínimo 60 
años y un total de 360 aportaciones. La segunda, establecida en el Código 
del Trabajo de la República del Ecuador21, puede surgir en dos momentos: 

 
21  Código del Trabajo de la República del Ecuador. - 

 
«Artículo  188.- Indemnización por despido intempestivo 
(…) 
En el caso del trabajador que hubiere cumplido veinte años, y menos de veinticinco 
años de trabajo, continuada o interrumpidamente, adicionalmente tendrá derecho a la 
parte proporcional de la jubilación patronal, de acuerdo con las normas de este Código.  
(…)». 
 
«Artículo 216 .- Jubilación a cargo de empleadores   
Los trabajadores que por veinticinco años o más hubieren prestado servicios, 
continuada o interrumpidamente, tendrán derecho a ser jubilados por sus empleadores 
de acuerdo con las siguientes reglas: 
(…)». 
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i) una vez que el trabajador presta sus servicios por más de 20 años a un 
empleador, en cuyo caso tiene derecho a una jubilación proporcional a los 
años prestados; o, ii) cuando el trabajador ha prestado servicios por 25 o 
más años, con lo cual recibe una jubilación completa. Este tipo de 
jubilación es conocida como jubilación patronal y es cancelada 
exclusivamente por el empleador. 
 

47. La jubilación patronal que tendrá que hacer frente el Tribunal en los años 
venideros constituye un contingente que, de producirse, afectará 
gravemente a sus finanzas. De acuerdo con el estudio actuarial de julio de 
2019 practicado por la empresa Actuaria, el Tribunal debería mantener un 
Fondo Global de Beneficio de US$ US$ 335.959,89 para hacer frente a las 
jubilaciones patronales futuras.22 

 
48. Este hecho, pone una vez más de manifiesto que el presupuesto del 2008 

es insuficiente, y que no se consideraron las realidades económicas del 
Tribunal, mucho menos las que tiene que afrontar en 2021 y en los años 
siguientes, por lo que es urgente que se encuentren vías de solución que 
permitan que el Tribunal no interrumpa su gestión ni el cumplimiento de 
su actividad misional. 
 

49. Ante este escenario de falta constante de un presupuesto anual aprobado 
en debida forma, fue el propio Tribunal quien decidió aprobar desde el 
año 2017, una programación interna de gastos, sobre la base del proyecto 
de presupuesto que remite anualmente a la Comisión, la cual ha sido 
debida y oportunamente notificada a los Países Miembros, así como a la 
Comisión en todas las gestiones posteriores. 
 

50. Del mismo modo, no debe perderse de vista que el Tribunal no puede ser 
ajeno a las disposiciones del Derecho Laboral ecuatoriano, porque este 
ampara a sus funcionarios locales. Esto es así debido a que no se cuenta 
con un acuerdo específico con el gobierno del Ecuador sobre el régimen 
laboral, pese a que así lo prevé el Artículo 30 del Convenio de Inmunidades 
y Privilegios suscrito entre el Ecuador y el TJCA.23  

 
22  El estudio actuarial referido establecía un fondo global de US$ 408.254,58, el cual ha 

disminuido en consideración de que un trabajador se desvinculó del Tribunal en el año 
2020. 

 
23  Convenio de Inmunidades y Privilegios suscrito entre el gobierno del Ecuador 

y el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. -  
 
 «Artículo 30.- El Tribunal y el Gobierno de la República del Ecuador, celebrarán, 

dentro de sus facultades, acuerdos complementarios especialmente acerca del régimen 
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51. Es oportuno mencionar también que, en las actuales circunstancias, no 

cabe, de ninguna forma, otro escenario. El Tribunal —como toda corte 
con competencia para conocer acciones laborales— debe ser 
especialmente respetuosa de los derechos de sus trabajadores; y, por lo 
tanto, está obligado a reconocer los derechos previstos en la legislación 
laboral nacional; contando o no con un presupuesto aprobado, y sin 
considerar si los derechos adquiridos fueron reconocidos por autoridades 
que ejercieron la Magistratura en gestiones pasadas. Hacer lo contrario, 
significaría violar derechos laborales, restaría legitimidad al Tribunal como 
juzgador, y lo expondría a eventuales acciones judiciales. 
 

52. Por otra parte, el Tribunal, al estar sujeto a la legislación ecuatoriana en 
materia de derechos laborales, podría ver reducida en alguna medida su 
autonomía como parte del SAI. Es por todo ello que, el Tribunal coincide 
con una de las propuestas efectuadas en el Informe Final, a saber: que se 
proceda al cambio del régimen laboral de los funcionarios locales del 
Tribunal. Al efecto, se plantea que la Comisión24 autorice el uso y disponga 
de los recursos necesarios para liquidar a los empleados locales bajo el 
régimen laboral ecuatoriano actual, con el propósito de definir un nuevo 
régimen laboral, sobre la base de un acuerdo específico a ser suscrito con 
el Gobierno del Ecuador, y la facultad contemplada en el Artículo 25 del 

 
laboral y de seguridad social de los funcionarios y empleados del Tribunal».  

 
24   Informe Final - Consultoría para efectuar un Análisis Financiero, 

Administrativo y Jurídico de la Situación del Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Andina y Propuestas de Posibles Medidas Correctivas – Parte II:  
Recomendaciones de medidas correctivas. -   

 
«[333] 
(…)  
Recomendamos autorizar al Tribunal el uso de los recursos necesarios para la 
liquidación de los funcionarios locales que actualmente se encuentran bajo el régimen 
laboral ecuatoriano. Según cálculos del equipo consultor, dichas liquidaciones podrían 
tener un costo estimado de $90.000 al 31 de enero de enero de 2021, si no se llegaran 
a acuerdos con funcionarios que pudieran mantenerse en la planta del Tribunal bajo 
un nuevo régimen de funcionarios locales. 

 
[482] Como parte de nuestras recomendaciones, para cualquiera de las dos alternativas 
planteadas, consideramos necesario que se proceda a liquidar a los funcionarios 
locales actuales bajo el régimen laboral ecuatoriano y definir, con claridad, el nuevo 
régimen de tales funcionarios, quienes en adelante debieran regirse exclusivamente por 
las normas especiales aplicables a los funcionarios de la Comunidad Andina, en general, 
o del TJCA, en particular». 
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Estatuto del TJCA25. De esta manera, el costo futuro del personal local de 
apoyo que preste servicios al Tribunal podría estar enmarcado en la 
realidad presupuestaria del TJCA. 

 
53. En aras de dar claridad, y al ser imprescindible una liquidación del personal 

local como una condición para que se produzca un cambio de régimen, el 
Tribunal informa que necesitaría un monto total estimado de 
US$ 87.208,79, con fecha de corte a junio de 2021, monto que 
indefectiblemente se incrementa con el paso del tiempo. 

 
«PF.2. Las contribuciones de los Países Miembros al presupuesto son la principal fuente de 
financiamiento del TJCA. Los retrasos en los pagos de las contribuciones de los Países 
Miembros afectan el flujo necesario para el funcionamiento del TJCA. Se precisa de un 
mecanismo que asegure los recursos necesarios y oportunos para el TJCA». 

 
54. El Informe Final señala que el retraso de pago en las contribuciones es 

una de las causas que producen la crisis financiera del TJCA. Esta 
afirmación es correcta. Ninguna institución pública o privada puede 
realizar su gestión de forma óptima, o incluso existir, si no cuenta con un 
presupuesto asignado de manera oportuna.  
 
En el caso del Tribunal, la situación es especialmente alarmante, porque la 
Decisión 80926 —única referencia que se tiene— ha establecido un 
mecanismo de asignación del presupuesto con posterioridad a la ejecución 
del gasto. A este escenario, se suman los continuos retrasos en el pago de 
las contribuciones trimestrales de los Países Miembros, hecho que ha 
generado que el TJCA enfrente un continuo déficit presupuestal en los 
últimos 12 años. 
 

55. En virtud de lo anterior, es imprescindible que se actualice el presupuesto 
asignado al TJCA y que el monto total de las contribuciones de los Países 

 
25  Estatuto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. -  
 

«Artículo 25.- Reglamento interno de personal 
El Tribunal adoptará un Reglamento de personal en el que establecerá los procedimientos 
de selección, modalidades de contratación, categorías y períodos, así como los derechos y 
obligaciones y el régimen disciplinario de sus funcionarios y empleados.» 

 
26  Decisión 809, Publicada en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena N° 2791 

de 1 de septiembre de 2016. - 
  
 «Artículo 3.- Los Países Miembros cancelarán las contribuciones por trimestre, a que 

se refiere el artículo 2 durante el año 2016, de acuerdo a lo establecido en el artículo».  



Página 25 de 134 
 

Miembros a dicho presupuesto se haga efectivo de manera oportuna, vale 
decir, durante los primeros días del mes de enero de cada ejercicio.     
 

56. No obstante, tomando en cuenta la actual situación de crisis económica 
por la que atraviesan los Países Miembros como consecuencia de la 
Pandemia de la Covid-19 y las medidas que fueron tomadas para 
contenerla, el Tribunal plantea una medida alternativa que garantizaría su 
sostenibilidad económica a largo plazo: la constitución de un fideicomiso.  
 

57. Con el apoyo del Banco de Desarrollo de América Latina (en adelante, la 
CAF), podría constituirse un fideicomiso destinado a asegurar la 
sostenibilidad económica permanente del TJCA. El fideicomiso estaría 
constituido por un fondo de crédito de US$ 18´775.000 provenientes de 
recursos de cooperación técnica destinados a iniciativas multinacionales 
de la CAF.  

 
58. El producto obtenido serviría para financiar la operación del TJCA. A 

manera de ejemplo, si se obtiene una rentabilidad anual del 8 %, 
equivalente a US$ 1´502.000, sería suficiente para cubrir el presupuesto 
integral anual del Tribunal.  

 
59. En este esquema, y tomando en cuenta que la rentabilidad del fideicomiso 

se genera un año después de la colocación de los recursos, durante el 
primer año (año 0), los Países Miembros tendrían que continuar 
financiando la operación del Tribunal, a través del pago de sus 
contribuciones al presupuesto institucional. Posteriormente, el 
fideicomiso generaría anualmente los recursos necesarios, bajo la premisa 
de que la rentabilidad anual no sea inferior al 8 %; y, los Países Miembros, 
ya no tendrían que efectuar ninguna contribución al presupuesto 
institucional. 

 
60. Una segunda alternativa, en el marco de esta propuesta, sería que el 

fideicomiso esté compuesto de la siguiente forma: US$ 11.725.998, 
provenientes de recursos de cooperación técnica destinados a iniciativas 
multinacionales de la CAF; y, US$ 7.024.002, que serían proporcionados 
por el propio órgano financiero, pero en calidad de fondos reembolsables.   

 
61. Los fondos reembolsables por US$ 7.024.002, serían cubiertos por los 

Países Miembros, con el monto de los aportes anuales que efectúan 
actualmente al presupuesto del Tribunal, durante los próximos 6 años. A 
partir del séptimo año de constitución del fideicomiso, los Países 
Miembros podrían dejar de pagar sus contribuciones anuales al 
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presupuesto del Tribunal. 
 
62. Con estos antecedentes, se propone la implementación de un Fideicomiso, 

sobre la base de la siguiente estructura: 
 

• Fideicomitentes: Países Miembros de la CAN. 
• Fiduciario: Banco de Desarrollo de América Latina (CAF). 
• Comité Técnico: Nombrado de conformidad con las reglas del 

Fideicomiso, encargado de la administración y la toma de decisiones.  
• Beneficiario: Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. 
• Patrimonio del Fideicomiso: $US 18´750,000.00 
 

Cuadro N° 9 
Esquema propuesto de fideicomiso (montos en USD) 

 
Rubro  Año 1 Año 2 Año 3 Año 4 Año 5 Año 6 

Monto Total del Fideicomiso 18.750.000 
Ingresos intereses (tasa 8 %) por año 1.500.000 1.500.000 1.500.000 1.500.000 1.500.000 1.500.000 
Fondo reembolsable:             
Total Aportes Países Miembros 1.170.667 1.170.667 1.170.667 1.170.667 1.170.667 1.170.667 
Monto acumulado de reembolso  1.170.667 2.341.334 3.512.001 4.682.668 5.853.335 7.024.002 
Elaboración propia. 
 

Ventajas del esquema planteado: 
 
- Se asegura la sostenibilidad económica permanente y la 

independencia del TJCA. 
- Si el fideicomiso se conforma con recursos de cooperación técnica 

no reembolsable, los Países Miembros dejarían de pagar sus 
contribuciones al presupuesto del Tribunal, a partir del primer año 
de constitución del fideicomiso. 

- Si el fideicomiso tiene una conformación mixta, con recursos de 
cooperación técnica no reembolsable y con fondos reembolsables: 
En primer lugar, no sería necesario incrementar la contribución anual 
de los Países Miembros al presupuesto del TJCA por los próximos 
seis años; y, a partir del séptimo año de constitución del fideicomiso, 
los Países Miembros dejarían de pagar sus contribuciones anuales al 
presupuesto institucional. 

- Se materializaría un auténtico proceso de fortalecimiento y 
modernización institucional en la CAN, optimizando la utilización 
de recursos, con pragmatismo y eficiencia. 
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63. En caso de que no sea posible constituir, en el corto plazo, el fideicomiso 
propuesto, los Países Miembros podrían gestionar la entrega de fondos de 
cooperación técnica para iniciativas multilaterales (reembolsables o no 
reembolsables) por parte de la CAF, por un monto total de US$ 5 millones, 
destinados a garantizar la sostenibilidad económica del TJCA por los 
siguientes años.  

 
64. Este monto, juntamente con las contribuciones anuales que realizan los 

Países Miembros al presupuesto institucional, serían invertidos 
directamente por el Tribunal, en certificados de depósito a plazo fijo en 
instituciones financieras del país sede, con el propósito de generar, por una 
parte, un flujo de caja suficiente para asegurar la continuidad de su 
operación; y, por otra, una rentabilidad anual que cubra el déficit 
presupuestario actual. 
 

65. En caso de que se trate de fondos reembolsables, el Tribunal se encargaría 
de cancelar el préstamo concedido, mediante pagos anuales y de 
conformidad con el cronograma previamente acordado con la CAF. A 
manera de ejemplo, y tomando en cuenta que el Tribunal, recibe 
anualmente y en promedio, la suma de US$ 600.000, por concepto de 
contribuciones de los Países Miembros; este órgano comunitario, podría 
efectuar pagos anuales de hasta US$ 300.000, con el fin de reembolsar el 
monto entregado inicialmente por la CAF.   

 
«PF.3. Los ingresos extraordinarios del TJCA (provenientes de deudas históricas, intereses 
de inversiones u otros) nunca han formado al presupuesto formal. Ante una falta de regulación 
específica, el TJCA ha utilizado, a su discreción, esos recursos en gastos corrientes que debieran 
estar presupuestados. Es necesario una definición sobre el destino de los ingresos 
extrapresupuestarios, ya sea para la conformación de un fondo de reserva como se consideró 
inicialmente o para incorporarlos en el presupuesto ordinario».  
 
66. Otra de las observaciones señaladas en el Informe Final como Problema 

Financiero 327 es que, presuntamente, los ingresos extraordinarios del 
TJCA (provenientes de deudas históricas, intereses de inversiones u otros) 
nunca han formado parte del presupuesto formal. 

 
67. Dicha apreciación deriva de un error, pues no se ha considerado que, con 

relación a los ingresos que conforman el presupuesto anual del Tribunal, 
el Artículo 26 de su Estatuto, establece lo siguiente: 

 

 
27  Párrafo 250 del Informe. 
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«Artículo 26.- Ingresos ordinarios y extraordinarios 
Son ingresos ordinarios del Tribunal las contribuciones anuales de los 
Países Miembros, fijadas proporcionalmente mediante Decisión de la 
Comisión al aprobar el presupuesto anual del Órgano. 
 
Otros ingresos, de cualquier naturaleza, serán considerados 
extraordinarios y se administrarán por el Tribunal conjuntamente con los 
ingresos ordinarios». 

 
68. De la norma citada se desprende perfectamente la diferenciación que 

existe entre ingresos ordinarios y extraordinarios. Los ingresos 
ordinarios están compuestos por las contribuciones anuales de los Países 
Miembros, fijadas proporcionalmente mediante Decisión de la Comisión 
al aprobar el presupuesto anual del TJCA, mientras que los ingresos 
extraordinarios son los demás recursos de cualquier origen o naturaleza 
diferente a los ingresos ordinarios. Por otro lado, la norma en análisis 
menciona que los ingresos ordinarios son los únicos que deben ser fijados 
proporcionalmente mediante Decisión por la Comisión, al momento de 
aprobar el presupuesto anual del Tribunal. 

 
69. Sobre la base de lo señalado, resulta imprescindible citar las siguientes 

normas relacionadas con la elaboración y aprobación del presupuesto 
anual del Tribunal: 

 
Acuerdo de Cartagena 

 
«Artículo 22.- Corresponde a la Comisión de la Comunidad Andina: 
(…) 
i) Aprobar los presupuestos anuales y evaluar la ejecución presupuestal de 
la Secretaría General y del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, 
así como fijar la contribución de cada uno de los Países Miembros; y,  
(…)». 

 
Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Andina 

  
«Artículo 16.- La Comisión de la Comunidad Andina aprobará 
anualmente el Presupuesto del Tribunal. Para este efecto, el Presidente del 
Tribunal enviará cada año, en fecha oportuna, el correspondiente proyecto 
de Presupuesto». 

 
Estatuto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina 

 
«Artículo 27.- Presupuesto  
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El Tribunal preparará el proyecto del presupuesto anual y el Presidente lo 
llevará a la Comisión, con anticipación no menor de treinta días al último 
período ordinario de cada año». 

 
70. Como se puede apreciar, el presupuesto anual debe ser preparado por el 

Tribunal, siendo una obligación del Presidente presentarlo a la Comisión 
para su aprobación, tal como año tras año así se ha realizado, sin obtener 
la respuesta formal correspondiente. Es por esta circunstancia que lo que 
ha hecho el TJCA es ejecutar la misma estructura de gasto del presupuesto 
aprobado en el año 2008, que resulta además el mismo presupuesto del 
año 2016. 

 
71. Es importante recalcar, nuevamente, la naturaleza del TJCA como 

organismo internacional autónomo, cuyas prerrogativas le otorgan la 
independencia suficiente para el ejercicio de facultades discrecionales, en 
el ámbito de su funcionamiento administrativo, de conformidad con el 
Tratado de Creación y su Estatuto. Es imprescindible añadir que, tal como 
se encuentra plasmado en las normas fundacionales de la Comunidad 
Andina, que dieron origen a la creación de un ordenamiento jurídico 
autónomo y vinculante, la salvaguardia del mismo ha sido encargada a un 
órgano jurisdiccional supranacional del más alto nivel, de carácter 
comunitario y permanente, que no es otro que el TJCA, el cual, actúa con 
absoluta independencia, siendo el intérprete supremo del Derecho 
Andino. 

 
72. Es por ello que, de forma transparente, en ejercicio de su autonomía y 

discrecionalidad, bajo una interpretación coherente y ajustada al Estatuto 
como norma rectora de su funcionamiento, el Tribunal siendo el intérprete 
supremo del ordenamiento andino, ante la falta de aprobación de los 
presupuestos anuales por parte de la Comisión, y a fin de asegurar su 
sostenibilidad económica, ha aplicado lo dispuesto en el Artículo 26 antes 
citado y, en consecuencia, ha administrado conjuntamente sus ingresos 
ordinarios y extraordinarios. Esta situación ha sido debidamente incluida 
en todos sus informes de gestión, los cuales siempre fueron notificados28 
a los Países Miembros y a los órganos e instituciones del SAI. 

 
73. Por ejemplo, durante los años 2015 al 2020, se refleja y puede evidenciarse 

 
28  Los informes de gestión han sido remitidos al CAMRE, Ministerios de Comercio 

Exterior de los Países Miembros, Secretaría General de la Comunidad Andina, y a los 
demás Organismos del SAI.  
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en los respectivos Informes de Gestión29, y otros documentos30,  que la 
composición del presupuesto anual se ha diseñado y ejecutado tomando 
en consideración los ingresos ordinarios y extraordinarios; incluyendo 
dentro de los extraordinarios, aquellos provenientes de deudas históricas, 
intereses de inversión, pago de arriendo de la sede, devolución de 
Impuesto al Valor Agregado, los pagos de países como Perú y Bolivia que 
no fueron cancelados por 4 años,31 las contribuciones de los Países 
Miembros recibidas luego del periodo correspondiente, entre otros. Como 
ya se mencionó, todos esos documentos fueron debidamente notificados 
a todas las instancias de la Comunidad Andina32, de tal manera que, por 
parte del TJCA, se han cumplido todas las formalidades inherentes a la 
ejecución del presupuesto; y, en ningún caso, podría afirmarse que exista 
incumplimiento alguno por parte del TJCA.    

 
74. Como parte del Problema Financiero 3 se menciona, además, que: «…Ante 

una falta de regulación específica, el TJCA ha utilizado, a su discreción, esos recursos 
en gastos corrientes que debieran estar presupuestados. Es necesario una definición sobre 
el destino de los ingresos extrapresupuestarios, ya sea para la conformación de un fondo 
de reserva como se consideró inicialmente o para incorporarlos en el presupuesto 
ordinario».  

 
29  Al respecto ver: 
 

Informe de Gestión año 2015, pág. 86; Informe de Gestión año 2016, pág. 42; Informe 
de Gestión año 2017, págs. 64 a 66; Informe de Gestión año 2018, págs. 26 a 33; 
Informe de Gestión año 2019, págs. 46 a 50; e Informe de Gestión año 2020, págs. 24 
y 25.  
Disponibles en:  
https://www.tribunalandino.org.ec/index.php/transparencia/informes/informes_ge
stion/ 
Fecha de consulta: 3 de junio de 2021. 
 

30  A manera de ejemplo es posible mencionar el Oficio N° 27-P-TJCA-2016 dirigido a la 
Presidencia de la Comisión se remite la Resolución 06/2016 de 12 de mayo de 2016 
en la se autorizó la utilización de US$ 125.000,00 de los fondos propios del Tribunal 
provenientes de recursos extraordinarios (Anexo III) o la Resolución 03/2017 de 14 
de julio de 2017 (Anexo IV), mediante los cuales se informó que el Tribunal utilizaría 
los fondos obtenidos a través de sus ingresos extraordinarios. Esta Resolución fue 
anexada al Informe de Gestión del año 2017 y remitida 099-P-TJCA-2018 de 20 de 
noviembre de 2018 dirigido al Grupo de Trabajo de Presupuesto. 

 
31   Una explicación de cómo fueron obtenidos estos recursos extraordinarios se encuentra 

detallada en el párrafo 75 del presente documento. 
  
32  Citados previamente en el Literal i) del Artículo 22 del Acuerdo de Cartagena, Artículo 

16 del Tratado de Creación del TJCA, y Artículo 27 del Estatuto. 
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75. Tal como se detalló en los párrafos precedentes, el Artículo 26 del Estatuto 

del TJCA establece que los ingresos extraordinarios deben ser 
administrados por el Tribunal conjuntamente con sus ingresos ordinarios. 
Así, de no haber incorporado los ingresos extraordinarios al 
financiamiento de su gasto corriente, el TJCA no hubiese podido sostener 
su operación en ninguno de los seis ejercicios económicos pasados. Esto 
se puede comprobar en las siguientes cifras: 

 
Cuadro N° 10 

Detalle histórico de ingresos ordinarios, extraordinarios y resultados de las 
gestiones 2015 a 2020 

 
Año/Rubro 2015 2016 2017 2018 2019 2020 

Ingresos 
Ordinarios 714.108,00  599.941,22  663.213,32  269.686,19  803.354,73 749.724,11  

Intereses 
Generados 159.938,00  131.763,00  113.702,00     39.564,00     49.110,00     28.940,03  

Aportes de 
años pasados      7.803,00  456.560,12  570.725,76  532.244,49  900.971,21 367.312,58  

Reembolso de 
Arriendo    11.424,00     85.876,00     21.660,00  0,00 161.392,00  103.740,00  

Otros 0,00         2.057,37     18.048,00       1.716,00     16.935,00       7.667,10  
Ingresos 
Extraordinarios 179.165,00  676.256,49  724.135,76  573.524,49  1.128.408,21 507.659,71  

TOTAL 
INGRESOS 893.273,00  1.276.197,71  1.387.349,08  843.210,68  1.931.762,93  1.257.383,82  

EGRESOS 
ANUALES 1.545.705,02  1.747.939,94  1.772.998,72  1.659.234,45  1.449.158,74  1.417.533,02  

SUPERÁVIT/ 
DÉFICIT DEL 
EJERCICIO 

-652.432,02  -471.742,23  -385.649,64  -816.023,77  482.604,19 -160.149,20  

Adeudos al final del ejercicio 
Bolivia 326.379,00  326.376,69  326.376,69  455.150,00  390.763,00  390.763,00  
Colombia      3.267,51  114.165,63       8.030,00  456.550,00     51.191,00  0,00 
Ecuador 0,00 0,00    64.387,00     32.193,35     64.386,38     64.386,39  
Perú 456.560,00  456.560,13  456.560,13  347.841,00  187.348,00  374.412,75  
Arriendo    29.376,00  -4.896,00     30.324,00  139.552,00     65.520,00     30.920,00  
Total Cuentas x 
Cobrar PM 815.582,51  892.206,45  885.677,82  1.431.286,35  759.208,38  860.482,14  

Elaboración propia. 
 

76. Es pertinente recordar cómo el Tribunal llegó a obtener los ingresos 
extraordinarios señalados. En el mes de abril del año 2003, el Tribunal 
recibió un pago de contribuciones pendientes de la República del Perú, 
correspondientes a cuatro gestiones pasadas y equivalente a 
US$ 1’491.655,09. Posteriormente, en el año 2006, se recibieron tres pagos 
por el mismo concepto, de parte del Estado Plurinacional de Bolivia, 
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equivalente a US$ 442.400,00. Tomando en cuenta que estos pagos 
correspondían a cuentas por cobrar de contribuciones que debían haberse 
efectuado en gestiones anteriores al momento de pago, y que el TJCA ya 
había cubierto la totalidad de gastos de esas gestiones, esos montos de 
dinero constituían ingresos extraordinarios. 

 
77. Si los ingresos extraordinarios no se hubiesen incorporado a la ejecución 

de gasto corriente del TJCA, los déficits financieros serían mayores, como 
se puede evidenciar en los años 2016, 2017, 2018 y 2019, en los que los 
ingresos extraordinarios son ampliamente superiores a los ingresos 
ordinarios en cada ejercicio. Esta situación se explica fundamentalmente 
porque las contribuciones de los Países Miembros que no son canceladas 
oportunamente, es decir durante la gestión a la que corresponden como 
ingresos ordinarios, se registran contablemente, al finalizar la gestión 
financiera, como cuentas por cobrar. De tal manera que, si esas cuentas 
por cobrar se hacen efectivas en un nuevo ejercicio, en esa nueva gestión 
son registradas como ingresos extraordinarios.  

 
78. Por otro lado, incluso apalancando la operación con los ingresos 

extraordinarios, existe un déficit acumulado en los últimos 6 años que 
sobrepasa los 2 millones de US$. Únicamente en el año 2019, se produjo 
un superávit financiero, pues en esa gestión se recibieron 
aproximadamente 1.2 millones de US$ por concepto de ingresos 
extraordinarios, rubro con el cual el TJCA pudo sostener su operación. 
No obstante, esa fue la excepción y, lamentablemente, la regla ha sido que 
el TJCA tuvo que enfrentar constantes déficits y que no tiene la posibilidad 
material de constituir ningún tipo de fondo de reserva, pues todo ingreso 
—ordinario y extraordinario— es invertido en depósitos a plazo fijo, con 
el propósito de asegurar el flujo mensual de caja necesario para pagar los 
sueldos, beneficios, honorarios y obligaciones con proveedores, lo cual 
ciertamente corresponde al gasto corriente. 

 
«PF.4. La estructura de gastos del presupuesto aprobado tiene un peso del 95% en el personal. 
Es necesario mejorar la distribución del presupuesto, de modo que se consideren el desarrollo 
y mantenimiento de sistemas de información, difusión de la jurisprudencia, infraestructura y 
otros recursos que aseguren una modernización y mejora continua del funcionamiento del 
TJCA».  
 
79. En el planteamiento del Problema Financiero 433 se menciona que la 

estructura de gastos del presupuesto aprobado tiene un peso del 95 % en 

 
33  Párrafo 251 del Informe.  
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el personal. En efecto, en la estructura de gastos del presupuesto aprobado 
(siendo el último correspondiente al año 2016, e idéntico al del año 2008) 
la partida personal representa el 95 % del total del presupuesto. Sin 
embargo, entre los años 2017 al 2021, en lo que respecta a la Proyección 
Interna de Gastos del Tribunal, la partida Personal equivale a los siguientes 
porcentajes en cada año: 

 
Cuadro N° 11 

Porcentaje de equivalencia de la partida de personal en la proyección interna de 
gastos en los años 2017 – 2021 (montos en USD) 

 
Año/Rubro 2017 2018 2019 2020 2021 

Haber Básico 643.032,00 768.843,24 753.243,24 703.239,24 654.507,24 
Bonificaciones 679.149,53 569.869,80 354.385,97 344.712,84 326.017,86 
Fondo de Previsión 153.460,12 127.825,94 116.001,00 118.182,60 111.637,80 
Seguros Personales 61.258,22 58.988,23 75.689,52 79.952,52 90.466,86 
Gastos de 
Instalación y 
Repatriación de 
Func. 
Internacionales  

36.588,67 37.053,00 81.900,00 - - 

Total Personal 1.573.488,54 1.562.580,21 1.381.219,73 1.246.087,20 1.182.629,76 
Total General 
proyectado 1.934.096,75 1.835.439,30 1.577.613,03 1.449.093,91 1.415.770,19 

Porcentaje de 
Personal/Total 81 % 85 % 88 % 86 % 84 % 

Elaboración propia. 
 
80. Es importante precisar, en primer lugar, que el TJCA es una entidad 

eminentemente dedicada a la actividad jurisdiccional y, por lo tanto, no se 
dedica a ninguna actividad comercial o industrial. Es por ello que, 
concentra la mayor parte de su presupuesto en el pago de remuneraciones 
a su personal, como ocurre con todas las instituciones judiciales nacionales 
e internacionales. Sin embargo, como se puede apreciar en el detalle, en la 
actualidad esta proporción alcanza el 84 %, toda vez que, con el fin de 
aliviar las obligaciones laborales del Tribunal, especialmente con la 
reducción del pago de beneficios sociales a personal permanente, se han 
destinado recursos al pago de honorarios de consultores por prestación de 
servicios profesionales, en apoyo a la gestión judicial y administrativa, así 
como para la adquisición de licencias y herramientas tecnológicas que 
permiten desarrollar la actividad misional de la institución y fortalecer la 
difusión del derecho comunitario andino, en especial en los dos últimos 
años por motivo de la pandemia de la Covid-19.  

 
81. De esta manera, el TJCA ha procurado efectuar una mejor distribución de 

su presupuesto en aras de su optimización (lo que demuestra que el 
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diagnóstico realizado en el Informe Final es impreciso e incompleto). No 
obstante, es evidente que se requiere la asignación adicional de recursos 
para el desarrollo y mantenimiento de sistemas de información, 
actualización de los equipos de computación, difusión de la jurisprudencia, 
infraestructura y, otros recursos, que aseguren la modernización y la 
mejora continua del funcionamiento del TJCA. Todo ello debido a que, 
en los últimos años, únicamente se han podido financiar los gastos 
estrictamente necesarios para sostener su operación. 

 
82. Por otro lado, corresponde destacar que se ha mantenido la estructura del 

presupuesto aprobado mediante las Decisiones 680 y 809, puesto que no 
se han creado nuevos puestos de trabajo, y no se ha dado otro fin a los 
ingresos ordinarios y extraordinarios, distinto al que fue aprobado por la 
Comisión. Si bien en los últimos años, ha disminuido la carga porcentual 
de la partida de personal en la ejecución del gasto, ello obedece a que las 
distintas Magistraturas han hecho esfuerzos para optimizar la utilización 
de los escasos recursos existentes.  

 
83. A manera de ejemplo, en dos Magistraturas se han utilizado de manera 

conjunta los recursos presupuestados para el pago de remuneraciones y 
beneficios a un Asesor, y el valor asignado a pasantías, para la contratación 
de dos profesionales abogados que ejercen las funciones de consultores 
técnicos y que se encargan de apoyar a las Magistraturas en la gestión 
operacional del despacho. En otros casos, siempre de acuerdo con 
necesidades específicas, se ha prescindido de la contratación de secretarias 
o conductores, con el propósito de fortalecer la gestión judicial, con la 
incorporación de consultores y asistentes judiciales, todos sin relación de 
dependencia.  

 
84. Estas iniciativas de optimización del uso de los recursos han generado los 

siguientes resultados:  
 

- Mayor cantidad de recursos humanos destinados a coadyuvar en las 
actividades judiciales del TJCA;  

- Disminución de pasivos laborales, a través de la contratación de 
personal de apoyo sin relación de dependencia; y,  

- Fortalecimiento de la gestión judicial y operacional del Tribunal. 
 
«PF.5. En los últimos años el TJCA ejecuta su presupuesto sobre la base del proyecto de 
presupuesto presentado a la Comisión, a pesar de que dicho proyecto no es aprobado por este 
órgano comunitario. De manera que la referencia del TJCA para la ejecución presupuestaria 
es el presupuesto interno, que queda aprobado en actas de sesiones administrativas. Este 
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proyecto o “programación interna de gastos” considera que el TJCA puede utilizar, a su 
discreción, los recursos de los ingresos extraordinarios o del capital o ahorro, que tiene su origen 
en superávits de años anteriores al 2006. Por ejemplo, mediante Resolución 03/2017, el 
TJCA aprobó su “programación interna de gastos” y autorizó “la utilización de los ingresos 
extraordinarios de capital e intereses que administra” por un valor de $603.654.52». 

 
85. Como bien señala el Consorcio en la observación del Problema Financiero 

534, en los últimos años y ante la ausencia de un presupuesto aprobado 
formalmente, el TJCA se ha visto obligado a aprobar internamente una 
«programación de gastos», elaborada sobre la base del proyecto de 
presupuesto presentado anualmente a la Comisión, en cumplimiento de lo 
dispuesto en el Artículo 27 del Estatuto del TJCA, y conservando la 
estructura de los gastos previstos en las ya citadas Decisiones 680 y 809. 
Ha sido dicha programación interna de gastos la que ha guiado la gestión 
administrativa del Tribunal, y no la proyección de presupuesto enviada. 
Esto porque no se ha contado con un presupuesto aprobado durante diez 
gestiones, y ante tal omisión, el Tribunal ha debido hacer uso de sus 
potestades administrativas discrecionales.  

 
86. Al respecto, según la teoría del Derecho Administrativo, la actividad de la 

Administración se ejerce a través de las potestades administrativas 
atribuidas a través de la ley. El TJCA es un organismo internacional de 
derecho público, que se puede equiparar a un ente administrativo de 
derecho público que posee potestades o facultades para actuar en el 
ejercicio de su función administrativa interna.  

 
«La actividad administrativa se materializa a partir del ejercicio de las 
potestades conferidas por el ordenamiento jurídico, actividad que puede 
manifestarse de diversos modos. Así, se puede referir la potestad 
reglamentaria, la de organización, de planificación, sancionatoria, 
expropiatoria, reglada, discrecional. Superada en este momento la idea 
inicial de la Administración Pública como simple ejecutora de los 
preceptos legales y evidenciada la diversificación de su actividad, se destaca 
como planteamiento fáctico la imposibilidad del ordenamiento para 
determinar taxativamente los términos en los que los órganos 
administrativos han de actuar. En virtud de este criterio son atribuibles a 
la Administración dos tipos de potestades administrativas: la reglada y la 
discrecional».35 

 
34  Párrafo 252 del Informe. 
  
35  Arias Gayoso, G. (2010). A vueltas con la discrecionalidad administrativa. Novum Jus: 

Revista Especializada en Sociología Jurídica y Política; Vol. 4, no. 1 (ene.-jun. 2010); p. 
137.   



Página 36 de 134 
 

 
87. Como se aprecia, dentro de la clasificación de las potestades, existen 

potestades regladas y potestades discrecionales. La potestad discrecional 
es aquella por medio de la cual, la ley autoriza a la Administración a adoptar 
la decisión que se considere más apropiada o pertinente en el marco de los 
parámetros establecidos. Así, en ejercicio de una potestad discrecional, la 
Administración elige uno de varios cursos de acción, es decir, que de entre 
varias posibilidades, tiene la libertad de elegir una de las opciones posibles. 
El TJCA goza de la potestad reglamentaria, pues cuenta con la atribución 
de aprobar reglamentaciones a través de Acuerdos, y estos reglamentos 
pueden versar sobre aspectos procesales y también sobre asuntos de 
administración interna. Las reglamentaciones referidas a actos de 
administración interna, como es, por ejemplo, el caso del Reglamento 
Interno del Tribunal, traducen el ejercicio de potestades discrecionales.  

 
«Cuando hacemos referencia a la potestad reglada nos adentramos en el 
campo del espacio determinado en el cual la norma jurídica preestablece 
en forma concreta la conducta que ha de seguir el órgano administrativo 
en la resolución del asunto, y una vez constatada la presencia del 
presupuesto de hecho narrado por la norma se anula la posibilidad de 
apreciación por la Administración y se limita a la aplicación de la 
consecuencia jurídica también determinada; es lo que podríamos llamar el 
rasgo fundamental de lo reglado. En este caso, se reafirma la posición del 
órgano que emite la norma de determinar qué se ha de entender por interés 
público o qué es lo conveniente a un caso concreto, y consecuentemente 
la Administración no tiene otra alternativa que afirmar la decisión sin que 
medie criterio valorativo alguno. 
 
En el reverso de esta situación se encuentra la potestad discrecional, uno 
de los capítulos inconclusos del derecho administrativo. Todo lo que se 
diga en torno a ella despierta grandes pasiones, criterios disímiles y 
encontrados. Como se explicó supra, en la potestad reglada la norma 
jurídica predetermina qué es lo que más conviene al interés público, lo 
establece y la Administración lo aprecia sin margen valorativo alguno. En 
contraposición, cuando la autoridad creadora de la norma se percata de 
que puede alcanzar ese interés por una multiplicidad de formas, se limita 
a delinear el marco legal dentro del cual la autoridad administrativa podrá 
decidir entre varias alternativas cuál es la que representa de forma más 
atinada el interés público. 

 
Disponible en: 
https://repository.ucatolica.edu.co/bitstream/10983/17073/1/A%20vueltas%20con
%20la%20discrecionalidad%20administrativa.pdf 
Fecha de consulta: 2 de julio de 2021. 
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Es en este supuesto que la Administración se despoja de todo papel 
ejecutor con respecto a la norma para, en la persona del operador jurídico, 
apreciar la oportunidad del acto que dictará. El ejercicio de esta potestad 
podría parecer que se circunscribe a la decisión entre varias elecciones, 
pero puede hallarse también en algunos casos en el análisis de la 
oportunidad para decidir, que la faculta para obrar o abstenerse, según las 
circunstancias.»36 

 
88. Ambas potestades se ejercen en el marco de la autonomía propia de cada 

órgano público, pero se ejercen de distintas maneras. Para estar en 
presencia de una verdadera potestad discrecional, no solo basta que un 
asunto determinado no se encuentre específicamente previsto en la ley, 
sino que, es necesario que esta última haga referencia a su posibilidad, por 
lo tanto, se convierte en expresión del principio de legalidad (pues existe 
una remisión normativa). 
 

89. Desde la visión del derecho administrativo, es preciso reconocer la 
potestad discrecional del TJCA en el marco de su independencia y 
autonomía, según la cual, los entes públicos tienen la suficiente libertad 
para tomar una decisión acerca de un asunto concreto que no está 
determinado en la ley, pero que, sin embargo, la ley le otorga al organismo 
cierto rango de libertad para actuar y tomar decisiones entre las posibles 
alternativas existentes.  

 
90. Es por ello que, haciendo uso de sus potestades discrecionales, actuando 

de buena fe, y siempre respetando los límites de su actividad discrecional, 
sobre la base de los principios de razonabilidad, proporcionalidad y no 
desviación de poder; y, sin causar daño a nadie, ante la falta de respuesta 
de la Comisión, la programación interna de gastos ha quedado aprobada 
en actas de sesiones administrativas, así como en sendas Resoluciones. 
Frente a esta situación, resulta un error desconocer y negar que el TJCA 
posea discrecionalidad para regular la utilización de los ingresos 
extraordinarios, o del capital o ahorro, que tiene su origen en superávits 
de años anteriores al 2006. 
 

(vii) Como ya se indicó, la potestad discrecional del TJCA deriva de la 
autonomía que le otorgan sus normas creadoras, al ser un organismo 
internacional de derecho público, que en ejercicio de dicha autonomía 
tiene potestades reglamentarias, sancionadoras, organizativas, 
discrecionales, que se desprenden de las siguientes –disposiciones 

 
36  Ibidem, p. 137-38. 
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normativas que rigen su actuación: 
 

Cuadro N° 12 
Disposiciones relativas a las potestades discrecionales y autonomía del TJCA 

 
Tratado de creación del TJCA Estatuto del TJCA 

«Artículo 13.- Las modificaciones al Estatuto 
del Tribunal de Justicia del Acuerdo de 
Cartagena, aprobado mediante la Decisión 
184, se adoptarán por el Consejo Andino de 
Ministros de Relaciones Exteriores, a 
propuesta de la Comisión y en consulta con el 
Tribunal.  
Corresponderá al Tribunal dictar su 
reglamento interno. 
 
Artículo 14.- El Tribunal nombrará su 
Secretario y el personal necesario para el 
cumplimiento de sus funciones». 

«Artículo 14.- Designación y período  
El Tribunal tendrá un Presidente, elegido por el 
mismo, para un período de un año. Dicha 
función será ejercida sucesivamente por cada 
uno de los Magistrados, según el orden que 
acuerden entre ellos o por sorteo, de 
conformidad con lo que establezca su 
Reglamento Interno. 
 
En el caso de que ese orden deba ser alterado por 
circunstancias especiales, para el ejercicio de la 
Presidencia se seguirá el que haya sido establecido 
por el Reglamento Interno, como consecuencia 
de dicha alteración.  
 
El Presidente electo tomará posesión ante el 
Tribunal, previo el juramento de rigor».  
 
«Artículo 17.- Nombramiento y período  
El Tribunal nombrará su Secretario para 
cumplir un período de tres años y podrá 
reelegirlo por una sola vez. El cargo de 
Secretario se rotará entre los Países Miembros. El 
Secretario tomará posesión del cargo en el 
Tribunal, previo el juramento de rigor ante el 
Presidente». 
 
«Artículo 22.- Actos administrativos que dicta 
el Tribunal  
Además de las providencias judiciales, el Tribunal 
dictará reglamentaciones generales bajo la 
forma de Acuerdos, y decisiones 
administrativas de efectos particulares 
mediante actos denominados Resoluciones.  
 
Artículo 23.- Estructura orgánica y planta de 
personal  
El Tribunal, en sesión plenaria, definirá la 
estructura orgánica y el personal necesario 
para el funcionamiento del Órgano. (sic) 
 
Artículo 24.- Selección y vinculación de los 
funcionarios y empleados  
En la designación y contratación del personal 
necesario para el cumplimiento de sus 
funciones, el Tribunal tendrá en cuenta 
únicamente la idoneidad, competencia y 
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honorabilidad de los candidatos y procurará, 
en cuanto ello no fuere incompatible con los 
criterios anteriores, que en la provisión de los 
cargos haya una distribución geográfica 
subregional tan amplia y equitativa como sea 
posible.  
 
Artículo 25.- Reglamento interno de personal  
El Tribunal adoptará un Reglamento de 
personal en el que establecerá los 
procedimientos de selección, modalidades de 
contratación, categorías y períodos, así como los 
derechos y obligaciones y el régimen disciplinario 
de sus funcionarios y empleados. 
 
Artículo 26.- Ingresos ordinarios y 
extraordinarios 
Son ingresos ordinarios del Tribunal las 
contribuciones anuales de los Países Miembros, 
fijadas proporcionalmente mediante Decisión de 
la Comisión al aprobar el presupuesto anual del 
Órgano. 
 
Otros ingresos, de cualquier naturaleza, 
serán considerados extraordinarios y se 
administrarán por el Tribunal conjuntamente 
con los ingresos ordinarios». 
 
«Artículo 28.- Ejecución del presupuesto  
La ejecución del presupuesto será responsabilidad 
del Presidente, quien para dicho efecto tiene la 
calidad de ordenador del gasto. El Presidente 
podrá, sin embargo, delegar en funcionarios 
administrativos algunas de las funciones 
inherentes a tal responsabilidad». 
 
«Artículo 33.- Términos judiciales  
Los términos de procedimiento que establece el 
presente Estatuto serán de días calendario o 
continuos y se calcularán excluyendo el día de la 
fecha que constituye el punto de partida. Fuera de 
los días laborables no se podrán practicar 
diligencias judiciales. Sin embargo, de oficio o a 
pedido de parte, el Tribunal podrá habilitar 
días y horas en aquellos casos que así lo 
justifiquen. A tal efecto los días comienzan a las 
00.00 horas y finalizan a las 24.00 horas. Si el 
término finaliza en día no laborable, se entenderá 
prorrogado hasta el final del día laborable 
siguiente. El período de vacaciones judiciales 
anuales del Tribunal, que no podrá exceder de 
treinta días, así como el rol de días no laborables, 
deberá ser publicado en la Gaceta Oficial del 
Acuerdo de Cartagena, al inicio del año judicial. A 
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falta de término legal fijado expresamente 
para un acto, el Tribunal señalará el que 
estime necesario para su realización de 
acuerdo con las circunstancias». 
 
«Artículo 36.- Facultades del Tribunal en 
materia de procedimiento  
El Tribunal conducirá los procesos de acuerdo 
con lo dispuesto en el Tratado de su Creación y 
en el presente Estatuto. A tal efecto, deberá 
adoptar todas las medidas necesarias para 
encauzar el proceso y agilizar el juicio, 
pudiendo rechazar de plano aquellas 
peticiones que tiendan a dilatar o desviar la 
causa. Las peticiones que sean admitidas podrán 
ser resueltas antes de la sentencia o en ésta, según 
la naturaleza y efectos de la cuestión planteada. 
 
Artículo 37.- Designación de sustanciador  
Todos los asuntos judiciales que lleguen al 
Tribunal para su conocimiento deberán ser 
asignados por el Presidente a uno de los 
Magistrados para su respectiva 
sustanciación, de conformidad con el 
procedimiento que se establezca en el 
Reglamento Interno. 
 
Artículo 38.- Costo de las actuaciones  
Las actuaciones ante el Tribunal se harán en papel 
común y las que sean de carácter judicial no 
causarán derecho alguno, excepto los gastos en 
que el Tribunal deba incurrir por la 
expedición de copias, la práctica de 
inspecciones judiciales o por la actuación de 
peritos, según arancel, tarifa o costo que 
aprobará el Tribunal». 
 
«Artículo 44.- Facultades disciplinarias del 
Tribunal  
El Tribunal tendrá el poder disciplinario que 
fuere necesario para garantizar o asegurar el 
normal desarrollo del proceso. En ejercicio de 
este poder y según la gravedad, el Tribunal podrá 
aplicar a quienes comparecen o intervienen en el 
proceso, las siguientes sanciones disciplinarias, 
cuando incurran en faltas al respeto debido al 
Tribunal, a las partes o a las demás personas, o 
entorpezcan el normal desarrollo del proceso:  
 
a) Amonestación verbal;  
b) Privación del derecho al uso de la palabra en 
audiencia;  
c) Rechazo de los escritos irrespetuosos para con 
el Tribunal, los funcionarios, las partes o terceros;  



Página 41 de 134 
 

d) Amonestación escrita con comunicación al 
mandante, según el caso; y,  
e) Amonestación escrita con comunicación al 
Colegio de Abogados o a la entidad encargada de 
la vigilancia del ejercicio de la abogacía, del 
respectivo País Miembro». 

Elaboración propia. 
 

91. Como se puede apreciar, tanto el Tratado de Creación como el Estatuto 
del TJCA, le otorgan suficiente autonomía administrativa y funcional al 
TJCA, tal como sucede y es indispensable para el funcionamiento de toda 
corte de justicia, nacional e internacional. Esta particular condición, se 
fundamenta en que los Países Miembros y el legislador andino, al adoptar 
las normas que crean y regulan el funcionamiento del TJCA, no pudieron 
naturalmente prever todas las circunstancias que se pueden presentar en 
el ejercicio de la función administrativa y que, pueden influir en las 
decisiones del órgano judicial de la CAN.  
 

92. A través de los Artículos 13 y 14 del Tratado de Creación se le reconocen 
potestades para dictar su propio reglamento (potestad reglamentaria), así 
como para decidir lo concerniente al nombramiento del Presidente y 
Secretario (potestad organizativa y funcional).  
 

93. Por otro lado, en los Artículos 14, 17, 23, 24, 26, 28, 33, 36 y 37 del 
Estatuto del TJCA, se reconocen potestades organizativas y funcionales 
para la designación del Presidente, Secretario, organización de su 
estructura orgánica y planta de personal, selección y vinculación de los 
funcionarios y empleados, administración de ingresos presupuestarios 
ordinarios y extraordinarios, delegación por parte del Presidente de las 
funciones inherentes a la ejecución del presupuesto. 
 

94. En cuanto a la potestad reglamentaria, los Artículos 22, 25 y 38 del 
Estatuto del TJCA, conceden al TJCA la facultad de dictar 
reglamentaciones generales diferentes a las providencias judiciales, bajo la 
forma de Acuerdos, y decisiones administrativas de efectos particulares 
mediante actos denominados Resoluciones; adoptará el Reglamento de 
personal donde se establezcan los procedimientos de selección, 
modalidades de contratación, categorías y períodos, así como los derechos 
y obligaciones, y el régimen disciplinario de sus funcionarios y empleados, 
y fijar el arancel, tarifas o costos de los gastos en que el Tribunal deba 
incurrir por la expedición de copias, la práctica de inspecciones judiciales 
o por la actuación de peritos. 
 

95. La potestad reglamentaria es intrínsecamente discrecional, pues existe una 
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norma principal que, previamente, concede la facultad de regular ciertos y 
determinados aspectos que son luego desarrollados a través de 
disposiciones normativas con rango reglamentario. Dichas normas, de 
ninguna manera pueden ir en contra de la norma principal, pero tienen 
por objetivo desarrollarla. Y eso, precisamente, es lo que sucede con las 
normas examinadas: en una norma de rango superior se concede una 
potestad o facultad que luego es reglada por el TJCA, permitiendo que el 
Tribunal dicte normas sobre aspectos funcionales y administrativos. 
 

96. Por otra parte, considerando que el Informe debía contener un 
diagnóstico del Tribunal, es necesario adicionar los siguientes 
comentarios: 
 
La conclusión a la que arriba el Informe Final sobre que el Tribunal no 
tiene atribuciones para administrar los ingresos extraordinarios, no toma 
en cuenta que el Tribunal tiene obligaciones laborales, y obligaciones 
misionales, como el despacho célere de las causas puestas en su 
conocimiento o la difusión del derecho comunitario andino que no puede 
dejar de cumplir. Tampoco se ha considerado que la Comisión no solo ha 
incumplido su obligación de aprobar anualmente un presupuesto, sino 
que, en la única ocasión que lo ha hecho desde el año 2008, no lo ha 
actualizado, pese a que existen elementos objetivos que justifican un 
incremento, como son la ampliación de los derechos laborales ordenados 
por la legislación ecuatoriana, o la pérdida del poder adquisitivo 
ocasionado por la inflación acaecida en el Ecuador. Y lo que es más grave, 
no se ha dejado constancia en el Informe Final de que las remuneraciones 
de los Magistrados, Secretario y Jefe Administrativo y Financiero no se 
han incrementado en lo más mínimo o que, incluso al día de hoy, los dos 
últimos funcionarios ganan menos que sus antecesores y que sus pares en 
la Secretaría General. 
 

97. Un análisis correcto de la situación del Tribunal debió considerar, por lo 
menos, los siguientes aspectos:  

 
- El Tribunal está plenamente facultado por el Artículo 26 del Estatuto 

del TJCA a administrar sus ingresos extraordinarios conjuntamente 
con sus ingresos ordinarios;37 

 
37  Estatuto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 

«Artículo 26.- Ingresos ordinarios y extraordinarios 
 

Son ingresos ordinarios del Tribunal las contribuciones anuales de los Países 
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- Las obligaciones laborales del Tribunal que no fueron tomadas en 
cuenta en el momento de aprobar los presupuestos de las Decisiones 
680 y 809;  

- El incremento exponencial de las causas judiciales en conocimiento 
del TJCA durante los últimos cinco años, que obligó al Tribunal a 
contar con un número mayor de recursos humanos, para su debida y 
oportuna atención; y, 

- El debido cumplimiento de la actividad misional del Tribunal que no 
puede ni debe simplemente abandonarse o suspenderse. 

 
98. Para demostrar las necesidades económicas del Tribunal, habría bastado 

tomar en cuenta la parte considerativa de la Resolución 03/201738, citada 
en el PF.5 del Informe Final que establece que, el uso de los ingresos 
extraordinarios era necesario para que el Tribunal cumpla con los 
compromisos sociales correspondientes a sus funcionarios internacionales 
y locales, adoptados por colegiados pasados para evitar la pérdida del 
poder adquisitivo de las remuneraciones. Así, es pertinente recordar que, 
actualmente, la inflación acumulada en el Ecuador desde el año 2008 y 
hasta el año 2020 alcanza un 42,01 %39 en una economía dolarizada, con 
lo cual cabe la pregunta ¿Qué sucedería en cualquier institución pública o 
privada si, a lo largo de 13 años, su presupuesto perdiera el 42 % de su 
poder adquisitivo?  

 
 

Miembros, fijadas proporcionalmente mediante Decisión de la Comisión al aprobar el 
presupuesto anual del Órgano. 

 
Otros ingresos, de cualquier naturaleza, serán considerados extraordinarios y se 
administrarán por el Tribunal conjuntamente con los ingresos ordinarios». 

 
38  Resolución 03/2017 de 14 de julio de 2017. 
 
39  Un resumen de la inflación acumulada compuesta en el Ecuador durante los últimos 5 

años se detalla a continuación:  
  

Año 
Inflación 
Acumulada 
Compuesta* 

2016 43,34 % 
2017 43,06 % 
2018 43,44 % 
2019 43,34 % 
2020 42,01 % 

 Elaboración: Jefatura Administrativa y Financiera del TJCA. 
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99. Asimismo, habría sido oportuno que, dentro del análisis efectuado, se 
tomen en cuenta las otras consideraciones contenidas en la Resolución 
03/2017, como, por ejemplo, aquellas descritas en el Considerando 
Quinto en el que, se hace mención expresa al incremento exponencial de 
la actividad jurisdiccional: 

 
«QUINTO: La actividad jurisdiccional del Tribunal se ha incrementado de manera 
exponencial en los últimos años. En efecto, entre el 2014 y el 2016, el Tribunal recibió 
un total de 1.624 causas, es decir nueve veces más que el promedio anual de 172 causas 
recibidas en el periodo comprendido entre los años 2008 y 2013». 

 
100. Por otra parte, llama la atención que, en el señalamiento hecho en el PF.5, 

no se haya considerado lo dispuesto en el Artículo 26 del Estatuto cuando 
esta normativa sí formó parte del análisis previo a la determinación de 
problemas financieros del TJCA.40  

 
40  Informe Final de la «Consultoría para efectuar un Análisis Financiero, 

Administrativo y Jurídico de la Situación del Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Andina y Propuestas de Posibles Medidas Correctivas». - 

 
«[56] Aparte de las contribuciones de los Países Miembros, el TJCA tiene otros 

ingresos “extraordinarios” que, de acuerdo con el artículo 26 del Estatuto del TJCA, 
deben ser administrados juntamente con los ingresos ordinarios. Estos ingresos 
extraordinarios provienen, fundamentalmente, de intereses por inversiones. Sin 
embargo, estos ingresos no forman parte del presupuesto aprobado por la Comisión. 
Durante el período 2003-2019, los ingresos extraordinarios del TJCA fueron del orden 
de $2.554.089, como se observa a continuación: 

 
Detalle de ingresos extraordinarios 

 

Año Ingresos 
Extraordinarios 

2003 $ 263.685 
2004 $ 39.105 
2005 $ 57.962 
2006 $ 117.043 
2007 $ 181.586 
2008 $ 193.048 
2009 $ 195.789 
2010 $ 173.671 
2011 $ 177.547 
2012 $ 195.216 
2013 $ 206.420 
2014 $ 217.942 
2015 $ 159.938 
2016 $ 133.892 
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101. Asimismo, no se puede pasar por alto la verdad material y las 

circunstancias vividas por la institución en el momento en que tuvo que 
adoptar algunas de las decisiones cuyo análisis fueron objeto de 
diagnóstico.  Si el Tribunal no utilizaba los ingresos extraordinarios en la 
forma que lo hizo, habría enfrentado la renuncia de varios de sus asesores, 
erogado montos de repatriación, despachado con demora las causas 
puestas en su conocimiento (con la consiguiente afectación a las partes 
interesadas), pudiendo, además, haber enfrentado demandas laborales por 
parte de sus empleados, y, detenido la difusión del Derecho Comunitario, 
que en el año 2017, contrario a lo que pasa actualmente, se realizaba de 
forma presencial.  

 
102. Por último, respetuosamente el Tribunal considera que debió tomarse en 

cuenta qué hubiera sucedido si se mantenía en la sede que ocupaba hasta 
el año 2017 con el fin de evitar efectuar un gasto de sus ingresos 
extraordinarios, hecho que ha sido observado por el Consorcio al hacer 
referencia a la Resolución 03/2017. La respuesta es que muy posiblemente 
se hubieran sufrido accidentes laborales. Es esencial que no se pierda de 
vista que el inmueble que ocupaba antes el Tribunal, fue afectado 
estructuralmente por el terremoto del año 2016, aspecto sobre el cual se 
profundizará más adelante al tocar los problemas administrativos. 

 
«PF.6.  La referencia oficial interna de un presupuesto que es distinto al aprobado por 
la Comisión genera inconsistencias entre los registros y reportes contables internos del TJCA, 
los informes de estados financieros auditados y los reportes oficiales presentados por el TJCA 
a la Comisión y publicados en su sitio oficial de internet». 
 
103. Con el mayor de los respetos, el Tribunal no comparte de la posición del 

Consorcio. La programación interna de gastos que ha elaborado el 
Tribunal en los últimos años no guarda relación con los registros contables 
o los estados financieros. Es imprescindible que se considere que, tanto el 
presupuesto como la programación interna de gastos, utilizan partidas 
presupuestarias que se desglosan en rubros, mientras que los registros 
contables y los estados financieros utilizan cuentas contables que, no 
necesariamente van a ser iguales a las mencionadas partidas, ya que estas 

 
2017 $ 134.254 
2018 $ 40.951 
2019 $ 66.039 
Total $ 2.554.089 

Fuente: Informes de Auditoría del TJCA». 
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reflejan los ingresos e ingresos bajo un criterio contable. 
 
104. Por otra parte, parece que en el Informe Final no se tomó en cuenta que 

los informes de gestión presentados anualmente por el Tribunal incluyen 
reportes de ejecución presupuestaria, los cuales son elaborados con base 
en los estados financieros cerrados del ejercicio económico concluido. La 
información reflejada en los informes de ejecución presupuestaria guarda 
consistencia con los datos de los registros contables y, en consecuencia, 
con los estados financieros, mismos que posteriormente son auditados de 
forma independiente. 

 
105. Al respecto, el Tribunal en aras de encontrar una explicación y comprobar 

la afirmación del Informe Final, efectuó la consulta a su contador, quien 
respondió: 

 
«Apreciado Homero, buenas tardes: He leído muchas veces la observación y no termino 
de entender. Los datos que se reflejan en un "presupuesto" siempre serán distintos de 
los registros contables y de los informes auditados por cuanto la contabilidad revela la 
información real producto de las transacciones realizadas por el TJCA, en tanto que el 
presupuesto es solamente una estimación que se realiza en base a datos históricos y que 
sirven para proyectar expectativas de ingresos y gastos. Desde mi punto de vista, las 
diferencia entre los valores presupuestados y efectivamente realizados, no pueden ser 
considerados como inconsistencias, de existir variaciones significativas lo que corresponde 
es aclarar los motivos por las que se generan. En realidad, no sé si estoy interpretando 
correctamente la observación, pero espero mi comentario pueda ser de su utilidad41». 

 
«PF.7. El TJCA mantiene un déficit permanente, al menos durante los últimos 12 años 
consecutivos (2008 a 2020). Sin embargo, cabe considerar que pueden existir diversos criterios 
para determinar el resultado (déficit/superávit) del presupuesto y del ejercicio financiero del 
Tribunal. El gasto superior al presupuestado (déficit) no ha sido refrendado por la Comisión 
de la CAN, órgano comunitario con competencia para aprobar y, consecuentemente, reformar 
el presupuesto del TJCA».  

 
106. No resulta del todo claro, cuál es el señalamiento concreto que el Informe 

Final hace en este punto, pues parece indiscutible que más que un déficit 
como tal, lo que se tiene es una crisis financiera que deriva de un 
presupuesto inadecuado e insuficiente; no obstante, el señalamiento 
efectuado en el Informe Final es pábulo para mencionar cuáles son los 
efectos que derivan de la falta de un presupuesto aprobado en los años 
2010, 2011, 2012, 2013, 2014, 2015, 2016 (como se mencionó la Decisión 

 
41  Correo del 17 de junio de 2021 remitido por el contador público Fernando Cruz 

Ramírez (Anexo V). 
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809 fue emitida recién en septiembre de 2016) 2018, 2019, 2020 y 2021. 
 

107. Ya ha sido mencionado que la falta de un presupuesto provoca, en primer 
lugar, que no se cuente con un punto de referencia, con el cual definir de 
forma oficial la existencia de un déficit o un superávit, o que haga posible 
tener parámetros para el control interno o externo; y, además se generan 
imponderables legales en el marco de los cuales, la institución se encuentra 
en el dilema de cumplir con sus obligaciones laborales, continuar con su 
operación, o detener todas sus actividades y el cumplimiento de sus 
obligaciones sociales. Es cierto que el principio de legalidad presupuestaria 
establece que deben estar reconocidos tanto los ingresos como los gastos; 
pero si no se cuenta con el instrumento presupuestal correspondiente, 
toda previsión posible tambalea. 
 

108. En este punto, es pertinente reiterar que, en el año 2015, el TJCA ya 
advirtió la necesidad de contar cada año con un presupuesto aprobado, y 
corresponde además añadir que, la falta de aprobación de un presupuesto 
anual, no podía suplirse a través de la Decisión 714, como así se puso de 
manifestó mediante el Oficio 279-P-TJCA-2015: 

 
«3. Resulta urgente que el tema referido a la aprobación del Presupuesto de este Tribunal 
para la gestión 2016 sea conocido por la Comisión de la Comunidad Andina antes del 
31 de diciembre de 2015, puesto que, de conformidad con el principio de 
legalidad presupuestal, el presupuesto institucional debe ser aprobado 
anualmente, no existiendo la figura de la reconducción.   
 
4. La Decisión 714 no autoriza a este Organismo a ejecutar en el año 
2016, el presupuesto anual aprobado en el año 2008. Sin embargo, la 
omisión de la Comisión de la Comunidad Andina nos ha obligado a 
ejecutar el Presupuesto del 2008 durante los últimos siete años a pesar de 
los imponderables legales que esto pude significar y que fueron advertidos en 
el Periodo de Sesiones Ordinarias de la Comisión de la Comunidad Andina, celebrado el 
10 de diciembre de 2014, así como en el Oficio 03-P-TJCA-2015 de 16 de enero de 
2015.    
(…)».  

 
109. Por otra parte, es cierto que la Comisión no ha refrendado la existencia de 

un déficit en el presupuesto del Tribunal, tal hecho hubiera sido muy 
oportuno como antecedente para la actualización del presupuesto. 
 

110. En todo caso, la evolución del déficit del presupuesto aprobado frente a 
los gastos reales del Tribunal es la siguiente: 
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Cuadro N° 13 
Déficits anuales del TJCA del 2008 al 2020 (cifras en USD) 

 

Año Presupuesto  Gasto real del 
TJCA en USD 

Déficit anual en 
USD Variación  

2008 1.170.667,00  1.250.906,20  -80.239,20  - 
2009 1.170.667,00  1.286.561,36  -115.894,36  44,44 % 
2010 1.170.667,00  1.355.273,99  -184.606,99  59,29 % 
2011 1.170.667,00  1.392.089,97  -221.422,97  19,94 % 
2012 1.170.667,00  1.423.900,08  -253.233,08  14,37 % 
2013 1.170.667,00  1.434.176,62  -263.509,62  4,06 % 
2014 1.170.667,00  1.478.223,03  -307.556,03  16,72 % 
2015 1.170.667,00  1.545.705,02  -375.038,02  21,94 % 
2016 1.170.667,00  1.747.939,94  -577.272,94  53,92 % 
2017 1.170.667,00  1.772.998,72  -602.331,72  4,34 % 
2018 1.170.667,00  1.659.234,45  -488.567,45  -18,89 % 
2019 1.170.667,00  1.449.158,74  -278.491,74  -43,00 % 
2020 1.170.667,00  1.417.533,02  -246.866,02  -11,36 % 

Elaboración propia. 
 
111. Revisadas las cifras, se coincidirá que un adecuado diagnóstico del estado 

actual del TJCA lleva a concluir que el Tribunal, gracias a la gestión 
eficiente de sus recursos, lo que incluye la ejecución de una política de 
austeridad y el mantenimiento de un instrumento de control como es la 
Programación Interna de Gastos, ha logrado disminuir significativamente  
el déficit y la brecha que existe entre el monto real ejecutado en cada 
ejercicio y el monto del presupuesto aprobado para las gestiones 2008 y 
2016. Ello se evidencia en los resultados obtenidos en los últimos tres 
años, de tal suerte que, si se compara el déficit del año 2020 con el del 
2017 (el mayor en los últimos 12 años), la ejecución de gastos del ejercicio 
más reciente es 59 % menor. Ello da cuenta de los esfuerzos realizados 
por la institución para alcanzar una mayor eficiencia en el uso de sus 
recursos y, por otro lado, para incrementar su productividad, pues 
evidentemente se ha logrado hacer más con menos recursos.  

 
«PF.8. A partir del 2018 y con mayor notoriedad en el 2019 y 2020 se evidencia una 
reducción de los gastos.  En todo caso, si se consideran únicamente los ingresos de aportes (sin 
contar los ingresos extraordinarios), el déficit del 2020 sería de $278.426. Si se consideran 
todos los ingresos proyectados, el déficit sería de alrededor de $250.000. El TJCA también 
proyecta un gasto algo menor para el 2021. Si se tiene como referencia el presupuesto vigente 
en el 2020 y el TJCA ejecuta la totalidad del presupuesto proyectado para el 2021, el déficit 
sería de $264.324,14».  
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112. Para el Tribunal no es clara la razón por la que, en el Informe Final, se 
identifica como un problema financiero a la reducción de gastos alcanzada 
desde hace varios años, mediante la aplicación de una política de 
austeridad estricta. No obstante, el señalamiento efectuado en el Informe 
Final brinda la oportunidad para actualizar información valiosa que ha sido 
reportada anteriormente:  

 
113. Desde el año 2018, el Tribunal ha reducido su gasto anual, tal como se 

explica en el siguiente cuadro, que se sustenta en los estados financieros 
auditados y aprobados.42 

 
Cuadro N° 14 

Gasto anual real del TJCA del 2016 al 2020 
 

Año Monto del gasto anual real (en USD) Variación 
2016 1.747.939,94 - 

  201743 1.772.998,72 1,43 % 
2018 1.659.234,45 -6,42 % 
2019 1.449.158,74 -12,66 % 
2020 1.417.533,02 -2,18 % 

Elaboración propia. 
 

La reducción del gasto anual no ha cesado. En febrero del año 2020, 
mediante Oficio N° 11-P-TJCA-2020 de fecha 28 de febrero de 2020 
(Anexo VII), el TJCA informó a la Comisión que el gasto anual 
proyectado para el ejercicio 2020 ascendería a US$ 1’449.093,91, monto 
ligeramente menor a lo gastado el 2019. Asimismo, mediante Oficio 
N° 63-P-TJCA-2020 de fecha 30 de octubre de 2020 (Anexo VIII) el 
TJCA informó a la Comisión (el proyecto de presupuesto para el año 

 
42  Información proporcionada por la Jefatura Administrativa y Financiera del TJCA. 
 
43  En el año 2017 se incluye gastos de adecuación de la nueva sede del TJCA por un total 

de US$ 83.715,92. Al respecto, cabe mencionar que el edificio que el TJCA ocupó hasta 
mediados del año 2017 no podía continuar siendo utilizado, en atención a que: i) era 
un edificio sin instalaciones adecuadas para el desempeño jurisdiccional, pues su 
espacio era insuficiente y se trataba de un inmueble residencial, para dar tan solo un 
ejemplo: el área de copiado había sido diseñada originalmente como cocina; ii) el 
edificio se encontraba en mal estado, pues existía un problema constante de humedad 
que ocasionaba quebrantos a la salud del personal; y, iii) existía un riesgo para la 
seguridad personal causada por el estado del edificio que había sido afectada luego de 
los movimientos telúricos que afectaron la ciudad de Quito en los años 2016 y 2017, 
siendo evidentes las fisuras y grietas en la estructura. Para mayor información al 
respecto, se adjunta el Oficio 101-P-TJCA-2018 de 29 de noviembre de 2018 (Anexo 
VI), el cual detalla lo mencionado.    
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2021) que el gasto anual del ejercicio 2021 ascendería a US$ 1’434.991,14, 
monto que es menor a lo proyectado para el 2020. 

 
114. Finalmente, en este punto no está por demás señalar cuál es la proyección 

de gastos aprobada para el año 2021, la cual no solo que es menor a la de 
años anteriores, sino también al presupuesto solicitado, lo que demuestra 
la aplicación estricta de la política de austeridad, que ha reducido al mínimo 
posible los recursos de la gestión institucional. 

 
 

Cuadro N° 15 
Proyección Interna de Gastos del TJCA para el 2021 (en USD) 

 
PARTIDAS Y RUBROS MENSUAL ANUAL TOTAL 

PERSONAL    
 

        
1.182.629,76  

Haber Básico 54.542,27 654.507,24 
 

Subsidio Familiar 4.275,63 51.307,56   
Subsidio de Vivienda 6.000,00 72.000,00   
Subsidio de Antigüedad 979,30 11.751,58   
Bono de Movilización  3.520,00 42.240,00   
Gastos de Representación 3.520,00 42.240,00   
Bonificación Fin de Año 4.081,75 48.981,00   
Bonificación de alimentación 2.200,00 26.400,00   
Aporte patronal IESS 938,05 11.256,59   
Décimo Tercer sueldo 643,38  7.720,57   
Décimo Cuarto sueldo 366,67 4.400,00   
Fondos de Reserva 643,38 7.720,57   
Fondo de Previsión 9.303,15 111.637,80    
Seguro de Asistencia Médica 7.538,91 90.466,86    

PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
PROFESIONALES 

  
189.158,64 

Honorarios Contadores 375,00 4.500,00 
 

Honorarios Auditoría externa 
 

2.520,00 
 

Honorarios Estudio Actuarial 
 

310,00   
Pasantes (Asistentes Judiciales) 2.366,67 28.400,00   
Consultores Despacho Colombia 4.842,86 58.114,32   
Consultoras Despacho Bolivia 5.842,86 70.114,32   
Personal Técnico Despacho Perú 2.100,00 25.200,00   

VIAJES DE SERVICIO 
  

0,00 
Viajes de Difusión   0,00   
Atención eventos    

 
  

ÚTILES DE OFICINA Y SERVICIOS     37.981,79  
Útiles y efectos de Oficina 524,19 6.290,23   
Libros y Suscripciones 0,00 0,00   
Comunicaciones y Correos 42,00 504,00   
Transporte interno mensajería 26,25 315,00   
Servicio de Teléfono 239,40 2.872,80   
Servicio de Internet 262,50 3.150,00   
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Elaboración propia. 
 
Notas: 
 
• No se incluye el Gasto Anual de Arriendo, mismo que asciende a US$ 60.000, se registra 

como una Cuenta por Cobrar a Ecuador. 
• En el caso del Gasto de Seguro de Asistencia Médica, existe un incremento del 11 % en 

promedio respecto a las primas de la anterior vigencia. 
• Los gastos contemplados por Abogados Asesores corresponden a las Magistraturas de 

Ecuador y Perú. Las Magistraturas de Bolivia y Colombia disponen de los valores 
previstos para el pago de Asesores para pago de honorarios de Consultores. 

• El Personal Técnico de la Magistratura de Perú se financia con la unificación del gasto 
aprobado para pasantes y de una secretaria (Proyecto de Presupuesto 2021).  

• Las cuatro Magistraturas disponen de US$ 1.000/mes para el pago de pasantes, asistentes 
judiciales o consultores. 

• La Secretaría General dispone de US$ 400/mes para asistentes judiciales o contratistas. 
• No se incluyen posibles erogaciones por liquidación de personal. 
 
 
115. El impacto de las medidas de austeridad puede verse reflejado en el 

siguiente cuadro: 
 

Cuadro N° 16 
Impacto financiero de las medidas de austeridad  

del 2017 al 2020 (cifras en USD) 
 

Rubro/Año 2017 2018 2019 2020 

Viajes 
Gasto Total 65.842,17 39.054,95 17.516,53 7.359,75 
Variación - -41 % -55 % -58 % 

Seguridad 
Privada 

Gasto Total 36.026,00 32.159,00 22.780,00 0,00 
Variación - -11 % -29 % -100 % 

Auditoría 
Externa 

Gasto Total 6.275,00 5.000,00 3.500,00 2.800,00 
Variación - -20 % -30 % -20 % 

Gastos Bancarios 105,00 1.260,00   
Servicio de Agua Potable 47,63 571,56   
Servicio de Suministro de luz 266,33 3.195,96   
Alimentación Policías 210,00 2.520,00   
Soporte Técnico Informático 606,27 7.275,24   
Suministros limpieza y cafetería 150,00 1.800,00   
Mantenimientos varios 685,58 8.227,00   

LOCALES, EQUIPOS Y DIFUSIÓN DEL 
DERECHO COMUNITARIO 

  
4.000,00 

Plataforma tecnológica para eventos   4.000,00   
Seguros Generales (Sede y Bienes)   0,00   
Fondo de publicaciones   0,00   

MAGISTRADOS SUPLENTES   2.000,00 2.000,00 
  

 
TOTAL 1.415.770,19  
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Servicios 
Contables 

Gasto Total 8.740,00 6.292,00 4.991,69 4.687,53 
Variación - -28 % -21 % -6 % 

Servicios de 
Soporte Técnico 
Informático 

Gasto Total 9.626,00 9.043,80 11.600,76 3.808,65 

Variación - -6 % 28 % -67 % 

Arriendo de Sede 
Gasto Total 78.721,44 87.360,00 87.360,00 69.140,00 
Variación - 11 % 0 % -21 % 

Servicios de 
Custodia de 
Documentos 

Gasto Total 4.711,30 3.813,00 0,00 0,00 

Variación - -19 % -100 % - 

Servicios Básicos 
Gasto Total 20.391,81 15.572,86 11.802,39 9.754,90 
Variación - -24 % -24 % -17 % 

Suministros y 
Materiales 

Gasto Total 13.401,63 16.392,50 11.365,51 6.119,09 
Variación - 22 % -31 % -46 % 

 Elaboración propia. 
 
«PF.9. El proyecto de presupuesto presentado por el TJCA para el año 2021 asigna a la 
partida “remuneraciones” $1.235.243. Solo esta partida supera el presupuesto global vigente 
al 2020, que tiene un monto total de $1.170.667». 

 
116. En la parte introductoria de este documento, se demostró que la estructura 

de partidas y rubros que componen el presupuesto del año 2008, 
prácticamente está inalterada desde el año 2008. 
 

117. Por otra parte, el problema financiero número 9 apunta al hecho principal 
de la crisis financiera del Tribunal: el presupuesto del Tribunal es 
insuficiente. Lo es porque el TJCA no puede ser ajeno a la realidad, pese 
a que mantiene su misma estructura de gastos, las mismas remuneraciones 
para sus Magistrados, su Secretario (que incluso en la actualidad es menor), 
de su Jefe Administrativo y Financiero; no se podría contar con el apoyo 
de los abogados asesores bajo las condiciones de hace 12 años, 
simplemente en el mercado laboral de los cuatro Países Miembros, ningún 
abogado estará dispuesto a dejar su lugar de residencia para ganar 
US$ 1.100,00, en una economía dolarizada en la que, por ejemplo, según 
datos del Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC) de la 
República del Ecuador, la canasta básica familiar actual es de US$ 711,0044. 

 
118. También no es posible dejar de lado que los funcionarios locales del TJCA, 

tienen derechos adquiridos que fueron reconocidos por la legislación 
ecuatoriana u otras composiciones del Pleno del Tribunal. No es posible, 
por tanto, ignorar, en un diagnóstico la realidad económica del lugar en el 

 
44  https://www.ecuadorencifras.gob.ec/documentos/web-inec/Inflacion/2021/Enero-

2021/Boletin_tecnico_01-2021-IPC.pdf  
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que se realiza la gestión, ni la realidad normativa que se impone ante 
cualquier gestión administrativa, mucho más si se trata de una corte de 
justicia, que también es competente en materia laboral. 

 
«PF.10. También la partida de Prestación de Servicios Profesionales, cuyo presupuesto 
es apenas de $4.000, llegó a tener un gasto 48 veces superior en el 2017 ($196.868) y al 
2020 todavía mantiene un exceso de cerca de $100.000».   
 
119. El escenario que ha tenido que enfrentar el Tribunal es el siguiente: por 

una parte, un presupuesto desactualizado que además es asignado con 
posterioridad a la ejecución del gasto en todos los ejercicios, y, en muchas 
ocasiones, con retrasos considerables; y, por otra parte, el crecimiento 
exponencial de la demanda por sus servicios, y la necesidad ineludible de 
cumplir con sus compromisos en el marco del proceso de integración. 
 

120. Ante esas circunstancias, el TJCA tenía dos opciones: i) suspender o 
paralizar sus actividades frente a la falta de una adecuada y suficiente 
previsión presupuestaria anual, y ante el continuo incumplimiento del 
pago oportuno de las contribuciones de los Países Miembros; o, ii) 
extremar esfuerzos para cumplir con su actividad misional de manera 
eficiente, asegurando el acceso a la justicia y una tutela judicial pronta y 
oportuna para los ciudadanos andinos, mediante la implementación de una 
serie de mecanismos alternativos, cubiertos esencialmente con los ingresos 
extraordinarios que administra.  

 
121. Ningún juzgador y menos una corte comunitaria puede permitir que el 

tiempo de resolución de los procesos a su cargo produzca efectos 
negativos en los usuarios o en los sistemas judiciales de las cortes de los 
Países Miembros. Por el contrario, es su deber brindar el mejor servicio 
judicial posible, empleando para tal fin todos los recursos humanos y 
materiales con los que pueda contar. Es por ello que, el Tribunal, no solo 
se ha visto obligado a contratar personal de apoyo técnico, sino que 
también se ha valido de los convenios interinstitucionales que suscribió, 
así como de su prestigio institucional, para contar con el apoyo no 
remunerado de pasantes y visitantes académicos, que han prestado su 
apoyo en las labores de revisión documental y de investigación jurídica. 

 
122. Un ejemplo de lo anterior ha sido la contratación excepcional de asesores 

técnicos durante las gestiones 2016, 2017 y parte del 2018, para colaborar 
con la labor que desempeñan los asesores jurídicos. Gracias a esta decisión 
fue posible incrementar de manera considerable el número de causas 
resueltas, tanto en ese año como en los posteriores.  
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123. Por otra parte, también se ha contado con la colaboración, en calidad de 

pasantes remunerados y no remunerados, de funcionarios técnicos del 
Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la 
Propiedad Intelectual – INDECOPI, de la República del Perú; así como, 
de estudiantes egresados de las carreras de derecho de diferentes 
Universidades del Ecuador, que realizan prácticas preprofesionales. En 
ambos casos, en el marco de los Convenios Marco de Colaboración 
suscritos por el Tribunal con el INDECOPI45 y con el Consejo Nacional 
de la Judicatura de la República del Ecuador 46.  

 
124. Como se puede apreciar, el Tribunal ha procurado siempre asegurar el 

eficaz cumplimiento de sus funciones, brindando un mejor servicio y 
optimizando el uso de sus escasos recursos. Es por estos motivos que, 
entre otros, desde el año 2017, no ha contratado a un contador de planta, 
ya que mantener a este funcionario elevaría el pasivo laboral. En su lugar, 
optó por contratar un outsourcing contable, mediante la figura de prestación 
de servicios, práctica que se mantiene hasta la fecha, por los resultados 
positivos que se alcanzaron, tanto en términos de eficiencia como de 
ahorro. 

 
125. Otro ejemplo de contratación de servicios es la indispensable contratación 

de firmas especializadas que efectúan anualmente la Auditoría Externa de 
los estados financieros del Tribunal. Al respecto, merece destacarse que, 
en los últimos años, fruto de las negociaciones que se llevaron adelante, 
ha sido posible reducir el costo de manera significativa47. Por otra parte, 
también ha sido insoslayable contar con los servicios de soporte técnico 
informático, y aquellos necesarios para efectuar estudios actuariales, y 

 
45  Disponible en: 

https://www.tribunalandino.org.ec/transparencia/convenios/instituciones/Conveni
o_INDECOPI_Peru.pdf 

 
46   Disponible en: 

https://www.tribunalandino.org.ec/transparencia/convenios/instituciones/Conveni
o_CJ_Ecuador_2019.pdf 

 
47   

TJCA - GASTOS DE AUDITORÍA 
Rubro/Año 2017 2018 2019 2020 
Gasto Total 
US$ 6.275,00 5.000,00 3.500,00 2.800,00 

Variación - -20 % -30 % -20 % 
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otros de similares características, cuando ha sido necesario.  
 

126. De lo expuesto en las líneas precedentes, es fácil advertir que el monto 
establecido en la partida denominada como «Prestación de Servicios 
Profesionales» que consta en el presupuesto aprobado en los años 2008 y 
2016, equivalente a US$ 4.000, resulta evidentemente insuficiente; y, 
constituye un claro ejemplo de los problemas que acarrea la 
incomprensible desactualización del presupuesto. No se puede pretender 
que, con tan solo US$ 4000,00, el TJCA contrate servicios esenciales como 
los de apoyo a la gestión judicial, contables, de auditoría externa, o de 
soporte técnico informático, entre otros. En consecuencia, el TJCA ha 
contemplado en las proyecciones internas de gasto, la utilización de 
ingresos extraordinarios para cubrir el costo de las contrataciones 
efectuadas, con el propósito de asegurar la continuidad de funcionalidad 
administrativa y judicial. 

 
127. El hecho de contar con pocos recursos en este rubro, ha impedido que el 

Tribunal pueda contratar, por ejemplo, otros servicios que optimizarían 
aún más el ejercicio de sus competencias, como por ejemplo, aquellos 
necesarios para mejorar la infraestructura tecnológica, actualizar su página 
web, modernizar el buscador de jurisprudencia, así como el acceso virtual 
a los expedientes de las causas que tramita, efectuar proyectos editoriales, 
desarrollar una estrategia más activa y moderna de comunicación, difusión 
y capacitación, a través de las distintas plataformas que ofrece el entorno 
virtual, entre otros. 

 
«PF.11. En varios años, el gasto de viajes ha excedido, en forma exorbitante, el presupuesto 
asignado por la Comisión ($10.000) para viajes del personal del TJCA: 7 veces más en el 
2016, 6.5 veces más en el 2017, 4 veces más en el 2018».  
 
128. Con relación al Problema Financiero 1148, a continuación, se presenta un 

resumen de los aspectos relacionados con el gasto total de viajes entre los 
años 2015 al 2020: 

 
Cuadro N° 17 

Detalle de los gastos de viaje del 2015 al 2020 (en USD) 
 

Rubro/Año 2015 2016 2017 2018 2019 2020 
Viáticos 34.299,41  27.899,06  33.959,26  19.030,16  7.849,00  2.085,00  
Pasajes 20.520,81  41.408,51  27.322,91  19.295,99  9.455,11  5.253,62  
Otros relacionados 0,00 1.015,00 4.560,00 728,80 212,42 21,13 

 
48  Párrafo 258 del Informe.  
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Gasto Total 54.820,22  70.322,57  65.842,17  39.054,95  17.516,53  7.359,75  
Variación  - +28 % -6 % -41 % -55 % -58 % 
Elaboración propia. 
 
129. Un primer elemento que debe considerarse es que en los últimos tres años 

se ha reducido considerablemente el gasto de viajes, en virtud de la política 
de austeridad que ha implementado el TJCA.  

 
130. Un segundo elemento que corresponde señalar es que, en el año 2016, se 

incurrió en una imprecisión involuntaria en el momento de registrar los 
gastos de viajes, toda vez que, en ese rubro se incluyó, no solamente los 
gastos vinculados con viajes para asistir a reuniones convocadas por los 
Países Miembros o por los órganos e instituciones del SAI, o aquellos 
destinados a cumplir con actividades de difusión del ordenamiento 
jurídico comunitario andino; sino que, se consignaron también los gastos 
de otro rubro correspondiente a «gastos de instalación y retorno» de 
Magistrados y funcionarios internacionales.  

 
131. En relación con este último aspecto, es menester considerar que en el año 

2016 se produjo una circunstancia excepcional, pues dos Magistrados 
titulares renunciaron al cargo y retornaron a sus países de origen. En 
consecuencia, los Magistrados suplentes, en el momento de asumir el 
cargo, tuvieron que trasladarse juntamente con sus familias a la ciudad de 
Quito, Ecuador. Lo propio ocurrió con los Abogados Asesores 
correspondientes. Sobre el particular y de conformidad con lo dispuesto 
en el Reglamento de Personal de funcionarios internacionales del TJCA49, 

 
49   Texto actualizado y editado del Reglamento de Personal de Funcionarios 

Internacionales del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, aprobado 
por Acuerdo 04/2019 del Tribunal de Justica de la Comunidad Andina de fecha 
27 de marzo de 2019. - 
 
«Artículo 30.- Los funcionarios internacionales que tuvieran su residencia fuera del 
país sede en el momento de la designación tendrán derecho a los siguientes beneficios: 
 
1. Pasaje hacia la sede del Tribunal y de retorno a su país de origen o de su 

residencia habitual, cualquiera sea el tiempo para el cual fueron designados. 
2. Pasajes de ida y vuelta para el cónyuge o compañero permanente y dependientes.  
3. Una prima de instalación equivalente al sueldo básico de un (1) mes para los 

Magistrados, Secretario y Jefe Administrativo y Financiero. 
 

El funcionario no tendrá derecho al pago del pasaje de regreso, en caso de terminación 
unilateral e injustificada de la relación contractual por parte del funcionario 
internacional, en el caso de abandono del trabajo y cuando se disponga su destitución 
por la comisión de una falta grave.  
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se tuvo que cubrir no solamente los gastos de los pasajes aéreos, sino 
también el traslado de menaje doméstico y las primas de instalación 
correspondientes. Como estos gastos excepcionales fueron registrados en 
el rubro de viajes, cuando debían constar en el rubro de gastos de 
instalación y retorno, se generó un escenario que podría llevar al error de 
apreciación de que, se habría producido un incremento desproporcional 
en los gastos de viaje de ese año.  

 
132. Una situación similar se presentó en el año 2017. Sin embargo, a partir del 

año 2018 se corrigió la metodología de registro de los gastos de viajes, 
apropiándolos a las partidas y rubros correctos en el balance anual. De lo 
expuesto se evidencia que el Consorcio no ha efectuado ni ha plasmado 
en el Informe Final un diagnóstico de la situación actual, ni ha destacado 
que, desde el año 2018 el TJCA ha venido aplicando una política de 
austeridad estricta que se ha optimizado cada año. 

 
«PF.12. Las principales reducciones de gastos de los últimos años (2019, 2020 y 
proyección 2021) se encuentran en los viajes de misión y los gastos de honorarios y servicios de 
terceros». 
 
133. Tal como ya fuera expresado en oportunidad de comentar el PF.08., el 

Tribunal solo puede comentar que las reducciones de gastos son 
demostrativas del esfuerzo que ha hecho el Tribunal para reducir en lo 

 
El Tribunal realizará las transferencias bancarias internacionales que correspondan a 
los Magistrados o funcionarios internacionales, por concepto de pagos pendientes, 
devolución de aportes e intereses del Fondo de Previsión u otros, hasta por un año 
contado a partir de la finalización del vínculo laboral con el Tribunal. Los gastos 
administrativos generados por dichas transacciones serán cubiertos por el Tribunal, el 
Magistrado o el funcionario internacional, según corresponda. 
 
El Pleno del Tribunal determinará la aplicación del presente artículo». 
 
«Artículo 31.- Los Magistrados del Tribunal tendrán derecho al embalaje, transporte y 
seguro de sus efectos personales hasta un valor máximo de US$ 12,000.00. El 
Secretario, el Abogado General y el Jefe Administrativo y Financiero hasta un valor 
máximo de US$ 9,000.00. Los demás funcionarios hasta un valor máximo de US$ 
7,800.00. 

 
El valor de los gastos descritos anteriormente será cubierto por el Tribunal 
directamente a la empresa transportadora, previa comprobación del mismo y en 
ningún caso se entregarán al Magistrado o funcionario.  Esta comprobación podrá 
hacerse cuando se trate del viaje de retorno, hasta seis meses después de la fecha en la 
que los Magistrados o funcionarios hayan dejado de prestar sus servicios al Tribunal».  
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posible un déficit sin sacrificar su gestión judicial al tiempo que se respetan 
los derechos laborales. 

 
«PF.13. Bajo una contabilidad de ingresos y gastos, el TJCA no debería tener en su balance 
la cuenta activos fijos que al 31 de diciembre del 2019 tiene un saldo de $ 83.983. Esos 
valores se deberían mantener en cuentas de orden para su control y afectar solamente al gasto 
corriente cuando se realicen compras. En el balance del año 2019 consta un saldo de $ 25,272 
por cobrar a exempleados, conformado por anticipos de sueldo, préstamos y valores de seguros 
médicos no descontados (copagos), transacciones algunas con autorización y otras no. Al 31 
de diciembre del 2019 se encuentran provisionados como incobrables por el 50 % ya que el 
TJCA ha empezado una acción judicial para su recuperación. No se debería aplicar gastos 
por depreciación, que entre el 2003 y 2019 suman $ 195.286. Esto duplica el gasto contable 
por algo que ya se pagó y afecta al resultado final de cada período posterior».  
 
134. Sobre este punto, es evidente que, al 31 de diciembre del 2019, se contaba 

con un saldo de activos, cuyo total sería de US$ 83.983,00; de los cuales, 
los rubros denominados como «Muebles y Enceres» suman 
US$ 11.563,72; «Equipo de Computación» US$ 7.985,51, y «Adecuaciones 
e Instalaciones» US$ 64.434,76, este último representa el activo fijo de 
mayor valor. Al respecto, es importante señalar que, hasta el 2018, el 
Tribunal no contaba con un Levantamiento de Activos Fijos, por lo que, 
los saldos mencionados, presentaban algunos errores. Esta contingencia 
fue corregida en la gestión 2019, año en el que la depreciación acumulada 
ascendía a US$ 67.184,75.  

 
135. Sobre la base de lo expuesto, resulta incorrecto que el Consorcio sostenga 

que el Tribunal debería llevar una contabilidad por ingresos y gastos, y no 
una contabilidad general, especialmente cuando, a través de la primera, 
solo se deja constancia de los ingresos y egresos, mientras que, con la 
segunda —que es con la que ha trabajado siempre el Tribunal—, se tiene 
ese registro, pero además es posible obtener otros datos adicionales sobre 
los activos, las depreciaciones, el estado de resultados, entre otros. Por otra 
parte, si se escogiese la primera alternativa señalada, no se podría aplicar 
la Auditoría a los Estados Financieros que el Tribunal contrata año a año, 
como medida de control y regulación, y cuyos resultados son presentados 
a los Países Miembros en los Informes de Gestión.  

 
136. Sin perjuicio de lo anterior, el TJCA debe dejar constancia que los activos 

fijos y sus depreciaciones son registradas de acuerdo con las Normas 
Internacionales de Información Financiera (NIIF). Este registro está a 
cargo de los contadores externos y, además, es validado por auditores 
independientes.  
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137. En cuanto a la observación en torno al saldo de cuentas por cobrar a 

exempleados, es correcta. Los valores a cobrar corresponden a rubros 
afectados en gestiones anteriores al 2018, cuya recuperación está siendo 
adelantada mediante una gestión judicial externa. 

 
138. Finalmente, los gastos por depreciación sí se registran en el Estado de 

Resultados, dentro de los Egresos no Operacionales, porque así lo 
disponen las NIIF. Esta situación, evidentemente no se considera para el 
informe de Ejecución Presupuestaria. En efecto, la depreciación afecta el 
resultado del ejercicio, pero es mínima, así en el año 2019, la depreciación 
ascendió a US$ 15.651,35. 

 
139. Respecto de este tema, los contadores externos del TJCA han 

manifestado: 
 

«Los estados financieros del TJCA han sido preparados de conformidad con las normas 
internacionales de información financiera, las cuales contemplan el reconocimiento en 
activos de ítems de propiedad, planta y equipo (NIC 16 o Sección 17 de NIIF para 
las PYMES), así como la distribución sistemática del importe recuperable del activo al 
gasto (depreciación). Entendemos que bajo ningún concepto el valor de la depreciación 
duplica el gasto, en razón de que en el reconocimiento inicial del bien este se registra en 
activos y posteriormente de manera anual se registra el gasto por depreciación en base a 
la vida útil estimada del activo. Bajo las políticas contables adoptadas en Ecuador 
(NIIF), no existe la figura de Cuentas de Orden para el control de otros rubros.  
 
Respecto de la provisión de incobrables, se desconoce si la acción judicial será favorable 
para el TJCA, por tanto, atendiendo al marco contable (NIIF 9 o Sección 11 de las 
NIIF para las PYMES) se ha reconocido el deterioro que presentan ciertas cuentas 
por cobrar. 
 
Sería importante obtener la base legal que sustenta el criterio emitido por los 
consultores50». 

 
«PF.14. Actualmente, el TJCA no presenta el informe trimestral previsto en la última 
Decisión de Presupuesto; no cuenta con un proceso de registro contable de la ejecución del 
presupuesto, que evite un gasto mayor al autorizado; tampoco tiene un proceso de actualización 
del presupuesto ni de transferencia de montos entre partidas presupuestarias. Es necesario 
implementar un proceso de registro y seguimiento de la ejecución presupuestaria que garantice 
la transparencia y que impida un gasto superior al aprobado».  
 

 
50  Correo electrónico del 14 de junio de 2021 remitido por el contador público externo 

del Tribunal, Sr. Fernando Cruz Ramírez (Anexo IX). 
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140. La interpretación incorrecta de la Decisión 714 acarrea una conclusión 
equivocada. Como ya fue mencionado, esta interpretación produce 
imponderables legales como la ausencia de una herramienta presupuesta 
de control interna y externa, porque en realidad, solo en contadas 
ocasiones, el Tribunal tuvo un presupuesto aprobado en debida forma. 

 
141. Respecto de la supuesta falta del TJCA en presentar informes trimestrales, 

es imprescindible analizar el Artículo 5 de la Decisión 809. Este artículo 
establece que el TJCA presentará a la Comisión un informe trimestral de 
ejecución presupuestaria. Es evidente que se trata de la ejecución 
presupuestaria del presupuesto —valga la redundancia— aprobado por la 
Decisión 809; es decir, del presupuesto del año 2016. Por tanto, la 
interpretación correcta del Artículo 5 de la Decisión 809 es que el TJCA 
tenía la obligación de presentar un informe trimestral de la ejecución del 
presupuesto del año 2016. Dado que la Decisión 809 se aprobó de manera 
extemporánea (en el mes septiembre), en la práctica dicha obligación era 
aplicable únicamente para el último trimestre del 2016.  

 
142. Por lo tanto, el TJCA debía reportar la ejecución presupuestaria del último 

trimestre del 2016; esto es, a fin de año, lo que además equivalía a reportar 
la ejecución presupuestal de todo el año, lo que se cumplió mediante 
Oficio N° 735-S-TJCA-2017 de fecha 12 de octubre de 2017 (Anexo X), 
en virtud del cual, se remitió el Informe de Gestión del año 2016, el cual 
está disponible en la página del TJCA, dentro de la pestaña de 
transparencia51. Para mayor detalle, el reporte de la ejecución 
presupuestaria al 31 de diciembre del año 2016 se encuentra en la página 
58 del referido informe de gestión.52  

 
143. La interpretación efectuada en el párrafo precedente guarda 

correspondencia con lo señalado en la Disposición Transitoria (ergo, de 
carácter «no permanente») de la Decisión 809, la cual estableció que en un 
plazo de hasta tres meses contados a partir de la publicación de dicha 
Decisión, el Grupo de Trabajo sobre presupuesto —creado por mandato 
de la Comisión el 11 de marzo de 2016— evaluaría en detalle el 
presupuesto del TJCA y su nivel de ejecución, entre otros, para los años 

 
51  Para su mayor facilidad el reporte de ejecución se encuentra en la página 58 del informe 

disponible en el siguiente link: https://www.tribunalandino.org.ec/wp-
content/uploads/2019/04/INFORME2016.pdf 

 
52  En aras de claridad se adjunta el reporte de la ejecución presupuestaria al 31 de 

diciembre del año 2016 (Anexo XI). 
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2013 a 2016, a fin de verificar el monto total del presupuesto requerido, 
situación que no se ha cumplido hasta la fecha. 

 
144. Como puede apreciarse, la ratio legis del Artículo 5 y la Disposición 

Transitoria de la Decisión 809 era proporcionar información sobre la 
ejecución presupuestaria de los años 2013, 2014, 2015 y 2016, en la medida 
que dicha información permitiría elaborar el presupuesto del TJCA para el 
año 2017, el cual fue aprobado por referencia mediante lo previsto en la 
Decisión 714. 

 
145. La referida interpretación, por cierto, también guarda sintonía con lo que 

el TJCA explicó en el Oficio 03-P-TJCA-2015 de fecha 16 de enero de 
2015 y el Oficio 279-P-TJCA-2015 de fecha 9 de diciembre del mismo 
año, en ambas oportunidades se señaló que la Decisión 714 de la Comisión 
de septiembre de 2009 había establecido un mecanismo temporal y 
subsidiario de asignación presupuestal para el Tribunal, el mismo que 
permite a este órgano comunitario aplicar el presupuesto anual aprobado 
para el año inmediato anterior, únicamente cuando se inicie un ejercicio 
presupuestario sin que se haya aprobado el correspondiente presupuesto 
y hasta en tanto la Comisión decida uno nuevo. Bajo este razonamiento, 
si bien el 2009 se podía ejecutar el presupuesto aprobado formalmente 
para el año 2008, en el mencionado Oficio se precisa que no es posible 
ejecutar el 2015 el presupuesto anual aprobado para el año 2008. 

 
146. Siguiendo dicho razonamiento, el año 2017 se podía utilizar —de manera 

excepcional— el presupuesto formalmente aprobado para el año 2016, 
pero dicha situación no era aplicable a los años 2018, 2019 y 2020. La 
razón es obvia: con relación al año 2018, no existía un presupuesto 
formalmente aprobado para el año 2017. De la misma forma, para el año 
2019, no existía un presupuesto formalmente aprobado para el año 2018. 
Y lo mismo cabe decir para el 2020 y el 2021. Adicionalmente, con la 
aprobación de un presupuesto real sobre las necesidades del Tribunal 
cobra sentido y razón de ser lo dispuesto en el Artículo 16 del Tratado de 
Creación del TJCA53, que prevé que la Comisión aprobará el presupuesto 
del Tribunal tomando en consideración el proyecto de presupuesto que 
envíe el Tribunal, documento que ha sido remitido todos los años, sin que 

 
53   Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 

«Artículo 16.- La Comisión de la Comunidad Andina aprobará anualmente el 
Presupuesto del Tribunal. Para este efecto, el Presidente del Tribunal enviará cada año, 
en fecha oportuna, el correspondiente proyecto de Presupuesto.» 
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por ello, se haya producido el efecto legal previsto. 
 
147. En consecuencia, solo el año 2017 era factible sostener, mediante una 

interpretación extensiva, que se aplicaría al TJCA el presupuesto 
formalmente aprobado para el 2016. Ello explica, por cierto, el hecho de 
que el Tribunal informó en dos oportunidades la ejecución presupuestal 
trimestral del año 2017 (Anexo XII). Sin embargo, dicha situación no es 
extensiva a los años 2018, 2019 y 2020, pues lo correcto y lo que ordena 
el Acuerdo de Cartagena, el Tratado de Creación y el Reglamento de la 
Comisión,54 es que cada año se apruebe de manera formal el presupuesto 
del TJCA.  

 
148. En efecto, así como en los Oficios 03 y 279-P-TJCA-2015 se sostuvo que 

en el año 2015 el Tribunal no se encontraba formalmente vinculado con 
el presupuesto del 2008, en los años 2018, 2019, 2020 y 2021 el Tribunal 
no se encontraba vinculado formalmente con las disposiciones de la 
Decisión 809, porque estas eran aplicables únicamente para el ejercicio 
presupuestal 2016 y, como máximo, para el año 2017.  

 
149. Por otra parte, ante la pregunta de por qué en los años 2016 y 2017 el 

Tribunal gastó un monto mayor al asignado formalmente para la gestión 
2016, la respuesta es la siguiente: para ambos años, el gasto del Tribunal 
ya había excedido el presupuesto asignado en el 2008, simplemente 
tomando en consideración los gastos de planilla. No debe perderse de vista 
que la Decisión 809 se conoció recién en septiembre del año 2016, cuando 
a dicha fecha, ya el Tribunal había gastado más (en términos 
proporcionales) de lo asignado formalmente el año 2008. De hecho, tal 
exceso se dio desde el año 2008. Lo que no era previsible ni razonable es 
que, si el gasto anual del TJCA se había ido incrementando año tras año 
desde el 2008 hasta el 2015, incremento que fue informado a la Comisión 
con el envío de los estados financieros auditados y aprobados, se aprobara 
el 2016 un presupuesto igual al del 2008. 

 
150. Es pertinente también señalar que, en ningún momento, se recibió de 

parte de las sucesivas Presidencias Pro Témpore de la Comisión, durante 
las gestiones 2017, 2018, 2019, 2020 ni 2021, requerimiento alguno para 
que se continúe enviando un informe trimestral de ejecución 
presupuestaria, por lo que se puede colegir que la Comisión considera 
también que la aplicación del Art. 5 de la Decisión 809, era posible 
mientras dicha Decisión se encontraba vigente, lo que no ha sido 

 
54  Citados previamente en el Literal i) del Artículo 22 del Acuerdo de Cartagena, Artículo 

16 del Tratado de Creación del TJCA, y Artículo 27 del Estatuto. 
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obstáculo para que el TJCA, por transparencia, envíe informes trimestrales 
de ejecución presupuestaria en varias oportunidades. 

 
«PF.15. El TJCA no cuenta con un procedimiento para realizar transferencias de montos 
entre partidas presupuestarias. Las Decisiones que aprueban el presupuesto autorizan al 
TJCA a efectuar transferencias de hasta el diez por ciento (10%) del monto de las partidas. 
Asimismo, se establece que si fuera necesario exceder ese porcentaje, el Tribunal deberá solicitar 
la correspondiente autorización de la Comisión. No se puede evidenciar que el TJCA, en 
alguna ocasión, haya solicitado autorización a la Comisión para hacer transferencias entre 
partidas superiores al 10%». 
  
151. El TJCA reitera lo manifestado en los párrafos 15 a 19: El Tribunal no ha 

contado con presupuestos aprobados en los años 2010, 2011, 2012, 2013, 
2014, 2015, buena parte del año 2016, y en los ejercicios 2018, 2019, 2020 
y 2021; motivo por el cual, no existe ninguna posibilidad o circunstancia 
que permita afirmar que el Tribunal ha efectuado una transferencia de 
partidas inconsulta, cuando, por una parte, no había un presupuesto 
aprobado en debida forma; y, por otra, no existía la posibilidad material de 
hacerlo por la falta de asignación de recursos presupuestarios. Por otra 
parte, en el Informe Final (párrafos 105 a 110 de la Primera Parte) no se 
hace una determinación de qué partida, en qué rubro, o en qué año se 
hubiera efectuado una transferencia entre partidas presupuestarias. 

 
152. En cualquier caso, no se puede perder de vista que el Tribunal ha 

financiado buena parte de su operación en los últimos años, con los 
ingresos extraordinarios con los que contaba y que está facultado a 
administrar conforme el Artículo 26 del Estatuto. Es posible que el 
Consorcio haya tomado en cuenta, de manera equivocada ese 
financiamiento, como si fuera una transferencia de partidas. 

 
«PF16. La contabilidad del TJCA ha sido manejada con un enfoque de una empresa 
privada, es decir, se ha aplicado contabilidad general, lo que genera una distorsión en la 
ejecución presupuestaria, que afecta la toma de decisiones gasto». 
  
153. Es oportuno reiterar que el Tribunal es un organismo independiente y 

autónomo. En esa medida, las decisiones que ha tomado sobre su forma 
de administración deben sujetarse a un análisis que apunte a sus resultados. 
Siendo así, es pertinente que se tome en cuenta que la aplicación de la 
contabilidad general ha sido de gran utilidad para la toma de decisiones, 
justamente por su integralidad. Lo contrario, una contabilidad que solo 
registre ingresos y egresos habría implicado la imposibilidad de contar con 
informes de auditoría y los registros de la evolución de las Cuentas por 
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Cobrar.  
 
154. Es importante señalar que la Ley de Régimen Tributario Interno se 

menciona que uno de los requisitos para la exención del impuesto a la 
renta es llevar contabilidad55, motivo por el cual, para que el TJCA se 
beneficie de los privilegios que le concede el Convenio suscrito con el 
gobierno del Ecuador, debe necesariamente llevar una contabilidad 
general.56 

 
155. Así también, es imprescindible tomar en cuenta también que, 

habitualmente, el Tribunal necesita registrar sus Cuentas por Cobrar, toda 
vez que, sin ello, es decir sin una forma de establecer un estado de 
situación financiera, no tendría un verdadero control sobre los aportes 
impagos de los Países Miembros o los montos pendientes de reembolso 
del arriendo de la sede. 

 
156. Por otra parte, la contabilidad que se maneja en el sector público parte de 

la premisa de que existen asignaciones presupuestarias al inicio del nuevo 
ejercicio económico, lo que lamentablemente no sucede en el caso del 
Tribunal. 

 
157. Otro aspecto importante de la Contabilidad General es que permite 

gestionar los Activos de la institución, pues, en un escenario ideal, a 

 
55  Ley de Régimen Tributario Interno de la República del Ecuador, publicada en 

el Registro Oficial Suplemento 463 de 17-nov-2014.- 
 

«Artículo 9.- Exenciones. -  
Para fines de la determinación y liquidación del impuesto a la renta, están exonerados 
exclusivamente los siguientes ingresos: (…). 3.- Aquellos exonerados en virtud de 
convenios internacionales; (…). Para que las instituciones antes mencionadas puedan 
beneficiarse de esta exoneración, es requisito indispensable que se encuentren inscritas 
en el Registro Único de Contribuyentes, lleven contabilidad y cumplan con los demás 
deberes formales contemplados en el Código Tributario, esta Ley y demás Leyes de la 
República  
(…)». 
 

56  Convenio de inmunidades y privilegios entre el gobierno de la República del 
Ecuador y el Tribunal de Justicia del Acuerdo de Cartagena, suscrito el 9 de 
marzo de 1992. - 

 
 «Artículo 5.- El Tribunal y sus bienes están exentos en el territorio del Ecuador, de: 

a) Todo impuesto directo, inclusive del impuesto a la renta y al consumo de bienes y 
servicios  
(…)». 
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medida que los activos se van depreciando, se debería constituir una 
reserva para su futura reposición. Sin embargo, como es conocido, las 
finanzas del Tribunal no permiten generar un fondo de ahorro o reserva 
para este contingente, y de hecho, la última compra importante de activos 
fijos se dio en el 2017, año en el que se adquirió mobiliario acorde a la sede 
que ocupa ahora el TJCA. 

  
158. Por último, es necesario también que se considere que los estados 

financieros del TJCA han sido sometidos anualmente a procesos de 
auditoría externa por profesionales independientes que no han objetado la 
forma de llevar la contabilidad, ni han advertido la posibilidad de una 
distorsión como la señalada por el Consorcio. 

   
«PF.17. Las diversas auditorías al TJCA se han realizado únicamente a los estados 
financieros. Sin embargo, dichas auditorías no contrastan la ejecución presupuestaria con el 
presupuesto oficialmente aprobado. Tampoco realizan un análisis independiente de los ingresos 
extraordinarios y el destino que se da a estos recursos. Adicionalmente, el criterio de aplicación 
a la metodología de auditoría difiere entre las distintas empresas auditoras. Es necesario 
implementar un sistema de control y auditoría externa a la ejecución presupuestaria. Se 
requiere definir el rol de los Países Miembros en el proceso de control y auditoría». 
 
159. No ha existido un presupuesto aprobado en los años 2010, 2011, 2012, 

2013, 2014, 2015, 2016 (la aprobación del presupuesto de ese año se 
realizó recién en septiembre de 2016), 2018, 2019, 2020, 2021; por lo tanto, 
era imposible, al menos en esos años, que los auditores independientes 
pudieran haber contrastado la ejecución presupuestaria con un 
presupuesto; pero más allá de imponderable fáctico, es necesario 
considerar que ni el Acuerdo de Cartagena, ni el Tratado de Creación, ni 
el Estatuto del TJCA contemplan la obligación de realizar auditorías; fue 
el Tribunal quien en aras de transparencia y para facilitar el control interno 
y externo estableció una disposición en su Reglamento Interno que lo 
faculta a contratar auditorías.57 Esta disposición fue introducida en el 
Reglamento Interno del TJCA publicado en la Gaceta Oficial del Acuerdo 
de Cartagena 1071 de 27 de mayo de 2004, y se ha mantenido inalterada 
hasta el día de hoy.  

 
57  Reglamento Interno del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, 

publicado en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena N° 4011 de 30 de junio 
de 2020. - 

 
«Artículo 26.- El Tribunal ejercerá además las siguientes funciones: 
m) Autorizar y contratar la realización de auditorías especializadas en el Tribunal. 
(…)». 
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160. Por otra parte, es necesario reiterar que, si bien los auditores 

independientes contratados cada año para revisar los estados financieros 
del Tribunal deciden cómo efectúan el proceso de auditoría, no se puede 
dejar de comentar que en el Informe Final se señala como un problema 
financiero la falta de un análisis independiente de los ingresos 
extraordinarios, sin tomar en cuenta que, como ya reiteramos, de acuerdo 
con el Artículo 26 del Estatuto del TJCA, los ingresos extraordinarios son 
administrados por el Tribunal de forma conjunta con los ingresos 
ordinarios. Es por ello que, con el fin de ilustrar el error de análisis 
implícito en el PF17, y pese a ser reiterativo, es necesario nuevamente citar 
esta disposición: 

 
«Artículo 26.- Ingresos ordinarios y extraordinarios 

 
Son ingresos ordinarios del Tribunal las contribuciones anuales de los 
Países Miembros, fijadas proporcionalmente mediante Decisión de la 
Comisión al aprobar el presupuesto anual del Órgano. 

 
Otros ingresos, de cualquier naturaleza, serán considerados 
extraordinarios y se administrarán por el Tribunal conjuntamente con los 
ingresos ordinarios». 

 
161. Finalmente, el Tribunal está completamente de acuerdo que es necesario 

implementar un sistema de control y auditoría externa de la ejecución 
presupuestaria, así se podrá apreciar de forma más cercana cómo el TJCA 
eroga gastos para cubrir lo imprescindible, y que al momento, lejos de estar 
fortalecido, se encuentra en crisis por la falta de decisión para actualizar su 
presupuesto conforme se ha pedido a través del envío de los 
correspondientes proyectos de presupuesto, durante los últimos doce 
años. 

 
162. Por último, también cabe mencionar que el Tribunal jamás ha sido 

observado respecto los informes de auditoría remitidos; sería la primera 
vez que se estaría cuestionando el alcance o su implementación. 

 
«PF.18. El TJCA no cuenta con un reglamento o manual de políticas contables que regule 
los procesos de control interno de gastos y de ejecución presupuestaria. Este asunto ha sido 
observado en diversas auditorías al TJCA».  
 
163. El Tribunal considera que el señalamiento es acertado, razón por la cual, 

pese a nunca haber sido observada la falta de dicho instrumento, es 
oportuno informar que la Jefatura Administrativa y Financiera emitió el 
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pasado 28 de mayo de 2021 un manual de políticas contables, el cual se 
encuentra adjunto al presente documento (Anexo XIII). 

 
«PF.19. Debido a la naturaleza presupuestaria del TJCA, el ingreso por aportes de los 
Países Miembros no debería generar cuentas por cobrar y de ser el caso, dichas cuentas por 
cobrar no se deben provisionar, ya que generan un gasto inexistente afectando al resultado 
final del período. Al 31 de diciembre del 2019 las provisiones por cuentas incobrables suman 
$65.275».  
 
164. De manera respetuosa, es esencial advertir que, el Consorcio, no ha 

tomado en cuenta, cuál es la realidad del Tribunal respecto a los pagos de 
los aportes efectuados por los Países Miembros. Es decir, no ha 
considerado dos aspectos de capital relevancia: (i) los aportes se pagan 
después de ejecutado el gasto; y, (ii) es habitual que alguno de los Países 
Miembros no cubra el total de sus contribuciones, dentro del ejercicio 
económico correspondiente; razón por la cual, la única manera de llevar 
un control de pagos y adeudos es mantener el registro de cuentas por 
cobrar. 
 

165. Por otra parte —dada la realidad del Tribunal— el mantenimiento de 
cuentas por cobrar permite establecer un estado de situación financiera, el 
cual, a su vez, posibilita administrar los recursos financieros, provisionar 
y, en definitiva, planificar la sostenibilidad económica y el funcionamiento 
del Tribunal. 

 
166. Otro punto de capital importancia, no solo para el Tribunal, sino también 

para los Países Miembros es que, mediante el registro del estado de 
situación, el Tribunal puede informar a la Comisión, sobre si los países 
mantienen su derecho a voto conforme lo dispuesto en el Artículo 28 del 
Acuerdo de Cartagena, que establece que los Países Miembros pierden el 
mencionado derecho, si incurren en un retraso mayor a cuatro cuotas 
trimestrales. 

 
167. Como se puede apreciar, en este aspecto, el Tribunal no tiene la posibilidad 

de elegir y debe, necesariamente, mantener un registro y control de las 
cuentas por cobrar. Sin embargo, con respecto a la provisión, se debe 
manifestar que antes del año 2019, la única cuenta que estaba provisionada 
era la deuda histórica de Bolivia58. Posteriormente, en el año 2020, se 
estimó contablemente para dicha cuenta, una provisión del 20 %. En 

 
58  La deuda histórica del Estado Plurinacional de Bolivia fue reconocida mediante Oficio 

N° MEFP/VTCP/DGCP/UODP-990-2019 de 21 de octubre de 2019. Dicha deuda 
asciende a la suma de US$ 326.376,70. 
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atención a lo señalado en el informe Final, no se efectuará provisión alguna 
por esta deuda, en el entendido de que, en efecto, se trata de 
contribuciones pendientes de pago. 

 
 

B. Sobre los supuestos problemas administrativos identificados en el 
Informe Final 

 
«PA.1. Los reglamentos sobre funcionarios internacionales, empleados locales y pasantes han 
sido aprobados por el TJCA, sin la intervención de la Comisión o el Consejo Andino de 
Ministros de Relaciones Exteriores. Estos reglamentos internos no definen con claridad la 
estructura del TJCA, tampoco consolidan todos los beneficios económicos del personal, ni 
guardan consistencia con las limitaciones presupuestarias, lo que no sólo comporta problemas 
de funcionamiento y de discrecionalidad, sino también de gastos imprevistos de personal. 
Ambos elementos son fundamentales para dotar de estabilidad al funcionamiento y de 
previsibilidad y de mayor control al gasto presupuestario».  
 
168. El Problema Administrativo 159 señalado en el Informe Final hace 

referencia a que los reglamentos sobre funcionarios internacionales, 
empleados locales y pasantes han sido aprobados por el TJCA, sin la 
intervención de la Comisión o el CAMRE. Al respecto, se coincidirá en 
que las normas rectoras del TJCA le reconocen suficiente autonomía y 
potestad reglamentaria para establecer su organización y funcionamiento, 
y que no está prevista la intervención de la Comisión o del CAMRE para 
cumplir con esa tarea.  

 
169. Al respecto, según lo establecido en los Artículos 22 y 25 del Estatuto del 

TJCA se concede al TJCA la facultad de dictar reglamentaciones generales 
a través de la forma de Acuerdos, y decisiones administrativas de efectos 
particulares mediante actos denominados Resoluciones; y muy 
especialmente el Reglamento de personal donde se establezcan los 
procedimientos de selección, modalidades de contratación, categorías y 
períodos, así como los derechos y obligaciones y el régimen disciplinario 
de sus funcionarios y empleados. 

 
Estatuto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina 

 
«Artículo 22.- Actos administrativos que dicta el Tribunal  
Además de las providencias judiciales, el Tribunal dictará 
reglamentaciones generales bajo la forma de Acuerdos, y decisiones 
administrativas de efectos particulares mediante actos denominados 

 
59  Párrafo 267 del Informe.  
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Resoluciones».  
 
«Artículo 25.- Reglamento interno de personal  
El Tribunal adoptará un Reglamento de personal en el que establecerá los 
procedimientos de selección, modalidades de contratación, categorías y 
períodos, así como los derechos y obligaciones y el régimen disciplinario 
de sus funcionarios y empleados». 
 

170. En ejercicio de la autonomía otorgada y de su potestad reglamentaria, el 
TJCA elaboró los siguientes reglamentos: 

 
• Reglamento de Personal de Empleados Locales del Tribunal de 

Justicia de la Comunidad Andina. 
• Reglamento de Personal de Funcionarios Internacionales del 

Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. 
• Reglamento del programa de pasantías del Tribunal de Justicia de la 

Comunidad Andina. 
 

171. En ninguna de las disposiciones del Tratado de Creación ni del Estatuto 
se establece que el TJCA tenga que contar con la previa intervención o 
autorización de la Comisión o del CAMRE para la elaboración o 
aprobación de sus Reglamentos. Tampoco del texto de la Decisión 471 de 
la Comisión60 «Reglamento de la Comisión de la Comunidad Andina»; ni 
de la Decisión 407 «Reglamento del Consejo de Ministros de Relaciones 
Exteriores» se desprende alguna norma que disponga la competencia para 
intervenir en la aprobación de los reglamentos de los órganos del SAI, 
incluido el TJCA. 

 
172. El Problema Administrativo 1 también hace referencia a que los 

reglamentos internos no definirían con claridad la estructura del TJCA, 
tampoco consolidarían todos los beneficios económicos del personal, ni 
guardarían consistencia con las limitaciones presupuestarias, lo que no 
sólo comportaría problemas de funcionamiento y de discrecionalidad, sino 
también de gastos imprevistos de personal. Ambos elementos son 
fundamentales para dotar de estabilidad al funcionamiento y de 
previsibilidad y de mayor control al gasto presupuestario. 

 
173. Al respecto, se debe señalar que el Reglamento de Personal de Empleados 

Locales del Tribunal, contiene la estructura, derechos y anteriores 
composiciones aplicables al personal local del Tribunal. Sin embargo, el 

 
60  Publicado en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena N° 470 del 17 de agosto de 

1999. 
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Tribunal ha concedido ayudas económicas para paliar la pérdida del poder 
adquisitivo de sus trabajadores locales. No corresponde elevar a nivel 
reglamentario las ayudas económicas concedidas por anteriores 
composiciones del Pleno, porque, caso contrario, cualquier nuevo 
empleado del Tribunal contaría con ese derecho, lo que contradice una 
política de austeridad que busca aminorar gastos, e incluso liquidar de 
forma justa a sus empleados actuales para poder efectuar un cambio del 
régimen laboral del TJCA.  

 
174. En relación con los Funcionarios Internacionales del TJCA, la situación 

se analiza ampliamente a partir del párrafo 167, de este documento.  
 

«PA.2. La composición de un Tribunal con cuatro (4) Magistrados que sesionan en 
salas plenas, en ocasiones genera empates que deben dirimirse con un Magistrado suplente, lo 
que implica dilación en las decisiones y gastos inciertos condicionados a la duración de su 
intervención».  
 
175. La conclusión contenida en el Informe Final evidencia una situación que 

se presenta en la realidad, ya que la composición de un Tribunal con cuatro 
magistrados puede generar, ocasionalmente, empates. Sobre el particular, 
es pertinente señalar que el Tribunal solicitó, en reiteradas oportunidades, 
a las autoridades comunitarias que, ante la denuncia por parte del gobierno 
de la República Bolivariana de Venezuela, que ocasionó el cambio en la 
composición de Magistrados del Tribunal, se determine por la vía 
legislativa un mecanismo que permita resolver los eventuales empates que 
se pueden presentar, con la respectiva provisión presupuestaria para el 
efecto, e incluso presentó dentro del marco del proceso de reingeniería 
propuestas específicas de solución.61  

 
176. No obstante, ante la omisión de las autoridades competentes y frente a un 

evidente vacío legal, fue el propio Tribunal el que solucionó directamente 
esta situación, en cumplimiento de su misión fundamental de administrar 
justicia en la Subregión, mediante la aprobación la Resolución 01-2014 de 

 
61  Ver el Oficio N° 34-PTJCA-2014 de 17 de marzo de 2014 que hace referencia el 

documento «Propuestas del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, en el marco 
del proceso de implementación de reingeniería del sistema andino de integración», 
entre las que se encuentran propuestas para evitar la posibilidad de empates en el TJCA; 
y, el oficio N° 137-P-TJCA-2016 de 15 de septiembre de 2016, mediante el cual se 
remitió al Secretario General de la Comunidad Andina, el documento N° 04-DPT-
TJCA-2016 mediante el cual el Tribunal remitió sus consideraciones preliminares en 
relación con la revisión de los textos normativos vigentes en relación con el sistema de 
solución de controversias de la Comunidad Andina». (Anexo XIV). 
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13 de mayo de 2014, en razón de la imperiosa necesidad de dar debida 
atención a los legítimos requerimientos de los usuarios del Sistema de 
Solución de Controversias de la Comunidad Andina, pese a que no 
contaba con un presupuesto aprobado. Es decir, efectuó una valoración 
en la que prevaleció el aseguramiento de la tutela judicial que merecen los 
usuarios por sobre los avatares financieros de la institución.  

 
177. Este hecho, no solo pone de manifestó la legitimidad de la autonomía del 

Tribunal, ya referida en este documento, sino que evidencia una 
conclusión transversal a todos los aspectos y hallazgos que forman parte 
del Informe Final: Las necesidades y requerimientos del TJCA han 
sido ignoradas de manera permanente. Así, por ejemplo: 

 
• El TJCA es la única institución del SAI que no cuenta con una sede 

propia. 
 

• El TJCA, pese a enviar cada año el proyecto de presupuesto que 
refleja sus necesidades, no cuenta desde el año 2008 con un monto 
presupuestario que considere su real situación financiera ni la realidad 
económica del país sede.  

 
• Recibe los aportes que financian su operación con posterioridad a la 

ejecución del gasto y, en ocasiones, con retrasos considerables. 
 
178. Por otra parte, llama la atención la falta de atención de la que fue objeto el 

Tribunal por parte de los Países Miembros, pese a su reconocimiento 
como «patrimonio mayor de la Comunidad Andina»62, y como «tercera 
corte internacional más activa del Mundo»63. Del mismo modo, el TJCA 
ha recibido el respaldo de otras cortes internacionales64, así como de 

 
62  Informe Final de la consultoría efectuada por la Fundación Getulio Vargas en el marco 

del mandato del proceso de reingeniería referido en la Decisión 773 de 30 de julio de 
2012. 

 
63  Karen J. Alter y Laurence R. Helfer, Transplanting International Courts - The Law and Politics 

of the Andean Tribunal of Justice, Oxford University Press, Oxford, 2017, p. 8 
 
64  Ver comunicación de la Corte de Justicia del Caribe de 12 de agosto de 2020, disponible 

en: 
https://www.tribunalandino.org.ec/transparencia/correspondencia/CJC_12_08_202
0.pdf; y la comunicación de 21 de agosto de 2020 del Tribunal Permanente de Revisión 
del Mercado Común del Sur, MERCOSUR disponible en:  
https://www.tribunalandino.org.ec/transparencia/correspondencia/TPR-21-08-
2020.pdf  
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autoridades administrativas de los Países Miembros65, la academia66 y sus 
usuarios67. Por otra parte, no debe olvidarse que el TJCA es el organismo 
que salvaguarda la estabilidad del Acuerdo de Cartagena y de los derechos 
y obligaciones que de él se derivan68; y, recordar el mandato del Consejo 
Presidencial Andino de culminar el proceso de reingeniería del Sistema 
Andino de Integración y fortalecer el mecanismo de solución de 
controversias, lo que ya fue mencionado en el documento: «Propuestas del 
Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina para lograr el fortalecimiento 

 
 
65  Ver comunicación del Superintendente de Industria y Comercio, Dr. Andrés Barreto, 

disponible en: 
https://www.tribunalandino.org.ec/transparencia/correspondencia/SIC_24_08_202
0.pdf 

 
66  Ver comunicación de 7 de agosto de 2020 de la Sociedad Internacional de Derecho 

Comunitario e Integración – SIDECI, disponible en: 
https://www.tribunalandino.org.ec/transparencia/correspondencia/SIDECI_7_08_
2020.pdf 

 
67  Ver las comunicaciones de 11 de agosto de agosto de 2020 del Centro Colombiano de 

Derecho de Autor – CECOLDA y del Consejo de Cámaras y Asociaciones de la 
Producción de la República del Ecuador; así como las comunicaciones de la Asociación 
Interamericana de Propiedad Intelectual ASIPI de 12 de agosto de 2020 y la Asociación 
Peruana de la Propiedad Intelectual de 14 de agosto de 2020, disponibles en: 

 
https://www.tribunalandino.org.ec/transparencia/correspondencia/CECOLDA_11
_08_2020.pdf 
 
https://www.tribunalandino.org.ec/transparencia/correspondencia/CCAP_11_08_2
020.pdf 
 
https://www.tribunalandino.org.ec/transparencia/correspondencia/ASIPI_12_08_2
020.pdf 
 
https://www.tribunalandino.org.ec/transparencia/correspondencia/APPI_14_08_2
020.pdf 

  
68  Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 

«SEGUROS de que la estabilidad del Acuerdo de Cartagena y de los derechos y 
obligaciones que de él se derivan deben ser salvaguardados por un órgano 
jurisdiccional del más alto nivel, independiente de los Gobiernos de los Países 
Miembros y de los otros órganos del Acuerdo de Cartagena, con capacidad de declarar 
el derecho comunitario, dirimir las controversias que surjan del mismo e interpretarlo 
uniformemente»  
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del Sistema Andino de Solución de Controversias»69 cuya parte pertinente 
corresponde transcribir:   

 
«El 28 de julio de 2011 el Consejo Presidencial Andino emitió la 
“Declaración de Lima”, mediante la cual manifestó su compromiso de 
fortalecer y dar un renovado dinamismo al proceso andino de integración, 
reconociendo la necesidad de emprender un proceso de revisión de la 
estructura institucional y del funcionamiento del SAI70. Posteriormente, el 
18 de noviembre de 2011, a través de la «Declaración de Bogotá», el 
mencionado Consejo Presidencial Andino renovó el compromiso de 
fortalecer la Comunidad Andina y reafirmó su decisión de llevar a cabo la 
reingeniería del SAI»71. 

 
En cumplimiento de las Directrices contenidas en las Declaraciones 

 
69  Documento remitido al CAMRE y a la Comisión mediante los oficios 04 y 05-P-TJCA-

2021 de 20 de enero de 2021. 
 
70  Declaración Presidencial de Lima del 28 de julio de 2011.- 

 
«Los Presidentes del Estado Plurinacional de Bolivia, Evo Morales Ayma; de la 
República de Colombia, Juan Manuel Santos Calderón; de la República del Ecuador, 
Rafael Correa Delgado; y de la República del Perú, Ollanta Humala Tasso, reunidos en 
la ciudad de Lima, con ocasión del XVIII Consejo Presidencial Andino, hemos 
acordado la presente Declaración:  
 
1. Manifestar nuestro compromiso de fortalecer y dar un renovado dinamismo al 

proceso andino de integración, convencidos de sus importantes aportes a la 
integración latinoamericana, así como nuestra coincidencia en la necesidad de 
emprender un proceso de revisión de la estructura institucional y 
funcionamiento del Sistema Andino de Integración. 

(…)». 
 

71  Declaración Presidencial de Bogotá del 8 de noviembre de 2011.- 
 
«Los Presidentes del Estado Plurinacional de Bolivia, Evo Morales Ayma; de la 
República de Colombia, Juan Manuel Santos Calderón; de la República del Ecuador, 
Rafael Correa Delgado; y de la República del Perú, Ollanta Humala Tasso, reunidos en 
la ciudad de Bogotá D.C., el marco de la celebración de la reunión extraordinaria del 
Consejo Presidencial Andino, hemos acordado:  
 
1. Reiterar nuestro compromiso de fortalecer la Comunidad Andina reconociendo 

su acervo institucional histórico. 
2. (…) 
3. Reafirmar nuestra decisión de llevar a cabo la reingeniería del Sistema Andino 

de Integración, con el fin de adecuar la Comunidad Andina a los retos del actual 
contexto internacional. 

(…)». 
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Presidenciales citadas, el CAMRE, reunido en forma ampliada con los 
Representantes Titulares ante la Comisión, adoptó la Decisión 773 de 
fecha 30 de julio de 201272, mediante la cual se encargó la consultoría para 
el proceso de reingeniería del SAI a la CEPAL para evaluar los aspectos 
temáticos, y a la Fundación Getulio Vargas (FGV) para evaluar los 
aspectos institucionales. 
 
En el Informe final presentado por la FGV al CAMRE, en el mes de junio 
de 2013, se destacó que el Tribunal Andino constituye el «patrimonio 
mayor de la Comunidad Andina (…) que no presenta problemas mayores 
(…) siendo [necesario] dinamizarlo y conectarlo a otros organismos 
dentro y fuera de la Comunidad. Por esa razón, las propuestas que tocan 
al Tribunal son primordialmente positivas». No obstante, las propuestas 
relacionadas con el TJCA nunca fueron implementadas. 

 
Con posterioridad y mediante la Decisión 792 de fecha 19 de septiembre 
de 201373, se conformó el Grupo de Alto Nivel que tenía la misión de 
implementar la mencionada reingeniería del SAI. Al efecto, se le encargó 
la revisión del marco institucional, el acervo jurídico comunitario y el 
Sistema de Solución de Controversias de la Comunidad Andina. A inicios 
del año 2014, dicho Grupo de Alto Nivel encargó la revisión de los textos 
normativos vigentes en materia de solución de controversias en la 
Comunidad Andina, a un Grupo Ad Hoc de Solución de Controversias 
conformado por expertos designados por cada uno de los Países 
Miembros, con la finalidad de que presenten las propuestas de reformas 
normativas que consideren pertinentes. A la fecha tampoco se cuenta con 
ningún resultado concreto del trabajo encargado a ambos Grupos. 

 
Ante la continua insistencia del TJCA para encontrar una solución a la 
crisis económica y financiera por la que atraviesa desde el año 2008, en el 
mes de marzo del año 2016, la Comisión creó un Grupo de Trabajo con 
el propósito de evaluar en detalle el presupuesto del Tribunal y su nivel de 
ejecución74. Pese a que el TJCA remitió toda la información requerida y 

 
72  Publicada en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena Nº 2077 del 31 de julio de 

2012. 
 
73  Adoptada en la Trigésimo sétima reunión del CAMRE en forma ampliada con los 

representantes titulares ante la Comisión, publicada en la Gaceta Oficial del Acuerdo 
de Cartagena Nº 2238 del 23 de septiembre de 2013. 

 
74   Decisión 809 de la Comisión de la Comunidad Andina. - 

 
«Disposición Transitoria.- En un plazo de hasta tres meses contados a partir de la 
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celebró varias reuniones presenciales y virtuales con dicho Grupo de 
Trabajo, tampoco fue posible obtener ninguna solución a la urgente 
problemática del Tribunal. 
 
Por el contrario, tres años después y mediante la Decisión 843 de fecha 29 
de abril de 201975, una vez más se creó un Grupo de Alto Nivel para 
abordar la situación del Tribunal. Dicho Grupo aprobó un Plan de Trabajo 
que incluye la contratación de una consultoría externa que, después de un 
primer intento fallido, recién pudo iniciar labores en el mes de noviembre 
del año 2020. 

 
Llama particularmente la atención la disonancia que existe entre el 
mandato claro del Consejo Presidencial Andino —máxima instancia de la 
Comunidad Andina— de fortalecer el proceso de integración y su 
estructura institucional, y la falta de atención oportuna y eficaz por parte 
de las instancias creadas para llevar adelante esa tarea, específicamente en 
relación con el Sistema de Solución de Controversias de la Comunidad 
Andina.  
 
Al respecto, corresponde recordar que en la «Declaración Presidencial de 
Lima: 50 Años de la Comunidad Andina»76, adoptada el 26 de mayo de 
2019, se declara el beneplácito de los Países Miembros por los logros y 
objetivos estratégicos alcanzados en los 50 años de existencia de la 
Comunidad Andina, entre los que se destaca «El ordenamiento jurídico 
andino, que dota de seguridad jurídica a las operaciones de comercio y 
establece derechos a favor de los ciudadanos andinos», ordenamiento que 
sin una Corte que lo declare e interprete de manera uniforme no podría 
generar la mencionada seguridad jurídica.  
 
Asimismo, en la citada Declaración Presidencial se reitera el «firme 

 
publicación de la presente Decisión, el Grupo de Trabajo sobre presupuesto - creado 
por mandato de la Comisión de la Comunidad Andina, el 11 de marzo de 2016- 
evaluará en detalle el presupuesto del Tribunal de Justicia y su nivel de ejecución, entre 
otros, para los años 2013 a 2016, a fin de verificar el monto total del presupuesto 
requerido». 
 

75  Adoptada por la Comisión, publicada en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena 
Nº 3607 del 29 de abril de 2019. 

 
76   Disponible en: 

http://www.comunidadandina.org/Documentos.aspx?GruDoc=06 
Fecha de consulta: 23 de julio de 2021. 
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compromiso de fortalecer y dar un renovado dinamismo al proceso 
andino de integración» y se dispone expresamente que «Se impulsen los 
trabajos del Grupo Ad-Hoc de Solución de Controversias, a través de la 
Secretaria General, con el fin de continuar el proyecto de reforma del 
Sistema Andino de Solución de Controversias».  
 
En virtud de ese mandato, los representantes de los Órganos e 
Instituciones del SAI, reunidos en La Paz, Bolivia, el 4 de octubre de 
201977, reconocieron, en primer lugar, al Sistema Andino de Solución de 
Controversias:  

 
«(…) el cual ha garantizado la prevalencia y aplicación uniforme y 
coherente del ordenamiento jurídico comunitario andino y ha 
orientado a las autoridades administrativas y jurisdiccionales sobre cómo 
entender, interpretar y aplicar el derecho andino, coadyuvando al 
mantenimiento de la paz para beneficio de los Países Miembros, los 
órganos comunitarios y los ciudadanos andinos. (…)». 

 
(Énfasis agregado) 

 
Del mismo modo, declararon que es importante:  

 
«(…) lograr la reforma del Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Andina y asegurar su sostenibilidad económica, lo que permitirá la 
consolidación de un sistema de solución de controversias más 
eficiente y célere que dote de mayor confianza y predictibilidad en la 
aplicación del derecho andino, lo que a su vez coadyuvará a cohesionar 
el proceso de integración andina. (…)». 

 
(Énfasis agregado) 

 
En la Reunión Virtual del Consejo Presidencial Andino, celebrada el pasado 8 de 
julio de 202078, este Órgano dejó claramente establecida una vez más su firme 

 
77   Declaración de La Paz, deIV Reunión de Representantes de Órganos e Instituciones 

del Sistema Andino de Integración.  
 Disponible en:  

https://www.cancilleria.gob.bo/webmre/discurso/3662 
Fecha de consulta: 23 de julio de 2021. 
 

78   Declaración del Consejo Presidencial Andino adoptada en la en la Reunión 
Virtual de fecha 8 de julio de 2020. - 
Disponible en: 
http://www.comunidadandina.org/Prensa.aspx?id=12228&accion=detalle&cat=NP
&title=declaracion-del-consejo-presidencial-andino 
Fecha de consulta: 23 de julio de 2021. 
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voluntad de:  
 

«(…) continuar trabajando en el fortalecimiento del Sistema Andino 
de Integración y la cooperación entre sus actores, para beneficio de 
la integración, la eficiencia del sistema y el cumplimiento de los 
principios y compromisos establecidos en el Acuerdo de 
Cartagena. (…)»  
 
(Énfasis agregado) 

 
Sobre el particular, resulta evidente que la garantía del efectivo 
cumplimiento de dichos principios y compromisos es la vigencia del 
ordenamiento jurídico comunitario andino y la verificación de su eficacia 
por parte del Órgano jurisdiccional del SAI. En esa misma reunión, el 
Consejo Presidencial Andino destacó la necesidad de que: 

 
«(…) los Países Miembros realicen los esfuerzos necesarios para 
finalizar los compromisos derivados del Proceso de Reingeniería 
de la CAN, particularmente sobre la reforma del Sistema Andino 
de Solución de Controversias y el Tribunal Andino de Justicia (…)» 

 
(Énfasis agregado) 

 
Así también, es más que oportuno también recoger la Declaración 
efectuada en el marco de la V Reunión de representantes de los órganos y 
organismos del Sistema Andino de Integración, efectuada el 25 de marzo 
de 2021 en la ciudad de Bogotá: 
 

«La relevancia del Sistema de Solución de Controversias y del 
papel del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina que, como 
guardián del acervo jurídico comunitario ha tenido un rol activo en la 
protección del Acuerdo de Cartagena, los derechos y obligaciones 
reconocidos, así como también en la resolución de controversias en la 
región de manera uniforme, imparcial y coherente; reconociendo la 
importancia de asegurar su fortalecimiento así como su 
sostenibilidad económica, con el propósito de garantizar la seguridad 
jurídica y el estado de derecho en la Subregión Andina.» 

 
(Énfasis agregado) 

 
Y, finalmente, cabe traer también a colación las palabras del Presidente del 
Ecuador, efectuadas en la XXI Reunión del Consejo Presidencial Andino, las 
cuales fueron expresadas en su calidad de flamante Presidente Pro Tempore de 
la Comunidad Andina: 
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«El importante marco jurídico que sustenta el sistema andino de 
integración debe seguir fortaleciéndose, por ello el Ecuador 
continuará apoyando la consolidación de la CAN a través del trabajo en 
los diferentes órganos, su reingeniería, el análisis del proceso en su 
conjunto, y la revisión normativa. Nos proponemos asimismo 
fortalecer la labor del Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Andina mediante acciones que aseguren su institucionalidad, su 
estabilidad presupuestaria y la logística básica para el 
cumplimiento de sus funciones» 
 
(Énfasis agregado) 

 
179. Por último, con el fin de que se cuente con toda la información relevante, 

es pertinente informar los costos que se han generado por la participación 
de Magistrados Suplentes entre 2014 y 2019: 
 

Cuadro N° 18 
Montos por participación de Magistrados Suplentes del 2014 al 2019 (en USD) 

 

Año Magistrado 
Suplente Detalle 

Valor 
Honorario 
o viático 

2014 Dr. Juan José Ruda  Tres días de viáticos para intervenir en la Sesión Judicial del 
proceso N° 1-DL-2014  612,00  

2014 Dr. Hernán Romero Honorario por intervención en el proceso N° 2-AN-2012  900,00  
  TOTAL año 2014 1.512,00  
2015 Dra. Martha Rueda Honorario por intervención en el Proceso N° 1-AN-2014 900,00  
2015 Dr. Hernán Romero Honorario por intervención en el Proceso N° 1-AI-2013 900,00  

2015 Dra. Martha Rueda Honorario por intervención en el Proceso N° 1-AN-2014  900,00  

2015 Dra. Martha Rueda Honorario por intervención en el Proceso N° 1-AN-2014 900,00  

2015 Dr. Juan José Ruda  2 días de viáticos intervención en la Audiencia de 
Conciliación dentro del Proceso N° 1-Dl-2014 408,00  

  TOTAL año 2015 4.008,00  

2016 Dra. Martha Rueda 
Honorarios por participación en la Sesión Judicial del 29 de 
Septiembre de 2015 por Video Conferencia Dentro del 
Proceso N° 1-AN-2014 

900,00  

2016 Dr. Rafael Vergara Participación en el debate del Informe Presentado dentro del 
Proceso N° 1-AN-2014 900,00  

  TOTAL año 2016 1.800,00  

2017 Dr. Hernán Andrade  Honorario Magistrado Suplente Sesión Judicial Proceso N° 
4-AN-2015  900,00  

2017 Dr. Rubén Saavedra Honorario Magistrado Suplente Sesión Judicial Proceso N° 
1-AI-2017  900,00  

  TOTAL año 2017 1.800,00  

2019 Dr. Rubén Saavedra 
Honorarios participación Sesión Judicial N°32-J-TJCA-
2018/ Sesión Judicial N° 03-J-TJCA-2019/Sesión Judicial 
N° 07-J-TJCA-2019/ Sesión Judicial N°14-J-TJCA-2018 

3.600,00  
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  TOTAL año 2019 3.600,00  
  TOTAL GENERAL 12.720,00  

Elaboración propia. 
 
«PA.3 Los escasos requisitos y procedimientos para la designación de magistrados no favorece 
que los seleccionados tengan una experticia y experiencia en Derecho Comunitario Andino ni 
en las ramas afines para el ejercicio de su función judicial. Representantes de los gobiernos han 
expresado la conveniencia y hasta la necesidad de mejorar el sistema de selección de 
magistrados, en la medida en que el sistema actual podría haber sido una de las razones de 
alguna jurisprudencia mejorable y de dilaciones procesales, debido a la necesidad de tener que 
ir adquiriendo conocimiento sobre el derecho andino y sus especificidades»79.  
 
180. El perfil de los Magistrados y el procedimiento de su elección están 

previstos en los Artículos 6 y 7 del Tratado de Creación, por lo tanto, 
cualquier modificación requiere que se active el mecanismo propio de 
reforma de un Tratado internacional, de conformidad con lo previsto en 
la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados de 1969, lo 
dispuesto en el propio Tratado, y las disposiciones constitucionales y 
legales nacionales que resulten aplicables.  

 
181. Al respecto, es pertinente resaltar que el propio Informe Final de la 

consultoría, dice: 
 

«En relación con el “perfil idóneo” de magistrado, el equipo consultor 
considera que no debe pronunciarse expresamente sobre esta cuestión por 
tratarse de una cuestión sensible y, en todo caso, competencia de los Países 
Miembros y, en su caso, del Comité Técnico de Selección (CTS). Ahora 
bien, el equipo consultor considera que la “idoneidad” de los candidatos 
debe ser directamente proporcional a la competencia material del TJCA. 
Esto es, el perfil más idóneo será aquel que más se acerque, en experiencia 
y formación, al derecho comunitario andino». 80  

 
«PA.4. El desgaste y tensiones que generan los asuntos administrativos, para el 
Presidente, Magistrados y el Secretario, distraen y afectan seriamente la función judicial, que 
es la razón de ser del TJCA. Se observa que, en algún año, el número de sesiones 
administrativas es equivalente a las sesiones judiciales. El informe de gestión del año 2016 
refiere 34 sesiones judiciales y 30 sesiones administrativas. El de 2015 sólo alude a 40 
sesiones judiciales; el de 2017, sólo alude a 28 sesiones judiciales; y el de 2019 sólo alude a 

 
79  Párrafo 269 del Informe Final. 
 
80  Párrafo 530 del Informe Final. 
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35 sesiones administrativas81».  
 
182. La preocupación expresada en el Informe Final sobre este particular es 

correcta. El Presidente, los Magistrados y el Secretario ven afectado el 
tiempo de dedicación a la función judicial, porque como es evidente, es 
necesario resolver una serie de cuestiones administrativas, entre las que se 
destacan las dificultades financieras provenientes, precisamente, de la falta 
de un presupuesto actualizado, o de la falta de pago oportuno de las 
contribuciones de los Países Miembros. Un número importante de 
sesiones administrativas, reuniones internas, reuniones con autoridades 
nacionales, recopilación, sistematización y análisis de información, así 
como elaboración de informes y estudios, están destinadas a buscar 
soluciones o alternativas que aseguren la continuidad de la operación 
financiera del TJCA o su sostenibilidad económica, y sobre todo, a 
procurar contar con recursos suficientes para no dejar de atender al pago 
de la remuneración que permita la subsistencia de las familias de los 
funcionarios que laboran en el Tribunal. 

 
183. Naturalmente, esto no sucedería si existiera un presupuesto actualizado y 

aprobado en la debida forma, y si los recursos fueran asignados con 
anterioridad a la ejecución del gasto, como ocurre en todas dependencias 
públicas de los Países Miembros. Así, se evitaría el innecesario desgaste de 
tiempo y esfuerzo del Presidente, los Magistrados y el Secretario, así como 
se reducirían las tensiones y preocupaciones decurrentes de la permanente 
y precaria situación de emergencia financiera. Consecuentemente, sería 
posible dedicar el mayor tiempo posible a la resolución de los asuntos 
jurídicos. 

 
184. Por otra parte, no se puede dejar de mencionar que, en resguardo de la 

independencia judicial, no sería admisible que los asuntos administrativos 
que corresponden al Tribunal sean atendidos por otro organismo del SAI, 
aspecto que lejos de solucionar el problema central, podría generar 
conflictos administrativos, entre el órgano jurisdiccional de la Comunidad 
Andina y un potencial sujeto activo o pasivo de los procesos judiciales que 
se ventilan ante el TJCA. La justicia necesita independencia, autonomía y 
libertad para funcionar de forma adecuada. 

 
«PA.5. A la remuneración básica (US$8.800 mensuales, en el 2020) de los Magistrados, 
se suman varios beneficios económicos que componen los ingresos de los Magistrados: subsidio 
familiar (entre $440 y $968), subsidio de vivienda ($1.500), gastos de movilización ($880) 

 
81   Párrafo 270 del Informe Final. 
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y gastos de representación ($880). A estos ingresos hay que añadir el aporte del TJCA al 
fondo de previsión. Los ingresos totales de los Magistrados se encuentran entre $12.500 y 
$13.028 mensuales, más el aporte del 15% de la remuneración que realiza el TCJA al fondo 
de previsión. Todos los beneficios recibidos por los Magistrados son percibidos de acuerdo con 
el Reglamento de funcionarios internacionales aprobado por el TJCA».  
 
185. Este señalamiento ha sido explicado en los párrafos 21 a 24 de este 

documento; no obstante, es necesario mencionar tres consideraciones:  
 
- Como consecuencia de la denuncia del Acuerdo de Cartagena por 

parte de Venezuela, el presupuesto del Tribunal se redujo y, en 
consecuencia, las remuneraciones de los Magistrados fueron reducidas 
en el año 2006, mediante la Decisiones 643;  

- La estructura de los sueldos de los Magistrados es la misma, sin 
alteración alguna, que la establecida en el 2008 por la Comisión, 
mediante Decisión 680, motivo por el cual, no se comprende por qué 
puede considerarse como un problema administrativo que, en la 
actualidad, se mantenga la misma estructura de remuneraciones y 
beneficios del 2008 (a no ser para respaldar que el presupuesto es 
insuficiente); y,  

- Las remuneraciones y beneficios contemplados en la Decisión 680 
guardan armonía con los ingresos y beneficios que perciben otros 
funcionarios de la Comunidad Andina, con un nivel jerárquico similar. 

 
«PA.6. Los derechos y beneficios económicos de los funcionarios internacionales no se 
encuentran en una norma que brinde una razonable estabilidad y certidumbre al personal. 
Las decisiones administrativas que toman en forma colegiada los propios Magistrados 
determinan no solo las fuentes de los derechos, sino también las obligaciones de los funcionarios 
del Tribunal y no se derivan de un Estatuto que las reglamente».  
 
186. En el Informe Final se analizan los derechos y beneficios de los 

funcionarios internacionales en la sección III.4, la cual, lleva por título: 
«Situación Financiera del TJCA - Remuneraciones y beneficios 
económicos de los Magistrados y Funcionarios Internacionales». En dicha 
sección, se cita y desmenuza el texto actualizado y editado del Reglamento 
de Personal de Funcionarios Internacionales del Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Andina aprobado por Acuerdo 04/2019 del Tribunal de 
Justica de la Comunidad Andina de fecha 27 de marzo de 2019 (en 
adelante, el Reglamento de Personal de FI), sin hacer alusión alguna a 
una supuesta falta de estabilidad de los funcionarios internacionales. 

 
187. Adicionalmente y para mayor claridad, la Sección III.4 del Informe Final 
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no contiene ninguna afirmación expresa o implícita sobre una supuesta 
causa o razón, de la que se pueda desprender que no se garantiza una 
razonable estabilidad para los funcionarios internacionales del TJCA. Al 
contrario, el contenido de esa sección se centra en el análisis de la norma 
de personal citada. 

 
188. Llama la atención, también, que se haya llegado a la conclusión señalada, 

sin realizar un análisis sobre el objeto y contenido de los contratos que 
suscriben los abogados asesores y el Jefe Administrativo Financiero. Si el 
Consorcio hubiera analizado este aspecto, hubiera evidenciado que los 
derechos y obligaciones previstos contractualmente, se encuentran en 
armonía con el Reglamento de Personal de FI. 

 
189. Algo similar sucede con la situación del Secretario del TJCA, ya que en la 

sección que se comenta, no es posible apreciar un análisis sobre sus 
derechos y obligaciones, los cuales se encuentran previstos en el Estatuto 
del TJCA y en el Reglamento Interno del TJCA. Entre esas disposiciones, 
el Artículo 17 del Estatuto del TJCA establece lo siguiente: 

 
«Artículo 17.- Nombramiento y período 
El Tribunal nombrará su Secretario para cumplir un período de tres años y 
podrá reelegirlo por una sola vez. 
 
El cargo de Secretario se rotará entre los Países Miembros. 
 
El Secretario tomará posesión del cargo en el Tribunal, previo el juramento 
de rigor ante el Presidente». 

 
190. Como se puede apreciar, se encuentra regulada la duración máxima del 

ejercicio de funciones del Secretario del TJCA (tres años, con posibilidad 
de reelección por una sola vez), aspecto que, sin duda, otorga la suficiente 
estabilidad laboral.   

 
191. Por otra parte, la Sección III.4 del Informe Final contiene tres 

afirmaciones que no tienen sustento y que, por lo tanto, merecen ser 
aclaradas: 

 
«[124] Las remuneraciones de los Magistrados no son fijadas por los 
órganos con competencia normativa de la CAN (Comisión o Consejo 
Andino de Ministros de Relaciones Exteriores). La evolución de las 
remuneraciones obedece a decisiones que toman en forma colegiada los 
propios Magistrados».  
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192. Tal como ha sido explicado anteriormente82, las remuneraciones de los 
Magistrados sí han sido fijadas por los órganos con competencia 
normativa de la CAN. En efecto, se hizo a través de la Decisión 680, que 
fue adoptada sobre la base de una estructura de gastos aprobada por la 
Comisión que, se reitera, permanece inalterada hasta el presente, sin que, 
en ningún caso, los distintos colegiados de Magistrados que ejercieron esta 
dignidad hayan tomado decisiones diferentes sobre el particular.  

 
«[130] El TJCA nos ha proporcionado las nóminas mensuales del personal 
bajo régimen internacional y local, sobre lo que presentamos la 
información agregada y desagregada, sin embargo la información tiene 
diferencias con los estados financieros, información que también es 
diferente a la presentada en los informes de gestión anuales». 

 
193. El Consorcio no especifica cuál es la información concreta que 

supuestamente contiene inconsistencias. Al respecto, es esencial 
identificarla debidamente para dar una explicación detallada o, por lo 
menos, verificar a qué periodo corresponde. La falta de una referencia 
concreta en la Sección III.4 y en el PA.6., junto con el hecho de que al 
Tribunal solo se le ha enviado el archivo en Word del Informe Final, sin 
su documentación de respaldo, no permite hacer la comprobación 
correspondiente, ni una determinación del momento de la supuesta 
inconsistencia. 

 
«[136] En el año 2020, se identificó que para el personal internacional, no 
en todos los meses se descontó el 9% de aporte personal al Fondo de 
Previsión, y el aporte del 15% del TJCA al fondo de provisión fue pagado 
directamente en las nóminas a los magistrados y personal internacional, en 
lugar de ser pagado al fondo para su acumulación. Debido a esto, 
presentan en las nóminas “Otros Ingresos”, que para Magistrados suma a 
Octubre 2020 US$37.524, para el Secretario y Jefe Administrativo 
US$4.996 y para Asistentes US$8.814.  Este procedimiento difiere de lo 
establecido en el Reglamento del Fondo de Previsión, ya que podrían 
retirar sus aportes después de un año de aporte y hasta un límite del 20% 
por año». 

 
194. En relación con esta afirmación, es necesario que se contextualice en 

debida forma lo sucedido en el año 2020. En este año, como es de 
conocimiento público, el Tribunal atravesó una de sus crisis económicas 
más graves: no contaba con recursos suficientes para para hacer frente a 
sus obligaciones sociales o a sus proveedores, e incluso estuvo a punto de 
ser desalojado de su sede.  

 
82  Ver párrafos 21 a 24 de este documento. 
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195. Esa circunstancia excepcional —reflejo de la demora de pago de las 

contribuciones de un presupuesto insuficiente— provocó que la 
Asamblea General de Afiliados del Fondo de Previsión de Magistrados y 
funcionarios Internacionales solicitara83, en su calidad de acreedor de una 
obligación del Tribunal, que el pago del aporte institucional sea hecho de 
forma directa en las cuentas de los afiliados. El Tribunal aceptó84 dicha 
solicitud como una forma de coadyuvar a que sus funcionarios y familias 
cuenten con una fuente de ingresos que les permita ahorrar, de cara a un 
escenario, factible en esos momentos, de que no contarían con sus 
remuneraciones. Cabe mencionar además que, una vez superada la crisis 
económica con el préstamo concedido por la Secretaría General, previa 
autorización de la Comisión, se retomó el pago normal de los aportes 
institucionales al Fondo de Previsión.  

 
«PA.7. Es discutible que el TJCA esté obligado a sujetarse a la legislación y 
jurisdicción ecuatoriana en las relaciones y controversias que se presenten con sus empleados 
locales. La Corte Nacional de Justicia del Ecuador considera que no tiene competencia para 
conocer controversias entre el TJCA y sus empleados locales. La aplicación de la legislación 
laboral ecuatoriana para los empleados locales puede resultar onerosa para el limitado 
presupuesto del TJCA.»85 
 
196. El Tribunal coincide con esta conclusión del Informe Final. No obstante, 

en el actual contexto, el TJCA no podría tomar una decisión unilateral que 
implique el desconocimiento de los derechos laborales de sus funcionarios 
o empleados. De tal manera que, para que opere el cambio de régimen 
propuesto, es indispensable que se asegure el pago de una liquidación justa 
a todos aquellos empleados que, eventualmente, resulten desvinculados de 
la institución. 

 
197. Al respecto, es pertinente tomar en cuenta las siguientes secciones del 

Informe Final: 
 

«Recomendamos autorizar al Tribunal el uso de los recursos necesarios 
para la liquidación de los funcionarios locales que actualmente se 
encuentran bajo el régimen laboral ecuatoriano. Según cálculos del equipo 

 
83  Oficio N° 01-Asamblea FdP-TJCA-2020 de 19 de abril de 2020. 
 
84  Acta 11-AA-TJCA-2020- Extraordinaria de 20 de abril de 2020. 
 
85  Párrafo 273 del Informe Final. 
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consultor, dichas liquidaciones podrían tener un costo estimado de 
$90.000 al 31 de enero de enero de 2021, si no se llegaran a acuerdos con 
funcionarios que pudieran mantenerse en la planta del Tribunal bajo un 
nuevo régimen de funcionarios locales»86 
 
«Este régimen jurídico debiera regular las categorías, las modalidades de 
contratación, los beneficios, los derechos, obligaciones, impedimentos y 
proceso de contratación, evaluación, sanciones de los funcionarios 
internacionales y locales. De manera que los funcionarios locales no 
debieran regirse por el derecho laboral del país sede, sino por el régimen 
estatutario de la organización internacional, tal ocurre con la Secretaría 
General de la CAN y, en general, los organismos internacionales».87 

 
198. El TJCA está dispuesto a llevar adelante un cambio de régimen para los 

empleados locales. Sin embargo, para llevar adelante esta tarea es 
imprescindible, como ya se mencionó, contar con los recursos necesarios 
que permitan liquidar de forma justa a los empleados actuales. En ese 
sentido y para materializar esta alternativa se requiere un aporte 
adicional de los Países Miembros, que sería cancelado por una sola vez, y 
que permitiría no solamente optimizar los escasos recursos del Tribunal 
sino que, fundamentalmente evitaría que se concreten en el breve plazo 
una serie de contingentes como la jubilación patronal que deberá ser 
reconocida a algunos de los empleados en los siguientes años. 

 
«PA.8. Las remuneraciones del personal del TJCA, incluidos los Magistrados no son 
fijadas por los órganos con competencia normativa de la CAN (Comisión o Consejo Andino 
de Ministros de Relaciones Exteriores). Responden a actuaciones administrativas que deciden 
en forma colegiada los propios Magistrados. La evolución de estos conceptos obedece a estas 
decisiones». 
 
199. Esta afirmación no es correcta, especialmente en relación con los 

Magistrados, pues sus remuneraciones tienen origen en la Decisión 608 y 
está fue creada bajo una estructura de partidas y rubros que se mantiene 
prácticamente inalterada. Por otra parte, la consultoría no toma en cuenta 
la realidad, la pérdida del poder adquisitivo, la elevación de las 
remuneraciones en general en el Ecuador, la elevación de las obligaciones 
salariales por efecto de la legislación ecuatoriana. 

 

 
86  Párrafo 333 del Informe Final. 
 
87  Párrafo 476 del Informe Final. 
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200. Pero por sobre todo el Tribunal considera necesario señalar nuevamente 
que su colegiado jamás ha decidido de forma independiente elevar sus 
remuneraciones. Los ingresos que perciben los Magistrados permanecen 
inalterados desde el 2008, y guardan concordancia con los ingresos de las 
autoridades de su misma jerarquía dentro de la Comunidad Andina.  

 
«PA.9. En el capítulo de viajes de los magistrados y de los funcionarios, se han 
evidenciado problemas relativos a la laxitud del proceso de aprobación y de justificación de los 
mismos. En algunos casos no ha sido posible identificar los conceptos ni la justificación de 
cantidades importantes destinadas a viajes. Se hace necesario establecer un procedimiento 
reglado de autorización y de justificación de viajes de servicios, en línea con lo establecido en el 
Tratado de Creación del Tribunal, pues el Reglamento de Personal de Funcionarios 
Internacionales parece haber ido más allá de lo dispuesto por el Tratado».  
 
201. En el Informe Final se sostiene, equivocadamente, que parece ser que el 

Reglamento de Personal de FI ha ido más allá de lo establecido en el 
Tratado de Creación, en lo que respecta al proceso de autorización y 
justificación de viajes.  

 
202. Es una apreciación subjetiva en la que, no se considera que se trata de una 

alta Corte Internacional, ni tampoco que está compuesta por cuatro 
Magistrados que ostentan la calidad de Jefes de Misión Diplomática, por 
lo que, no se puede tener como única premisa para justificar un viaje, la 
difusión del Derecho Comunitario Andino. Por otra parte, tampoco se ha 
considerado que el TJCA es una organización comunitaria que forma parte 
del SAI y que, en tal calidad, tiene la obligación de participar en reuniones 
con los diferentes órganos e instituciones que componen ese Sistema; así 
como, con autoridades nacionales, reuniones que forman parte del 
ejercicio de la actividad misional del Tribunal. 

 
203. Para mayor claridad, en el Informe Final se sostiene que las categorías de 

viaje previstas en el Reglamento de Personal de FI, son tan «amplias que 
permiten dar cabida a múltiples y muy heterogéneos conceptos de viajes, 
prácticamente sin ningún tipo de limitación».88 De una simple revisión del 
Artículo 52 del Reglamento de Personal de FI, se puede colegir que esta 

 
88  Ver párrafo 197 del Informe Final. 
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afirmación es equivocada, tal como se puede evidenciar a continuación89: 
 

i) Reuniones presidenciales: 
 

Estos viajes se producirían cuando se reúna el Consejo Presidencial 
Andino y se convoque al Tribunal. Al respecto, no se tiene registro 
de ningún viaje efectuado por el Presidente o los Magistrados a 
dichas reuniones, en los últimos diez años. 

 
ii) Reuniones con los órganos e instituciones del Sistema Andino de 

Integración: 
 

De conformidad con el Artículo 7 del Acuerdo de Cartagena, el SAI 
tiene como finalidad la coordinación efectiva de las actividades de 
todos los órganos e instituciones que lo conforman. Así, en el 
Artículo 9 de dicho Acuerdo, se establece que la Presidencia Pro 
Tempore del CAMRE convocará y presidirá sus reuniones, las cuales, 
de acuerdo con el Artículo 10 del mismo Acuerdo, deberían 
celebrarse de manera ordinaria, una vez al año.  

 
No obstante, lo anterior, en los últimos diez años, los representantes 
del TJCA, únicamente asistieron a dos reuniones del SAI que fueron 
convocadas por Bolivia, en el mes de octubre de 2019 y por 
Colombia, en el mes de marzo del presente año. Por otra parte, el 
Tribunal acudió también a Períodos de Sesiones de la Comisión, a 
los cuales fue convocado. Del mismo modo, participó en reuniones 
convocadas por la Secretaría General en la ciudad de Lima, y en 
alguna ocasión, a reuniones convocadas por el Parlamento Andino 
en la ciudad de Bogotá. 

 
iii) Reuniones de alto nivel:  

 
89  Texto actualizado y editado del Reglamento de Personal de Funcionarios 

Internacionales del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. -  
 
«Artículo 52.- El Tribunal participará, entre otros, en las siguientes reuniones:  
Reuniones presidenciales; 
Reuniones con los órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración; 
Reuniones de alto nivel; 
Reuniones y seminarios de tipo profesional y académico; 
Visitas de intercambio institucional; 
Asistencia a actos protocolares de interés para el proceso de integración y, 
Reuniones con otros organismos». 

 



Página 88 de 134 
 

 
Al respecto, los representantes del Tribunal asistieron y participaron 
por video conferencias, en las reuniones que fueron convocadas por 
el Grupo de Alto Nivel creado mediante la Decisión 792 encargado 
de impulsar la reingeniería, así como a aquellas convocadas por los 
Grupos Ad Hoc sobre solución de controversias y sobre presupuesto 
del Tribunal. 

 
iv) Reuniones y seminarios de tipo profesional y académico: 

 
Como las que se producen, por ejemplo, cuando el Tribunal o sus 
funcionarios realizan capacitaciones sobre el Derecho Comunitario 
Andino. Al respecto, desde el año 2014 se estableció como política 
institucional que los Magistrados y funcionarios únicamente 
participarían en los eventos académicos en los que intervendrían 
como ponentes o expositores, y que estén vinculados con la actividad 
misional de la institución. Asimismo, se dejó claramente establecido 
que se procuraría que las instituciones que formulan la invitación 
cubran los gastos de traslado y viáticos que correspondan. De manera 
excepcional, el TJCA cubre esos costos. 
 

v) Visitas de intercambio institucional:  
 

No se han producido. 
 

vi) Asistencia a actos protocolares de interés para el proceso de 
integración: 

 
El Tribunal ha sido invitado, ocasionalmente, a los actos 
conmemorativos de la fundación de la Comunidad Andina que 
anualmente organiza la Secretaría General en la ciudad de Lima; y del 
mismo modo, en ocasiones recibió la invitación para participar en los 
actos de posesión de los Presidentes de los países que conforman la 
Comunidad Andina90. 
 

vii) Reuniones con otros organismos: 
 
Como las que se producirían, por ejemplo, en el caso de que el 
Presidente o los Magistrados sean invitados a contar la experiencia 
del organismo jurisdiccional andino ante otras instituciones 

 
90  Ver Nota N° MREMH-DCP-2021-1000-N de 7 de junio de 2021 (Anexo XV). 
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nacionales o internacionales. 
 
204. Con el mayor de los respetos al Consorcio, si se hubiera tomado en cuenta 

la naturaleza del Tribunal y la categoría que ostentan los Magistrados, y no 
solo del Artículo 45 del Tratado de Creación, que establece la obligación 
de coordinar reuniones para la difusión del derecho comunitario, se habría 
concluido que el Reglamento de Personal de Funcionarios Internacionales 
del TCJA, especialmente su capítulo de viajes, no se extralimita de forma 
alguna. 

 
205. Finalmente, en este punto, el Informe Final debió recoger los esfuerzos 

específicos efectuados por el Tribunal para reducir los costos generados 
por viajes, el cual ha sido ya establecido mediante el cuadro N° 4, que 
contiene el detalle de los gastos de viajes de los años 2017 a 2020: 

 
Cuadro N° 19 

Detalle de los gastos de viaje del 2015 al 2020 (en USD) 
 

Rubro/Año 2017 2018 2019 2020 
Viáticos 33.959,26  19.030,16  7.849,00  2.085,00  
Pasajes 27.322,91  19.295,99  9.455,11  5.253,62  
Otros relacionados 4.560,00  728,80  212,42  21,13  
Gasto Total 65.842,17  39.054,95  17.516,53  7.359,75  

Elaboración propia. 
 
206. De la misma manera, tampoco se hizo alusión en el Informe, a ejemplos 

específicos en los cuales los Magistrados prescindieron del cobro de 
viáticos u optaron por cobrar un viático menor al que tenían derecho, 
ejemplo de ello, se puede encontrar en los siguientes casos: 

 
• Asistencia de los cuatro Magistrados al acto conmemorativo 

organizado por la Secretaria General por motivo de los 50 años de 
creación de la Comunidad Andina, realizado en la ciudad de 
Cartagena, Colombia, los días 21 y 22 de noviembre de 2019. 

 
207. En estricto sentido a lo dispuesto en el Artículo 56 del Reglamento de 

Personal de Funcionarios Internacionales del Tribunal, el viático que se 
reconoce debe cubrir todos los gastos de los viajes de servicio e incluye el 
día de partida y el de llegada; sin embargo, en el caso mencionado el 
Tribunal resolvió aprobar viáticos por dos días, es decir el 21 y 22 de 
noviembre de 2019, cuando correspondía a cada Magistrado que se le 
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reconozcan 4 días.91 
 
• Asistencia de los cuatro Magistrados a la reunión del Sistema Andino 

de Integración realizado en la ciudad de La Paz, Bolivia, los días 03 y 
04 de octubre de 2019. 

 
208. Al igual que en el caso anterior, se reconoció a los Magistrados el pago de 

viáticos por tres días cuando lo que les correspondía en este caso era el 
pago de 4 días.92 

 
209. Es decir, nuevamente, en el Informe Final se ha obviado realizar un 

diagnóstico actual de la situación del Tribunal y, en su lugar, se ha centrado 
en aspectos del pasado que, además no han sido correctamente explicados 
ni contextualizados. 

 
«PA.10. A la luz de las actuales funciones del personal se encuentran algunas oportunidades 
de optimización y mejora de la estructura organizacional. En la planta administrativa es 
posible evaluar opciones para aprovechar de mejor manera los recursos, incluyendo la necesidad 
del número de secretarias y conductores. Igualmente, en el caso de los equipos técnicos de las 
Magistraturas, se observa una organización poco clara y funciones similares entre Abogados 
Asesores, Consultores, Asistentes Judiciales e incluso entre Pasantes remunerados». 
 
210. El Tribunal concuerda con el Consorcio en que es posible optimizar la 

estructura orgánica y administrativa de personal. Es por ello que, con el 
mismo propósito y espíritu proactivo que ha motivado la presentación de 
propuestas encaminadas a fortalecer al Sistema Andino de Solución de 
Controversias y alcanzar su sostenibilidad económica, como son: el 
planteamiento acerca del precedente de observancia obligatoria; el cobro 
de tasas judiciales; y, el fortalecimiento de la función arbitral; el Tribunal 
presenta, a continuación, dos alternativas de reestructuración destinadas a 
optimizar su organización y funcionamiento.  

 
211. Con carácter previo, es oportuno mencionar que, en cualquiera de las 

opciones propuestas, resulta indispensable contar con recursos adicionales 
por un monto de US$ 88.000,00 con el propósito de liquidar de forma 
justa a los funcionarios locales. Este paso previo permitirá cambiar la 
estructura y/o lograr ahorros importantes con un nuevo régimen laboral 
que no esté vinculado directamente con la legislación laboral ecuatoriana. 

 
 

91  Ver Acta 27-A-TJCA-2019 de 10 de septiembre de 2019 (Anexo XVI). 
 
92  Ibidem. 
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212. Propuesta 1. – La primera propuesta está encaminada a fortalecer el 
apoyo técnico que se brinda a las Magistraturas, y, al mismo tiempo, 
reducir la cantidad de empleados locales para alcanzar un grado de gestión 
funcional, con un menor número de personal administrativo. La nueva 
estructura que se propone estaría conformada de la siguiente forma: 

 
• El Pleno del Tribunal, máxima instancia del TJCA, conformado por 

los cuatro magistrados. 
• La Presidencia, autoridad ejecutiva que ejerce la representación del 

Tribunal. 
• Cuatro Magistraturas: 

 
o A cargo de cada uno de los Magistrados principales, que contarían 

con los mismos derechos y beneficios con los que cuentan 
actualmente;  

o Un Abogado Senior, con categoría de funcionario internacional, 
que tendría derecho, además del correspondiente haber básico, a 
una bonificación de fin de año, y a formar parte del Fondo de 
Previsión del TJCA; y,  

o Un Asistente Judicial, con categoría de funcionario local, quien 
tendría derecho a percibir un haber básico y una bonificación de 
fin de año  

 
• Secretaría del TJCA, quien bajo la autoridad de la Presidencia, estaría 

conformada por: 
 

o El Secretario, que tendría los mismos derechos y beneficios con 
los que cuenta actualmente;   

o Un Asistente Judicial, con categoría de empleado local, que tendría 
que ser un profesional abogado, habilitado para el ejercicio de la 
profesión en uno de los Países Miembros; y,  

o Un Auxiliar, con categoría de empleado local, que colaboraría con 
las tareas administrativas y de gestión documental a cargo de la 
Secretaría 
 
El Asistente Judicial y el auxiliar percibirían un haber básico y una 
bonificación de fin de año. 
 

• La Jefatura Administrativa y Financiera, compuesta por el Jefe 
Administrativo y Financiero, con categoría de funcionario internacional y 
un Asistente Administrativo con categoría de funcionario local. 
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• Un pool compuesto por dos secretarias y dos choferes —funcionarios 
locales con derecho al correspondiente haber básico y una bonificación de 
fin de año— que, bajo la dirección de la Jefatura Administrativa y 
Financiera, darían apoyo a las cuatro magistraturas. 

 
Un diagrama de la estructura planteada es el siguiente: 
 

Gráfico N° 1 
Estructura propuesta con optimización de recursos 

 
 

 
Elaboración propia. 
 
213. Esta nueva estructura, que a diferencia de lo planteado por el Consorcio 

no incrementa la burocracia del Tribunal, tendría por efecto reforzar el 
personal técnico, mediante la contratación de asistentes judiciales, tanto 
para las Magistraturas como para la Secretaría del Tribunal, así como 
optimizar las tareas del personal de apoyo, el cual estaría concentrado en 
un pool de funcionarios al servicio de las cuatro magistraturas. 

 
214. En ese punto, es pertinente que se tome en cuenta que la estructura que 

se plantea, en número de personal, es muy similar a la que tiene la Corte 
del Acuerdo que constituyó la Asociación Europea de Libre Comercio 
(conocida como EFTA por sus siglas en inglés). Con el añadido que esta 
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Corte con jurisdicción sobre Islandia, Liechtenstein y Noruega, no es 
comparable en tamaño al TJCA, ya que es un órgano jurisdiccional 
supranacional integrado por solo tres magistrados. 

 
215. De acuerdo con la página web de dicha Corte, la integración del personal 

(Magistrados y su apoyo) es la siguiente: 
 

CORTE EFTA93 
Organización general: 3 Jueces permanentes, 1 Secretario General, 1 
Director Financiero. 

 
1. Presidente: Páll Hreinsson 
 
-  Ólafur Ísberg Hannesson – Secretario Legal 
-  Kristjan Jónsson – Secretario Legal 
-  Hrafnhildur Mary Eyjólfsdóttir – Asistente Personal 

 
2. Juez: Per Christiansen 
-  Håvard Ormberg – Secretario Legal 
-  Hanna Faksvåg – Secretaria Jurídica 
-  Marie Smedås Munthe-Kaas – Secretaria Jurídica 
-  Silje Næsheim – Asistente Personal 

 
3. Juez: Bernd Hammerman 
-  Michael-James Clifton – Secretario Legal 
-  Hans Ekkehard Roidis-Schnorrenberg – Secretario Jurídico 
-  Kerstin Schwiesow – Asistente Personal 
 
Secretario General: Ólafur Jóhannes Einarsson 
-  Candy Bischoff – Asistente Administrativa 
-  Birgir Hrafn Búason – Abogado administrador principal 
-  Thierry Caruso – Conserje/ Conductor 
-  Ólafur Jóhannes Einarsson – Registrador 
 
Gjermund, Fredriksen – Director Financiero 
- Annette Lemmer – Recepcionista/ Asistente administrativa 
- Katie Nsanze – Asistente administrativa 
- Erica Worsley – Asistente administrativa 

 
216. Regresando al cambio de estructura propuesto, no se puede perder de vista 

 
93   Disponible en https://eftacourt.int/the-court/judges-and-staff/ 
 Fecha de consulta: 23 de julio de 2021. 
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que la aplicación de esta propuesta generaría un cambio de régimen laboral 
que eliminaría la vinculación a la legislación ecuatoriana, con la 
consecuente reducción de costos por beneficios sociales y la eliminación 
de contingentes futuros, tales como la jubilación patronal. 

 
217. El presupuesto necesario para sostener esta nueva estructura 

organizacional sería de US$ 1’550.217,41 monto que es menor a cualquiera 
de las alternativas planteadas en el Informe Final. 

  
218. El siguiente cuadro desglosa las partidas y rubros de esta propuesta 
 

Cuadro N° 20 
Propuesta del Presupuesto del TJCA - Fortalecimiento de su personal técnico y 

optimización de su personal de apoyo (en USD) 
 

 Partidas y Rubros   Mensual   Anual   Subtotal   Total  
 Porcentaje 
del Total 
General  

1.  PERSONAL       1.460.579,84  94,22 % 
1.1 Magistrados     732.591,96      

  Haber Básico 35.200,00  422.400,00        
  Bonificaciones 18.613,33  223.359,96        
  Fondo de Previsión    7.236,00  86.832,00        

1.2 Secretario General     62.700,72      
  Haber Básico   4.009,00  48.108,00        
  Bonificaciones      614,71    7.376,52        
  Fondo de Previsión       601,35    7.216,20        
1.3 Jefe Administrativo y Financiero     38.499,96      
  Haber Básico   2.500,00  30.000,00        
  Bonificaciones      333,33    3.999,96        
  Fondo de Previsión       375,00    4.500,00        
1.4 Abogados Asesores Senior     215.251,20      

  Haber Básico 14.544,00       
174.528,00        

  Bonificación de Fin de Año   1.212,00  14.544,00        
  Fondo de Previsión    2.181,60  26.179,20        
1.5 Asistentes Judiciales Magistraturas     156.000,00      
  Haber Básico 12.000,00  144.000,00        
  Bonificación de Fin de Año   1.000,00  12.000,00        
1.6 Personal de Apoyo     89.700,00      
  Haber Básico   6.900,00  82.800,00        
  Bonificación de Fin de Año      575,00    6.900,00        
1.7 Seguros Personales     114.400,00      
  Seguros médicos Magistrados y Func. Intern.   8.333,33  100.000,00        

  Seguros médicos personal de apoyo y asist. 
judiciales   1.200,00  14.400,00        

1.8 Gastos de Instalación y Repatriación      51.436,00      
  Pasajes aéreos     -      7.200,00        
  Primas de instalación     -    12.436,00        
  Transporte de menaje     -    31.800,00        

2. PRESTACION DE SERVICIOS 
PROFESIONALES       10.020,00  0,65 % 

2.1 Auditoría Financiera 2020     -      3.520,00  3.520,00      
2.2 Outsourcing contable      375,00    4.500,00  4.500,00      
2.3 Magistrados suplentes     -      2.000,00  2.000,00      
3.  VIAJES DE SERVICIO       20.000,00  1,29 % 
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3.1 Viajes de Difusión   1.250,00  15.000,00  15.000,00      
3.2 Atención eventos       416,67    5.000,00  5.000,00      
4. ÚTILES DE OFICINA Y SERVICIOS       24.017,77  1,55 % 
4.1 Útiles de Oficina     3.553,20      
  Útiles y efectos de Oficina      296,10    3.553,20        
4.2 Libros y Suscripciones     -        -        -        
4.3 Comunicaciones y Correos     6.841,80      
  Servicio de Courier       42,00       504,00        
  Transporte interno mensajería       26,25       315,00        
  Teléfono      239,40    2.872,80        
  Internet      262,50    3.150,00        
4.4 Gastos Bancarios      105,00    1.260,00  1.260,00      
4.5 Servicios Varios     12.362,77      
  Agua Potable       47,63       571,54        
  Energía Eléctrica      266,33    3.195,99        
  Alimentación Policías      210,00    2.520,00        
  Soporte Técnico Informático      400,00    4.800,00        
  Cuentas de Correo Corporativo     -         936,00        
  Renovación Licencias Antivirus     -         300,00        
  Dominio Web tribunalandino.org.ec     -          39,24        

5. LOCALES, EQUIPOS Y DIFUSIÓN DEL 
DERECHO COMUNITARIO       35.599,80  2,30 % 

5.1 Mantenimientos varios     8.227,00      
  Mantenimiento ascensor     -      3.000,00        
  Mantenimiento generador     -         750,00        
  Mantenimiento puerta eléctrica     -         200,00        
  Mantenimientos varios     -      4.000,00        
  Recarga de extintores     -         277,00        
5.2 Suministros de aseo y limpieza      114,40    1.372,80  1.372,80      
5.3 Plataforma Digital para eventos     -      5.000,00  5.000,00      
5.4 Fondo de Publicaciones     -      5.000,00  5.000,00      
5.5 Imprevistos            -      16.000,00      

T O T A L   G E N E R A L  1.550.217,41  100 % 
Elaboración propia. 

 
  

* No incluye el valor anual del arriendo del local del TJCA, el cual asciende a US$ 60.000 y que debe ser cubierto por el país sede. 

* No incluye el valor estimado requerido para la desvinculación de los empleados locales a junio del 2021, mismo que asciende a US$ 
88.000.  
 
 

219. Propuesta 2. - La segunda propuesta, mantiene la misma estructura que 
tiene el Tribunal actualmente, pero en él se implementan algunas medidas 
que buscan profundizar la política de austeridad que vienen siendo 
ejecutadas desde hace varios años. Estas medidas son las siguientes: 

 
• Cambio de régimen del personal local, lo que permitirá: i) reducir el 

costo laboral que se ha incrementado a lo largo de los años por la 
ampliación de derechos reconocidos por la legislación laboral 
ecuatoriana; y, ii) eliminar el pago que se efectúa por concepto de 
derechos adquiridos que fueron concedidos por las composiciones 
pasadas del Tribunal. 

• Reducción de los rubros de viajes y atención a eventos al mínimo. 
• Reducción del costo correspondiente al servicio de plataforma digital 

para eventos al mínimo. 



Página 96 de 134 
 

• Reducción del monto de reserva para imprevistos al mínimo. 
• Eliminación del fondo de publicaciones. 

 
El resultado financiero de esta propuesta es el siguiente: 
 
 

Cuadro N° 21 
Propuesta del Presupuesto del TJCA 

Cambio de régimen laboral y profundización de medidas de austeridad (en USD) 
 

 Partidas y Rubros   Mensual   Anual   Subtotal   Total  
 Porcentaje 
del Total 
General  

1.  PERSONAL            1.322.126,78  90,81 % 
1.1 Magistrados          732.591,96          589.534,82    
  Haber Básico        35.200,00       422.400,00        
  Bonificaciones        18.613,33       223.359,96        
  Fondo de Previsión           7.236,00         86.832,00        

1.2 Secretario General            62.700,72      
  Haber Básico          4.009,00         48.108,00        
  Bonificaciones             614,71           7.376,52        
  Fondo de Previsión              601,35           7.216,20        

1.3 Jefe Administrativo y Financiero            38.499,96      
  Haber Básico          2.500,00         30.000,00        
  Bonificaciones             333,33           3.999,96        
  Fondo de Previsión              375,00           4.500,00        

1.4 Abogados Asesores           215.251,20      
  Haber Básico        14.544,00       174.528,00        
  Bonificación de Fin de Año          1.212,00         14.544,00        
  Fondo de Previsión           2.181,60         26.179,20        

1.5 Empleados Locales          121.646,94      
  Haber Básico          4.359,00         52.308,00        

  Bonificaciones (Subsidio Familiar, de 
Antigüedad y Alimentación)          3.680,29         44.163,48        

  Aporte patronal IESS             758,07           9.096,88        
  Décimo Tercer Sueldo             519,94           6.239,29        
  Décimo Cuarto Sueldo             300,00           3.600,00        
  Fondos de Reserva             519,94           6.239,29        

1.7 Seguros Personales                     -         100.000,00      

  
Seguros de asistencia médica 
Magistrados y Funcionarios 
Internacionales 

         8.333,33       100.000,00        

1.8 Gastos de Instalación y Repatriación 
de Funcionarios            51.436,00      

  Pasajes aéreos             600,00           7.200,00        
  Primas de instalación          1.036,33         12.436,00        
  Transporte de menaje          2.650,00         31.800,00        

2. PRESTACION DE SERVICIOS 
PROFESIONALES                80.130,00  5,50 % 

2.1 Auditoría Financiera 2020                   -             2.520,00           2.520,00      
2.2 Outsourcing contable             375,00           4.500,00           4.500,00      
2.3 Estudio actuarial 2021                   -                310,00              310,00      
2.4 Pasantes          5.900,00         70.800,00         70.800,00      
2.5 Magistrados suplentes                   -             2.000,00           2.000,00      
3.  VIAJES DE SERVICIO                10.000,00  0,69 % 
3.1 Viajes de Difusión             833,33         10.000,00         10.000,00      
3.2 Atención eventos                    -                      -                      -        
4. ÚTILES DE OFICINA Y                24.017,77  1,65 % 
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SERVICIOS 
4.1 Útiles de Oficina              3.553,20      
  Útiles y efectos de Oficina             296,10           3.553,20        

4.2 Libros y Suscripciones                   -                      -                      -        
4.3 Comunicaciones y Correos              6.841,80      
  Servicio de Courier              42,00              504,00        
  Transporte interno mensajería              26,25              315,00        
  Teléfono             239,40           2.872,80        
  Internet             262,50           3.150,00        

4.4 Gastos Bancarios             105,00           1.260,00           1.260,00      
4.5 Servicios Varios            12.362,77      
  Agua Potable              47,63              571,54        
  Energía Eléctrica             266,33           3.195,99        
  Alimentación Policías             210,00           2.520,00        
  Soporte Técnico Informático             400,00           4.800,00        
  Cuentas de Correo Corporativo                   -                936,00        
  Renovación Licencias Antivirus                   -                300,00        
  Dominio Web tribunalandino.org.ec                   -                 39,24        

5. LOCALES, EQUIPOS Y DIFUSIÓN 
DEL DERECHO COMUNITARIO                19.599,80  1,35 % 

5.1 Mantenimientos varios              8.227,00      
  Mantenimiento Ascensor                   -             3.000,00        
  Mantenimiento generador                   -                750,00        
  Mantenimiento puerta eléctrica                   -                200,00        
  Mantenimientos varios                   -             4.000,00        
  Recarga de extintores                   -                277,00        

5.2 Suministros de aseo y limpieza             114,40           1.372,80           1.372,80      
5.3 Plataforma Digital para eventos                   -                      -             2.000,00      
5.4 Fondo de Publicaciones                   -                      -                      -        
5.5 Imprevistos                   -                      -             8.000,00      

T O T A L   G E N E R A L  1.455.874,35  100 % 
Elaboración propia.   
 
* No incluye el valor anual del arriendo del local del TJCA, el cual asciende a US$ 60.000 y que debe ser cubierto por el país sede. 
* No incluye el valor estimado requerido para la desvinculación de los empleados locales a junio del 2021, mismo que asciende a US$ 88.000. 
* No incluye los valores estimados requeridos para las Jubilaciones Patronales del personal más próximas, en 2022 US$ 21.922 y en 2023 
US$ 24.115. 

 
220. Finalmente, y con el fin de que pueda apreciar el contraste entre la 

estructura planteada líneas arriba y la actual, se consigna el organigrama de 
la actual composición de la institución: 

 
[Gráfico en la siguiente página] 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

Gráfico N° 2 
Estructura Actual del TJCA 
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Elaboración propia. 
 
«PA.12. Se evidencian problemas de sistematización de la información y de registro de casos, 
no existe un sistema informático desarrollado de asignación de causas entre los magistrados y 
no se cuenta con un sistema de información contable integral (tercerizado)».  
 
221. Es correcta la apreciación efectuada en el Informe Final; y, si bien el 

Tribunal es consciente de estas carencias y, naturalmente, existe un amplio 
margen para mejorar la gestión de la información, es evidente que para 
ello se requiere una importante asignación de recursos humanos y 
tecnológicos suficientes, para emprender los proyectos de mejora, 
modernización y optimización en las áreas señaladas. 

 
222. No obstante, es también oportuno informar que la Secretaría del Tribunal 

en cuidado de las disposiciones estatutarias y reglamentarias se encarga del 
registro y asignación de las causas, para lo cual una vez recibidas de forma 
física o electrónica les asigna un número de identificación secuencial que 
distingue también el tipo de acción (acción de nulidad, acción de 
incumplimiento, etc.) o solicitud de Interpretación Prejudicial, con el 
propósito de efectuar el correspondiente sorteo de asignación entre las 
magistraturas. 

 
223. Registrado el número y magistratura ponente, la Secretaría se encarga de 

abrir el correspondiente expediente judicial y atender a la recepción, trámite 
y custodia de todos los documentos, autos y notificaciones. 

 
224. Al respecto, es pertinente también manifestar que el Tribunal, hasta el año 

2017, mantenía un sistema de consulta de causas en línea que permitía a 
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las partes procesales consultar de forma virtual el expediente; sin embargo, 
el programa que se utilizaba se volvió obsoleto, la falta de recursos ha 
impedido que se contrate un servicio de actualización de dicho sistema y 
migración de la información, lo que ha causado que la Secretaría no pueda 
continuar brindando este servicio a los usuarios. 

 
225. Por otra parte, no está de más señalar que ante la falta de sede física 

permanente el archivo del Tribunal ha tenido que ser trasladado en varias 
ocasiones, y actualmente por falta de un espacio adecuado gran parte 
reposa en el comedor institucional y en el parqueadero de la institución, 
como se detallará más adelante.  

 
226. En cuanto a la información contable, esta se genera con las transacciones 

que realiza el Tribunal, lo que incluye registro de ingresos, egresos, 
inversiones, adquisición o baja de activos, contratación de pasivo u 
obligaciones con el personal o con terceros, registro de movimientos en 
las cuentas del patrimonio, entre otros. 
 

227. Dicho proceso está a cargo de los contadores externos, es supervisado y 
posteriormente validado, por la Jefatura Administrativa y Financiera del 
Tribunal. El flujo de la información se origina en el sistema contable 
utilizado por los contadores externos, quienes, una vez que han procesado 
los datos y la información, imprimen comprobantes de las transacciones, 
juntamente con los documentos de soportes de cada transacción, y 
generan los reportes y estados financieros mensuales para revisión de la 
Jefatura Administrativa y Financiera; este archivo reposa en las 
instalaciones del Tribunal y se genera con una frecuencia mensual. 
 

228. El proceso es muy similar con los roles de pagos, a diferencia de que estos 
últimos son generados en hojas de cálculo, que posteriormente son 
aprobadas por la Jefatura Administrativa y Financiera, previa a la ejecución 
de los pagos al personal, y posteriormente archivados junto con los pagos 
a proveedores dentro de los egresos de cada mes.   
 

«PA.13.  Las nóminas son manejadas en Excel, presentan errores en sumatorias, celdas 
ocultas, no se elimina información de meses anteriores, no todas las nóminas tienen las 
provisiones de ley que serían los gastos del TJCA, por ejemplo, no presentan rol de provisiones 
de décimo tercero o décimo cuarto, vacaciones y vacaciones, o el 15% de fondo de previsión para 
el personal internacional».  
 
229. Es evidente que, en un escenario ideal, en el que existan los recursos 

suficientes, se debería contar con un sistema informático para el manejo 
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de la nómina y la contabilidad. Sin embargo, en ninguno de los 
presupuestos aprobados se previó la asignación o la disponibilidad 
presupuestaria para la adquisición de este tipo de bienes. La situación es 
un reflejo de la insuficiencia del presupuesto aprobado en el 2008. 

 
230. Por otro lado, es importante señalar que el Tribunal ha podido gestionar 

de manera eficiente su nómina usando los paquetes utilitarios disponibles, 
y ello no ha representado ninguna problemática significativa, pues a pesar 
de que no se cuente con un sistema informático específico, existe un 
proceso de elaboración, revisión y aprobación de nómina que permite 
mitigar los errores. También es menester mencionar que el Tribunal, por 
su estructura, es una institución pequeña, por lo que la complejidad en la 
gestión de la nómina no es alta. En consecuencia, se debería evaluar el 
costo-beneficio de priorizar el uso de recursos para la adquisición de un 
sistema de nómina sobre otras necesidades. 

 
«PA.14. El TJCA no cuenta con una sede propia».  
 
231. El señalamiento de la consultoría reconoce una cuestión evidente. Al 

respecto, debe añadirse que el Tribunal es el único órgano del Sistema 
Andino de Integración que no cuenta con una sede propia. Este hecho ha 
producido que, a lo largo de los años, el TJCA destine parte de sus recursos 
al pago de arriendos, mudanzas, alquiler de locales para celebración de 
audiencias o actos académicos, así como a la contratación de servicios para 
realizar adecuaciones de infraestructura física y de telecomunicaciones. 
Entre los gastos mencionados, únicamente el costo del arriendo ha sido 
objeto de reembolso por parte del gobierno del Ecuador. No obstante, 
este hecho no ha impedido que se produzcan efectos negativos en los 
aspectos financiero e institucional, como explica a continuación:  

 
232. Tomando como base el año 2008, en el que se aprobó el presupuesto del 

TJCA a través de la Decisión 680 de la Comisión, la sede del Tribunal ha 
estado ubicada en las siguientes direcciones de la ciudad de Quito, 
Ecuador: 

 
• Calle Augusto Egas y Bosmediano, desde antes del año 2008 hasta 

diciembre de 2009.94 
• Calle Juan de Dios Martínez Mera, desde el año 2010 hasta el mes de 

junio de 2017. 
 

94  El Tribunal antes de la sede en la calle Augusto Egas y Bosmediano ocupó un inmueble 
en la Calle Ramón Roca Nº 450 y 6 de diciembre.  
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• Calle Portete E 11-27 y Gregorio Munga, desde julio de 2017 hasta 
la actualidad. 

 
233. Los cambios de sede han ocasionado los siguientes efectos negativos: 
 

- Ausencia de una imagen institucional consolidada acorde con su 
estatus de Corte internacional de justicia y falta de un espacio idóneo 
para el ejercicio de las funciones jurisdiccionales.  

 
A manera de ejemplo, el local ubicado en la calle Augusto Egas y 
Bosmediano era una residencia privada (casa) que fue adecuada de 
manera precaria, pues las oficinas de los Magistrados estaban 
instaladas en espacios destinados a habitaciones; algunos funcionarios 
ocupaban pasillos o salas de comedor, y la Jefatura Administrativa y 
Financiera ocupaba un mini departamento que se encontraba en el 
patio trasero del inmueble. No se contaba con una sala de reuniones, 
como tampoco con una sala de audiencias ni biblioteca. La mudanza 
de ese edificio se produjo por la caída de parte del tejado del inmueble 
como consecuencia de la humedad por las constantes lluvias en la 
ciudad.  

 
Del mismo modo, el local de la Calle Juan de Dios Martínez Mera, era 
un edificio de departamentos al que se realizó mínimas adecuaciones, 
pues los Magistrados ocupaban, del mismo modo, el espacio de 
habitaciones, las cuales tenían instalados armarios y, ante la falta de 
espacio, se utilizaban los ambientes destinados y equipados como 
cocinas en cada piso, para archivar expedientes. En ese edificio existía 
una pequeña sala común que se utilizaba para llevar adelante las 
sesiones judiciales y administrativas. Sin embargo, este espacio 
resultaba insuficiente para celebrar audiencias. Si asistían más de cinco 
personas en una audiencia, el ambiente quedaba congestionado. El 
traslado de este edificio al actual inmueble que ocupa el Tribunal se 
debió fundamentalmente a que, tras el movimiento telúrico producido 
en el mes de abril del año 2016, que afectó a varias provincias del 
Ecuador, el edificio sufrió una serie de daños estructurales, con 
profundas rajaduras en varias paredes, aspecto que ponía en riesgo la 
integridad y la vida de los funcionarios, especialmente ante las 
continuas réplicas que se produjeron durante ese año.  

 
- Falta de vinculación con la sociedad, en general, y con sus usuarios, en 

particular, toda vez que, de manera opuesta a lo que sucede con otros 
órganos e instituciones del SAI, no ha sido posible durante los 42 años 
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de existencia del TJCA que los Países Miembros y los ciudadanos 
andinos identifiquen a la institución en la ciudad de Quito, Ecuador, y 
la asocien con un espacio o un inmueble concreto. 

 
- Ante la falta de una sala de audiencias, el TJCA se vio en la necesidad 

de gestionar préstamos de locales para su celebración. Es así que, por 
ejemplo, en repetidas ocasiones la Universidad Andina Simón Bolívar 
gentilmente cedió sus aulas y auditorios, cuando lo usual y 
recomendable es que un Tribunal, sobre todo si es un organismo 
supranacional, cuente con un espacio adecuado y propio para llevar 
adelante estas diligencias y escuchar a las partes procesales. En algunas 
ocasiones, en las que no fue posible acceder a los espacios de la 
mencionada Universidad, el Tribunal tuvo que alquilar otros espacios 
para esta finalidad. 

 
- Del mismo modo, el Tribunal no cuenta con un espacio adecuado para 

archivar y conservar sus expedientes judiciales ni su acervo 
bibliográfico ni documental. En ese sentido, en el año 2016 se vio en 
la necesidad de contratar el servicio de almacenamiento de la empresa 
File Store para el resguardo de dicho acervo. Actualmente, el archivo 
pasivo se encuentra en la sede actual, pero está ocupando un espacio 
que no es el adecuado, ya que se encuentra en cajas ubicadas en el 
parqueadero del edificio, e incluso en el pequeño comedor 
institucional, como se ilustra a través de las siguientes imágenes: 

 
[Fotografía en la siguiente página] 
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Fotografía N° 1 
Almacenaje de documentación parqueadero del TJCA 

 
 

Fotografía N° 2 
Almacenaje de documentación parqueadero del TJCA 
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Fotografía N° 3 
Almacenaje de documentación parqueadero del TJCA 

 

 
 

Fotografía N° 4 
Almacenaje de documentación parqueadero del TJCA 
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Fotografía N° 5 
Almacenaje de documentación en el comedor institucional 

 

 
 

Algo similar sucedió con el local ubicado en la calle Juan de Dios Martínez. 
Este local, un edificio residencial, no estuvo diseñado para la instalación de 
oficinas, y tampoco tenía un espacio para biblioteca o para archivo. Sin 
embargo, el Tribunal tuvo que acomodarse de cualquier forma, como lo 
demuestran las fotografías que constan a continuación, y en las que se 
aprecian que el espacio tenía un diseño residencial: 

 
 
 

[Fotografía en la siguiente página] 
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Fotografía N° 6 
Sitio acondicionado para fotocopiado 

 

 
 

Fotografía N° 7 
Sitio acondicionado para parte del bodegaje 

 

 
Por otra parte, este local en el que el poco personal del TJCA se encontraba 
hacinado, y como se mencionó antes, fue afectado gravemente por el 
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terremoto del año 2016, pues tras este evento emergieron grietas que 
evidenciaron fallas estructurales que amenazaban la seguridad de las 
personas que laboraban entonces en el TJCA. Este hecho impuso la 
necesidad de que se produzca una nueva mudanza, esta vez al Edificio sede 
que se ocupa en la actualidad, ubicado en la calle Portete y Gregorio Munga. 

 
Fotografía N° 8 

Grieta vertical en pared 
 

 
 

Fotografía N° 9 
Grieta horizontal en pared 

 

 
 
 

- De manera adicional a lo expuesto anteriormente, es menester 
mencionar que en cada cambio de sede han existido costos por mudanza 
y adecuaciones; por ejemplo, en el caso de la mudanza realizada al edificio 
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de la sede actual, el costo de mudanza fue de aproximadamente 
US$ 2.000,00 y el de las adecuaciones fue aproximadamente de US$ 
83.228,00. 

 
234. De forma resumida, el impacto financiero de la falta de sede del Tribunal 

se ha traducido en las siguientes cargas sobre su presupuesto: 
 

Cuadro N° 22 
Costo Anual por Concepto de Arriendo (en USD) 

 
Año Costo mensual Costo anual 
2008 2.500,00 $30.000,00 
2009 2.500,00 $30.000,00 
2010 2.500,00 $30.000,00 
2011 2.500,00 30.000,00 
2012 3.584,00 43.008,00 
2013 3.584,00 43.008,00 
2014 3.808,00 45.696,00 
2015 3.808,00 45.696,00 
2016 4.256,00 51.072,00 
2017 7.326,67 87.920,00 
2018 7.280,00 87.360,00 
2019 7.280,00 87.360,00 
2020 5.761,6795 69.140,00 
2021 5.000,00 60.000,0096 

TOTAL 740.260,00 
Elaboración propia. 

 
 
 
 
 
 
 
 

Cuadro N° 23 

 
95  El monto de US$ 5.761,67 es el costo promedio de los distintos precios de arriendo 

del año 2020, que son consecuencia de las negociaciones efectuadas por el Tribunal 
con el propietario del edificio para lograr una mejora en el canon arrendaticio.  
 
El detalle del precio de arriendo es el siguiente: de enero a marzo del año 2020: 
US$ 7280; de abril a agosto del año 2020: US$ 5460,00 y de septiembre a diciembre 
del año 2020: US$ 5.000,00. 

 
96  Costo del arriendo proyectado para el ejercicio económico del año 2021. 
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Costo Aproximado del Impacto Presupuestario causado por la falta de una sede 
propia del TJCA desde el año 2008 (en USD) 

 
Rubro Monto97 

Costo arriendo sede 2008 – 2021 740.260,00 
Costo por el alquiler de locales para eventos  4.262,20 
Costo del servicio de almacenamiento de archivo  12.562,00 
Costo de mudanzas  5.794,40 
Costo de adecuaciones:   112.794,32 
Monto total del impacto en el presupuesto del 
Tribunal:   875.672,92 

Elaboración propia. 
 
235. Cabe mencionar que, si bien el gobierno del Ecuador ha cumplido  con las 

obligaciones de reembolso por arriendo, dicho reembolso se realiza con 
posterioridad al pago efectuado por el Tribunal y, en ocasiones, con un 
retraso considerable, lo que ocasiona que parte del presupuesto del 
Tribunal, ya afectado por la crisis financiera que arrastra desde hace varios 
años, tenga necesariamente que estar destinado a cubrir rubros que no se 
encuentran previstos y que no serían necesarios si se contaría con un 
edificio propio. 

 
 
C. Sobre los supuestos problemas jurídicos  

 
«PJ.1. El TJCA tiene una carga procesal de 560 causas anuales en promedio. El 98% de 
la carga procesal son Interpretaciones Prejudiciales (IPs), lo que requiere analizar la carga 
procesal a través de la reducción del número de IPs». 

 
236. El Tribunal tiene la misma preocupación que el Consorcio, razón por la 

cual, en enero del presente año, remitió a la Comisión y al CAMRE, a 
través de los Oficios 04 y 05-P-TJCA-2021, una propuesta de 
fortalecimiento del Sistema Andino de Solución de Controversias que 
contempló las siguientes medidas: 

 
i) La introducción de la figura del precedente de observancia 

obligatoria, el cual permitirá optimizar el mecanismo de 
Interpretación Prejudicial, simplificando y agilizando su trámite, 
reduciendo la carga procesal nacional y comunitaria, y generando 
mayor eficiencia en el uso de recursos. 

 

 
97  Montos estimados de acuerdo con los archivos de la Jefatura Administrativa y 

Financiera del Tribunal. 
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ii) El fortalecimiento de la función arbitral del Tribunal, a través de dos 
ámbitos bien delimitados, los cuales permitirán ampliar el margen de 
actuación de este órgano jurisdiccional en beneficio de los Países 
Miembros, los órganos e instituciones del SAI, los agentes 
económicos que actúan en la Subregión y, naturalmente, los 
ciudadanos andinos. La propuesta del Tribunal consiste en:  

 
a. Conceder a los órganos e instituciones del SAI la oportunidad 

de pactar arbitraje ante el Tribunal, para resolver las 
controversias que puedan surgir entre estos organismos y 
terceros, devenidas de cualquier tipo de contrato. 

 
b. Otorgar competencia al Tribunal para resolver controversias 

devenidas en materia de inversión entre los Países Miembros de 
la Comunidad Andina e inversionistas privados. 

 
iii) El cobro de derechos de trámite por los servicios judiciales 

brindados, que permitiría que el Tribunal cuente con una fuente de 
autofinanciamiento parcial. Los sujetos pasivos del arancel judicial 
serían únicamente las personas naturales o jurídicas que activen los 
procesos judiciales de competencia del Tribunal. No se aplicará a la 
jurisdicción laboral. El arancel judicial sería determinado en función 
del costo real del servicio judicial brindado.  
 

237. Por último, no se puede dejar de reiterar que el Tribunal podrá ser más 
célere en el despacho de las causas que son puestas en su conocimiento, si 
cuenta con los recursos suficientes que permitan optimizar el apoyo 
técnico a los Magistrados, en la revisión documental, así como en las 
labores de investigación y sistematización de información.  

  
«PJ.2. La carga procesal del TJCA viene determinada, en gran medida, por el incremento 
exponencial del número de IPs de hasta un 409% en seis años (2012-2018). Ello ahonda 
en la necesidad urgente de reducir el número de IPs».  
 
238. Este problema jurídico viene de la mano del anterior. Precisamente, unos 

de los efectos que se pretenden alcanzar con la adopción del precedente 
de observancia obligatoria es la reducción de consultas obligatorias de 
interpretación prejudicial, mediante un mecanismo que genere no solo el 
descongestionamiento de casos que se presentan ante el TJCA, sino 
también en los trámites que llevan adelante las cortes nacionales, lo que 
redundaría en mayores beneficios para los ciudadanos andinos que verían 
sus causas resueltas con mayor celeridad. 
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239. Sobre este punto, es pertinente mencionar que durante el 29 y 30 de abril 

del año 2021, en atención a la convocatoria del Tribunal, se reunieron más 
de 170 autoridades judiciales y administrativas, cuya labor está 
directamente relacionada con la solicitud y aplicación de las 
Interpretaciones Prejudiciales que emite el TJCA98. 

 
240. Durante esas dos jornadas, los participantes —representantes del sector 

público y privado de los cuatro Países Miembros— expusieron su visión 
acerca del mecanismo de Interpretación Prejudicial, y fue posible arribar a 
importantes conclusiones, desde la experiencia de cada país. Entre ellas, 
se destaca que todos ellos están de acuerdo en que se implemente y aplique 
la figura del precedente de observancia obligatoria. Un detalle del referido 
evento se encuentra adjunto al presente documento (Anexo XVII).  

 
«PJ.3. Se registran grandes dilaciones procesales, especialmente en las acciones directas 
(acciones de incumplimiento, de nulidad, omisión, laborales), por lo que resulta urgente reducir 
los tiempos a través, por ejemplo, de la reducción de tareas de gestión administrativa, viajes o 
eventos relacionados con la difusión del derecho comunitario o a resolución de IPs, especialmente 
las reiterativas, o revisando aspectos procesales como los plazos o la caducidad de acciones».  
 
241. El Tribunal nuevamente está de acuerdo con el Consorcio. Al respecto, es 

evidente que es necesario optimizar la tramitación de los procesos puestos 
en conocimiento del TJCA. En primer lugar y, como ya se mencionó, la 
implementación de la figura del precedente de observancia obligatoria 
permitirá reducir el tiempo que el TJCA dedica a absolver los cientos de 
consultas prejudiciales que actualmente son remitidas, y, de esta forma, 
podrá dedicar mayor tiempo al estudio y resolución de las acciones de 
nulidad e incumplimiento, así como a las demandas laborales y recursos 
por omisión que se presenten. Al margen de lo anterior, no se puede 
perder de vista que el fortalecimiento de la institución pasa también por 
una mayor dotación de recursos económicos y humanos que permitirá 
reducir los tiempos de respuesta en todos los casos. 

 
242. Por otra parte, el Tribunal no comparte el que se asigne un rol secundario 

a los actos de difusión del ordenamiento jurídico comunitario, puesto que, 
más allá de que estos puedan ser realizados de forma virtual o presencial, 

 
98   Un resumen del referido evento se encuentra publicado en: 

https://www.tribunalandino.org.ec/wp-
content/uploads/2021/05/UnaVisionMecanismoInterpretacionPrejudicialCAN.pdf 

 Fecha de consulta: 23 de julio de 2021. 
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constituyen una de las tareas más importantes que se le ha encargado al 
TJCA. Así lo puso de manifiesto la Presidencia Pro Tempore del Consejo 
Presidencial Andino que, a través del Presidente Iván Duque Márquez, 
señaló expresamente durante la realización de la V Reunión de 
representantes de los órganos o instituciones del Sistema Andino de 
Integración, lo siguiente: 

 
«(…) necesitamos que el Tribunal renueve su aproximación a los países, 
que los países conozcan el alcance del Tribunal, los mecanismos para 
acudir al mismo y cuál es la función del Tribunal para tutelar las 
herramientas centrales de los vehículos jurídicos de integración (…) es 
muy importante de nuevo que con el aporte de todos los países y 
vinculando a la academia (…) empecemos a generar nuevamente esa 
especialización en la justicia andina». 

 
243. Para una mejor referencia, se adjunta un documento que contiene una 

síntesis de las intervenciones efectuadas en la V Reunión de representantes 
de los órganos o instituciones del Sistema Andino de Integración (Anexo 
XVIII).99 

 
«PJ.4. En el TJCA ingresan de promedio 3 acciones directas más al año de las que se 
resuelven, lo que supone una acumulación de causas pendientes con las consiguientes dilaciones 
procesales. Sin embargo, existe un gran equilibro entre causas ingresadas y causas resueltas, 
lo que vuelve a poner de manifiesto que la actividad del Tribunal está más concentrada en las 
IPs que en las acciones directas». 
 
244. El Problema Jurídico 4100 señalado en el Informe Final, hace referencia a 

que al TJCA ingresan en promedio 3 acciones directas más al año, de las 
que se resuelven, lo cual supone una acumulación de causas pendientes 
con las consiguientes dilaciones procesales; a pesar de que reconocer que 
existe un gran equilibro entre causas ingresadas y causas resueltas, 
concluyen que la actividad del Tribunal está más concentrada en las 
Interpretaciones Prejudiciales.  

 
245. Esta apreciación plasmada en el Informe Final no es del todo cierta, dado 

que el Consorcio, no está tomando en consideración otros aspectos ajenos 
 

99  El referido documento se encuentra disponible en: 
https://www.tribunalandino.org.ec/wp-
content/uploads/2021/03/V_reunionRepresentantes.pdf  

 Fecha de consulta: 23 de julio de 2021. 
 
100  Párrafo 284 del Informe Final. 
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a este Tribunal, que son particulares en relación con cada caso, como la 
dificultad y complejidad de los casos y la conducta procesal de las partes, 
aspectos que no han sido debidamente valorados, y que inciden en la 
perspectiva frente a las dilaciones procesales internas que se podrían 
presentar en el TJCA, como son: 

 
• La extensión y complejidad de los casos 

 
En ocasiones se presentan casos en los que, los abogados redactan 
extensos e intrincados escritos, presentando varias copias de los mismos 
documentos, generando expedientes inmanejables que dificultan una 
lectura rápida y que, por el contrario, requieren de mayor dedicación y 
un minucioso análisis tanto del cuerpo del escrito como de cada 
documento que se anexa; además del tiempo que debe invertirse en 
realizar las investigaciones necesarias y pertinentes cuando se trata de 
temas novedosos o leading cases; tal es el caso, por ejemplo, de la demanda 
presentada el 15 de julio de 2020 en el Proceso 01-DL-2020101, la cual 
tiene un total de 903 folios; y del Proceso 144-IP-2019102, presentado el 
3 de abril de 2019, el cual contenía un total de 1.057 folios. 
 

• La regularización de procesos, incidentes, entre otros 
 
Resulta frecuente que la presentación de demandas y solicitudes de 
Interpretaciones Prejudiciales traigan consigo la falta de alguno de los 
documentos necesarios para hacer un análisis prolijo del caso, lo que 
conlleva la necesidad de requerir la regularización de los procesos, para 
la posterior consignación de los documentos faltantes. Por otro lado, la 
interposición de recursos de las partes, en cada una de las etapas del 
proceso, también genera incidencias procesales que retardan la 
resolución definitiva de las causas, por lo cual, este tiempo de respuesta 
y verificación no debe ser imputable únicamente a un eventual retraso 
del Tribunal. 
 
Hay casos en los que las partes presentan recursos de reconsideración 
prácticamente por cada providencia judicial que emite el TJCA, lo que 
obliga a emitir pronunciamientos adicionales a los necesarios en una 
situación normal. 

 
101  Acción laboral interpuesta por Pamela Alejandra Aguirre Zambonino contra el 

Parlamento Andino. 
 
102  Publicado en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena N° 4188 del 16 de marzo de 

2021. 
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Hay dos casos especiales de acción de incumplimiento que se encuentran 
estrechamente vinculados. La demora de estos dos casos no solo se ha 
debido a que las partes han presentado recursos de reconsideración, sino 
que, como se ha planteado la acumulación de los dos expedientes, se ha 
tenido que detener uno de ellos, el más avanzado, que incluso ya se había 
convocado a audiencia, a la espera de que el otro proceso lo alcance a 
través de la emisión de las correspondientes providencias judiciales, pues 
para que proceda de manera correcta la acumulación, ambos expedientes 
deben estar en el mismo estado procesal. Ello, sin perjuicio de 
mencionar, la alta complejidad que revisten ambas acciones de 
incumplimiento.    
 

• La demora interna en la resolución de los casos por parte de las 
autoridades administrativas y/o tribunales de los Países Miembros 
 
Al respecto, por ejemplo, dentro del expediente interno del Proceso 02-
IP-2019103 se evidencia que el procedimiento de investigación 
administrativo, seguido ante la Subsecretaría de Competencia y Defensa 
del Consumidor de la República del Ecuador, inició en el año 2009104, y 
no fue sino hasta el 9 de enero de 2019 que el caso fue remitido al TJCA 
para la emisión de la correspondiente Interpretación Prejudicial. Dada su 
complejidad, la solicitud fue resuelta finalmente el 11 de diciembre de 
2020, es decir, hubo una demora de 1 año y 11 meses, frente a los 10 
años que tenía el proceso tramitándose en la jurisdicción del respectivo 
País Miembro. 
 
Del mismo modo, en el Proceso 617-IP-2019105, se evidencia que en la 

 
103  Publicado en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena N° 4126 del 14 de diciembre 

de 2020. 
Partes intervinientes: Pfizer Ireland Pharmaceuticals vs. Ministerio de Industrias y 
Productividad de la República del Ecuador, Procurador General del Estado de la 
República del Ecuador, Sionpharm Cia. Ltda, Swis &amp; North Group S.A., 
Biodental Cia. Ltda., Vartraxhealth S.A., Ginsberg Ecuador S.A., Representaciones 
Whitehouse S.A., Helsinnpharm Cia. Ltda., Western Pharmaceutical S.A. 
  

104  Folio 82 del expediente correspondiente al Proceso 617-IP-2019. 
 
105  Publicado en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena N° 4125 del 11 de diciembre 

de 2020. 
Partes intervinientes: Citibank del Perú S.A., Kallpa Generación S.A. y Banco de 
Crédito del Perú vs. Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración 
Tributaria ─SUNAT─ de la República del Perú / Tribunal Fiscal de la República del 
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vía nacional el procedimiento seguido ante la Intendencia de 
Fiscalización y Gestión de Recaudación Aduanera de la SUNAT, data del 
año 2008106. El día 31 de enero de 2019 el proceso fue recibido por la 
Secretaría del TJCA para la emisión de la correspondiente Interpretación 
Prejudicial. Dada su complejidad, la solicitud fue resuelta finalmente el 
11 de diciembre de 2020, es decir, existió una demora de 1 año y 11 
meses, frente a los 11 años que tenía el proceso tramitándose en la 
jurisdicción del respectivo País Miembro. 
 
En el Proceso 144-IP-2019107, también ocurrió un caso similar, dado que 
el procedimiento administrativo, seguido ante el Instituto Ecuatoriano 
de Propiedad Intelectual, data del año 2014108, y la solicitud de 
Interpretación Prejudicial fue recibida en el TJCA el 3 de abril de 2019. 
En virtud de la complejidad del caso, la solicitud resuelta finalmente el 
16 de marzo de 2021, es decir, la demora fue de 1 año y 11 meses, frente 
a los 7 años que tenía el proceso tramitándose en la jurisdicción del 
respectivo País Miembro. 
 
Cabe destacar que, pese a la demora en resolver, en ninguno de los casos 
mencionados se puede cuestionar la calidad de las providencias y 
jurisprudencias del TJCA.   
 

• La celeridad del TJCA en el despacho de solicitudes de 
Interpretaciones Prejudiciales especialmente de las consultas 
facultativas 
 
Por último, resulta importante destacar que el Consorcio no reconoció la 
celeridad que el TJCA imprime a las consultas facultativas de 
Interpretación Prejudicial, las cuales, por su naturaleza se resuelven en el 
mismo año de su solicitud, y en un tiempo récord, en comparación con 
las demás causas, tal como se puede observar en los siguientes ejemplos: 
 

 
 

Cuadro N° 24 
Tiempos de resolución Consultas Facultativas 

 
Perú. 
 

106  Folio 7 del expediente correspondiente al Proceso 02-IP-2019. 
107  Publicado en la Gaceta Oficial del Acuerdo de Cartagena N° 4188 del 16 de marzo de 

2021. 
 
108  Folio 3 del expediente correspondiente al Proceso 144-IP-2019. 
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Proceso Fecha de recepción Fecha de aprobación Tiempo de resolución 

452-IP-2017 1/12/2017 12/12/2017 12 días 
08-IP-2020 23/01/2020 07/10/2020 8 meses y 13 días 
13-IP-2020 30/01/2020 07/10/2020 8 meses y 6 días 
94-IP-2020 16/03/2020 15/12/2020 8 meses y 26 días 
122-IP-2020 23/07/2020 07/10/2020 2 meses y 2 días 
125-IP-2020 30/07/2020 11/12/2020 4 meses y 2 días 
156-IP-2020 09/09/2020 11/12/2020 3 meses y dos días 
01-IP-2021 06/01/2021 06/05/2021 4 meses 
21-IP-2021 09/02/2021 21/06/2021 4 meses y doce días 
47-IP-2021 01/03/2021 21/06/2021 3 meses y veinte días 
53-IP-2021 09/03/2021 21/06/2021 3 meses y doce días 

Elaboración propia. 
 

246. Adicionalmente, vale la pena destacar que, si se observan los tiempos de 
respuesta del Tribunal, y se comparan con los tiempos de respuesta de 
otras cortes internacionales, en todas sus actuaciones, se puede concluir 
que son razonables y ajustados a la realidad, especialmente si se toma en 
cuenta el poco personal de apoyo con el que cuenta el TJCA. 

 
247. Un elemento que, lamentablemente, también se encuentra ausente en el 

Informe Final es la referencia a los tiempos de resolución, de otras cortes 
equivalentes al TJCA. Ello hubiera proporcionado un correcto parámetro 
de comparación y medida, para sopesar adecuadamente el tiempo de 
resolución de causas y si verdaderamente existe o no, retrasos 
injustificados en casos puntuales.  

 
248. Sobre el particular y, a manera de ejemplo, en el informe de gestión del 

año 2020 del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, se encuentra lo 
siguiente: 

 
• Tribunal de Justicia de la Unión Europea: El Tribunal de Justicia 

está compuesto por 27 Jueces y 11 Abogados Generales 
 

Total de casos ingresados, año 2019: 966 
Cuestiones prejudiciales ingresadas, año 2019: 641 
Total de casos ingresados, año 2020: 735 
Cuestiones prejudiciales ingresadas, año 2020: 556 
 
Total de casos resueltos año, 2019: 865 
Cuestiones prejudiciales resueltas año, 2019: 601 
Total de casos resueltos año 2020: 792 
Cuestiones prejudiciales resueltas año 2020: 534 
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«…Finally, the figures relating to the duration of proceedings are 
very similar to 2019, which, given the public health situation over 
the past year, is a considerable feat. Specifically, the average duration 
of preliminary-ruling proceedings was 15.8 months (15.5 months in 
2019), while for direct actions and appeals it was 19.2 months (19.1 
months in 2019) and 13.8 months (11.1 months in 2019). As 
indicated above, the increase in the duration of appeals in 2020 is 
mainly due to the less widespread use of orders to bring proceedings 
to an end, more appeals having been disposed of by judgment. 
Lastly, it should be noted that the average duration of appeals under 
the prior-admission mechanism stood at 3.2 months in 2020, while 
for cases dealt with under the urgent preliminary-ruling procedure 
that figure was 3.9 months.  
 
[Finalmente, las cifras relativas a la duración de los procesos son muy 
similares a las de 2019, lo que, dada la situación de la salud pública 
durante el último año, es una hazaña considerable. En concreto, la 
duración media del procedimiento prejudicial fue de 15,8 
meses (15,5 meses en 2019), mientras que para las acciones 
directas y recursos fueron 19,2 meses (19,1 meses en 2019) y 13,8 
meses (11,1 meses en 2019). Como se indicó anteriormente, el 
aumento de la duración de las apelaciones en 2020 se debe 
principalmente al uso menos generalizado de órdenes para traer los 
procedimientos hasta el final, habiéndose resuelto más recursos por 
sentencia. Por último, cabe señalar que la duración media de las 
apelaciones en virtud del mecanismo de admisión previa se situó en 
3,2 meses en 2020, mientras que para los casos tramitados con 
arreglo al procedimiento prejudicial urgente, la cifra fue de 3,9 
meses] ».109  

 
249. Si se tomaban en cuenta los datos del Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos, se hubiera encontrado lo siguiente: 
 

• Tribunal Europeo de Derechos Humanos: Está compuesto por 
47 jueces, un número igual al de las Altas Partes contratantes. 

 
«El Tribunal de Europeo de Derechos Humanos tiene un gran 
número de causas atrasadas. Incluso en la primera etapa –la admisión 

 
109  Annual Report 2020 Judicial, p. 203.  

https://curia.europa.eu/jcms/upload/docs/application/pdf/2021-
04/ra_jud_2020_en.pdf 
Consulta: 9 de junio de 2021. 
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o no a trámite- puede tardar fácilmente más de un año, y una 
decisión sobre el fondo del caso tardará considerablemente 
más. Aunque el Tribunal tiene como objetivo resolver las 
causas importantes en menos de tres años, es muy probable 
que tarden cinco años o más» 110  
 

250. Finalmente, una revisión de la estadística de la Corte Interamericana de 
Derecho Humanos habría arrojado los siguientes datos:  

 
• Corte Interamericana de Derechos Humanos: Está integrada por 

7 jueces y juezas nacionales de los Estados Miembros de la 
Organización de Estados Americanos. «En el año 2020 el promedio 
de duración en el procesamiento de casos en la Corte fue de 19,03 
meses.» 111 

 
  
«PJ.5. La flexibilización de los requisitos de representación legal de las personas jurídicas, 
tanto en fase prejudicial como en fase judicial, podrían no ser consistentes con las tradiciones 
jurídicas de los Países Miembros.»112  
 
251. De forma muy respetuosa el Tribunal considera que el Informe Final no 

debió incluir un pronunciamiento respecto de asuntos de índole procesal. 
En primer lugar, porque tal señalamiento no se compadece con el objeto 
de la consultoría: «revisar y evaluar la situación del TJCA en el ámbito 
administrativo, jurídico y financiero, con el fin de identificar las problemáticas que 
enfrenta dicho órgano jurisdiccional y, conforme a ello, formular soluciones con el 
correspondiente sustento técnico y legal»113. En segundo lugar, porque no se toma 
en cuenta que, entre los objetivos que se pretenden a través de los 

 
110  https://co-guide.org/es/mechanism/tribunal-europeo-de-derechos-

humanos#:~:text=Aunque%20el%20Tribunal%20tiene%20como,tarden%20cinco%
20a%C3%B1os%20o%20m%C3%A1s  
Consulta: 9 de junio de 2021. 

  
111  Informe Anual 2020, p. 53. 

https://www.corteidh.or.cr/informes_anuales.cfm  
Consulta: 9 de junio de 2021. 

  
112  Párrafo 285 del Informe Final. 
 
113  Ver: Numeral «2. Objetivo de la Consultoría» de los Términos de Referencia 

correspondientes a la convocatoria N° SGCAN-011-C-2020; y, la «Cláusula II.- Objeto 
de la Consultoría» del contrato suscrito entre la Secretaría General de la Comunidad 
Andina y el Consorcio de fecha 26 de octubre del 2020. 
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procedimientos ante el Tribunal, se encuentra el de asegurar la efectividad 
de los derechos de las personas sujetas a su jurisdicción114. Por lo tanto, 
endurecer los requisitos de representación legal establecidos en la norma 
y definidos en la jurisprudencia podría conllevar una regresión de los 
derechos reconocidos a los ciudadanos andinos por la norma comunitaria, 
especialmente en relación con el efecto directo de sus disposiciones y las 
garantías de acceso a la justicia y tutela judicial efectiva. 

 
«PJ.6. Se han invertido los patrones de ejercicio de la legitimación activa en la acción de 
incumplimiento, mediante la inacción de la SGCAN y el incremento exponencial de las 
demandas de particulares. La SGCAN lleva 12 años, desde diciembre de 2008, sin 
interponer ninguna acción de incumplimiento. Hasta esa fecha, había interpuesto el 80% de 
todas las demandas de incumplimiento. La falta de ejercicio de la acción de incumplimiento de 
la SGCAN no se corresponde ni con su actuación desde la creación del TJCA, ni con el 
funcionamiento de sistemas equivalentes, como el de la UE, que inspiró de forma directa el 
modelo andino. A su vez, se ha producido un notable incremento de las demandas de 
incumplimiento interpuestas por particulares, pasando del 16% (hasta diciembre de 2008) al 
97% (desde enero de 2009)».  
 
252. Ante este señalamiento, bien se puede decir que se está poniendo atención 

a los aspectos particulares y no a los asuntos de fondo. El incremento de 
la participación como legitimados activos por parte de particulares es 
efecto de un mercado ampliado vivo, cobijado por un ordenamiento 
jurídico concreto y que cuenta con un organismo encargado de brindar 
tutela judicial, seguridad jurídica, y previsibilidad. Es decir, los pilares 
mínimos que la administración de justicia puede brindar para alcanzar un 
desarrollo económico y social, y por qué no, la recuperación económica 
tan anhelada en los difíciles momentos que se atraviesan. 

 
 

 
114  Estatuto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 

«Artículo 35.- Objeto de los procedimientos judiciales 
Los procedimientos previstos en el presente Estatuto tienen por objeto asegurar: la 
efectividad de los derechos sustantivos de las personas sujetas a su jurisdicción; 
la salvaguarda del espíritu de la integración; el respeto de la igualdad jurídica de las 
partes; y, la garantía del debido proceso. 
 
Los procedimientos se adelantarán con sujeción al trámite común que se señala en los 
artículos siguientes a menos que, para determinados casos, el presente Estatuto 
establezca reglas especiales». 
 
(Énfasis agregado) 
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«PJ.7. La existencia de IPs y de acciones de incumplimiento sobre una misma materia puede 
plantear posibles situaciones de colisión, por ejemplo, cuando se plantee una acción de 
incumplimiento existiendo una IP previa o cuando se presente una solicitud de IP sobre una 
materia en la que ya exista una acción de incumplimiento». 
 
253. Si bien lo señalado es un escenario posible, no es el ideal, esto no significa 

que se invalida el ejercicio de la Interpretación Prejudicial, ni de la Acción 
de Incumplimiento o de cualquier otra competencia. Sin embargo, es 
oportuno el señalamiento, como pábulo para manifestar que uno de los 
efectos del precedente de observancia obligatoria sería una disminución 
del riesgo de procesos con una vinculación como la señalada. El 
precedente beneficia a las partes, aumenta la predictibilidad y la seguridad 
jurídica, y, en definitiva, fomenta la constitución de criterios jurídicos 
interpretativos uniformes que puedan orientar la actuación de los Países 
Miembros, tanto en el momento de diseñar y ejecutar políticas públicas 
que, necesariamente deben ser acordes con los compromisos y las 
obligaciones previstas en las normas comunitarias andinas; tanto como en 
el momento en que las autoridades administrativas y judiciales, deben 
resolver casos concretos y específicos. 

 
 
«PJ.9. El régimen de sanciones autorizadas por el TJCA revela problemas de eficacia que 
sugiere analizar medidas de optimización del sistema». 
 
254. En el planteamiento del Problema Jurídico 9115 el Consorcio se refiere a 

que el régimen de sanciones autorizadas por el TJCA, revela problemas de 
eficacia y se sugiere analizar medidas de optimización del sistema.  

 
255. Al respecto, se debe indicar que los procesos sumarios iniciados por el 

TJCA están previstos en la norma (Artículos 112 al 120 del Estatuto), por 
lo que, por el momento, es el único medio disponible para encauzar la 
conducta del país que se encuentre en desacato de una Sentencia en 
Acción de Incumplimiento.  

 
256. No obstante, podría discutirse la posibilidad de establecer un nuevo 

sistema, por ejemplo, un mecanismo de pago de multas que no perjudique 
a los consumidores y no sea contrario al programa de liberalización.  

 
«PJ10. El procedimiento de demandas de funcionarios del SAI en materia laboral plantea 
problemas de la necesidad de evitar que el TJCA sea juez y parte en aquellos casos en que las 

 
115  Párrafo 289 del Informe Final. 
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demandas provengan de funcionarios o ex funcionarios del propio Tribunal».  
 
257. El Tribunal no comparte el criterio. Es equivocado afirmar que el Tribunal 

puede constituirse en juez y parte en un proceso en el que se juzgaría un 
reclamo laboral de sus empleados, sencillamente porque en tal evento, la 
norma estatutaria ha previsto la reconstitución del Tribunal. 

 
258. En primer lugar, con el fin de brindar el contexto jurídico pertinente, se 

debe considerar que el Artículo 40 del Tratado de Creación del TJCA 
dispone expresamente que el TJCA es competente para conocer las 
controversias laborales que se susciten en los órganos e instituciones del 
SAI. Esta competencia se encuentra reglamentada en los Artículos 135 al 
139 del Estatuto del TJCA116. Por último, en el primer párrafo del Artículo 

 
116   Estatuto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 

«Artículo 135.- Principios  
En su sentencia, el Tribunal aplicará los principios generales del derecho laboral 
reconocidos por la Organización Internacional del Trabajo y aquellos que sean 
comunes a los Países Miembros.  
 
Artículo 136.- Objeto y finalidad  
Las acciones laborales que se propongan ante el Tribunal tienen por objeto dirimir las 
controversias que, originadas en una relación de trabajo, se susciten entre los órganos 
e instituciones del Sistema Andino de Integración y sus respectivos funcionarios o 
empleados, de conformidad con el Convenio de Sede que resulte aplicable.  
 
Artículo 137.- Titulares de la acción  
Pueden acudir en demanda ante el Tribunal, para reclamar el cumplimiento de sus 
derechos laborales, los funcionarios o empleados a que se refiere el artículo anterior, 
que tengan o hayan tenido relación laboral con cualquiera de los órganos e instituciones 
del Sistema Andino de Integración determinados en el artículo 6 del Acuerdo de 
Cartagena.  
 
Es requisito indispensable para el ejercicio de esta acción que el demandante demuestre 
haber formulado petición directa ante su empleador respecto de los mismos derechos 
laborales que pretende, sin haber tenido respuesta dentro de los 30 días siguientes, o 
cuando la obtenida le hubiere sido total o parcialmente desfavorable.  
 
Artículo 138.- Audiencia de conciliación  
El Tribunal, luego de contestada la demanda, convocará a las partes a una audiencia en 
la que las instará a conciliar sus diferencias, si fueren susceptibles de transacción. Si no 
lo hicieren, propondrá las fórmulas de acuerdo que estime justas, sin que ello signifique 
prejuzgamiento.  
 
Así mismo, en cualquier estado del proceso, las partes, de común acuerdo, podrán 
solicitar al Tribunal que convoque a una audiencia de conciliación.  
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42 de la misma norma se dispone que: 
 

«Artículo 42.- Los Países Miembros no someterán ninguna controversia 
que surja con motivo de la aplicación de las normas que conforman el 
ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina a ningún tribunal, sistema 
de arbitraje o procedimiento alguno distinto de los contemplados en el 
presente Tratado». 

 
259. Como se puede apreciar, existe absoluta claridad y certeza sobre cuáles 

son las normas jurídicas que resultan aplicables en la Comunidad Andina 
de manera general, tanto por parte de los Países Miembros, lo que incluye 
naturalmente a todas sus autoridades nacionales administrativas y 
judiciales, así como por los órganos e instituciones que componen el SAI, 
sus funcionarios y empleados, y por supuesto por los ciudadanos andinos.  
 

260. Por otra parte, el propio ordenamiento jurídico comunitario andino ha 
previsto una serie de alternativas procesales que permiten evitar cualquier 
conflicto de intereses entre el juzgador y las partes que intervienen en un 
proceso específico. Así, en la Sección Tercera «DE LOS 
IMPEDIMENTOS Y DE LA RECUSACIÓN» del Capítulo IV, del 
Título II del Estatuto del TJCA, se regulan todos aquellos aspectos 
vinculados con las causales de impedimento o recusación de los 
Magistrados, la forma en que se declara el impedimento o se tramita la 
recusación, sus efectos y como opera el reemplazo del Magistrado 
impedido o recusado.  

 
261. De tal manera que, si existiera un conflicto de intereses de parte de uno o 

más de los Magistrados que tendrían que conocer una demanda laboral de 
un ex empleado del Tribunal, por alguna de las causales previstas en el 
Artículo 67 del Estatuto del TJCA117, podría naturalmente, y si es que 

 
 
En caso de que se lograre acuerdo, se suscribirá el acta correspondiente, la cual dará 
por terminado el proceso y tendrá efectos de cosa juzgada. De lo contrario, el proceso 
continuará hasta su culminación.  
 
Artículo 139.- Prescripción de la acción  
La acción laboral prescribirá a los tres años contados a partir del acto o hecho que 
origina la reclamación.» 

117   Estatuto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 

«Artículo 67.- Causales de impedimento y de recusación 
Constituyen motivo de impedimento o de recusación de los Magistrados para conocer 
de los asuntos sometidos a su consideración: 
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dicho Magistrado no se declaró previamente impedido, proponer su 
recusación, de conformidad con las reglas del Artículo 69 de la misma 
norma, que textualmente señala: 

 
«Artículo 69.- Oportunidad, procedencia y trámite de la recusación  
La recusación se propondrá al Tribunal, en cualquier estado del proceso, 
mediante escrito en el que se expresarán los motivos de hecho en que se 
fundamenta y las pruebas que se pretenda aducir.  
 
Planteada la recusación, el Presidente suspenderá la causa hasta que el 
Tribunal decida el incidente y, si hubiere lugar, ordenará las pruebas que 
deberán practicarse en el término de ocho días.  
 
Concluido el término, el Tribunal se pronunciará definitivamente.» 

  
262. Ante la declaratoria de impedimento o aceptada la recusación, el TJCA de 

conformidad con lo dispuesto en el Artículo 70 de su Estatuto118 

 
a) El parentesco del Magistrado o de su cónyuge dentro del cuarto grado de 

consanguinidad o segundo de afinidad con las partes, sus representantes o 
mandatarios; 
 

b) El interés directo o indirecto del Magistrado o de su cónyuge en el asunto 
sometido al Tribunal o en otro que verse sobre objeto similar; 

 
c) Haber emitido opinión fuera de la actuación judicial sobre las cuestiones 

materia del proceso o haber intervenido dentro de éste, como parte, 
apoderado o asesor; y, 

 
d) La amistad íntima o enemistad manifiesta del Magistrado o de su cónyuge 

con las partes, sus representantes o mandatarios. 
 
Artículo 68.- Declaración de impedimento 
En cualquier estado del proceso el Magistrado que considere que se encuentra incurso 
en alguna de las causales previstas en el artículo anterior, estará obligado a declararlo 
al Tribunal. 
 
El Presidente, recibida la declaración, suspenderá la causa hasta que el Tribunal se 
pronuncie sobre la inhibición». 
 

118   Estatuto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
  
  «Artículo 70.- Reemplazo del Magistrado impedido o recusado  

Habrá lugar a la convocatoria del suplente del Magistrado cuyo impedimento o 
recusación ha sido aceptado, sólo cuando el asunto de que se trate exija, de acuerdo 
con lo dispuesto en este Estatuto, que la decisión deba adoptarse con la participación 
y voto de todos los miembros del Tribunal». 
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convocaría al Magistrado suplente que corresponda, con el propósito de 
asegurar el quórum deliberatorio y decisorio previsto en el Artículo 32 de 
la misma norma119.    

 
263. Es pertinente también recordar que el TJCA ya tuvo que lidiar con la 

demanda de uno de sus funcionarios. En efecto, en el año 2009, el ex 
Magistrado Moisés Troconis Villarroel, de nacionalidad venezolana, 
planteó una demanda laboral en contra del TJCA, por su desvinculación 
de la institución con ocasión de la denuncia del Acuerdo de Cartagena por 
parte de la República Bolivariana de Venezuela. 

  
264. En el referido caso, se activó el remedio procesal descrito anteriormente y 

fueron tres Magistrados que se declararon impedidos, pues habían sido 
colegas y habían compartido la función judicial con el demandante. A su 
vez, el Presidente del Tribunal que no había coincidido en el período de 
sus funciones con el ex Magistrado Troconis y que, en consecuencia, no 
se encontraba impedido para conocer el caso, continúo con la tramitación 
del proceso y, tal como determina el ya citado Artículo 70, emitió sendas 
convocatorias a los Magistrados suplentes, quienes aceptando dicha 
convocatoria, se integraron al Pleno del TJCA, conformaron el quórum 
deliberatorio correspondiente y, con absoluta imparcialidad e 
independencia, resolvieron el caso, pues no tenían ningún vínculo con el 
actor y mucho menos un interés directo o indirecto en el resultado del 
proceso; por lo tanto, como se puede apreciar, es erróneo sostener que en 
el supuesto de una demanda laboral planteada por un funcionario del 
TJCA, el Tribunal estaría actuando como juez y parte. 

 
265. Por último, no está por demás resaltar el propio ex Magistrado Troconis 

jamás puso en duda la imparcialidad e independencia de este órgano para 

 
 
119   Estatuto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 
  «Artículo 32.- Quórum deliberatorio y decisorio en asuntos judiciales  

La adopción de autos de sustanciación estará a cargo del Magistrado sustanciador. La 
adopción de autos interlocutorios requerirá la presencia de al menos tres Magistrados 
y se adoptarán con el voto conforme de al menos tres de ellos. La adopción de autos 
interlocutorios que ponen fin al juicio y de las sentencias requerirá la presencia de los 
cinco Magistrados y se adoptarán con el voto conforme de al menos tres de ellos.  
 
El Tribunal necesitará para deliberar válidamente, en interpretaciones prejudiciales y 
procesos laborales, la asistencia de un mínimo de tres de sus Magistrados y adoptará 
sus decisiones por el voto conforme de al menos tres de ellos». 
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conocer la demanda, pues se aplicó a cabalidad el mecanismo previsto para 
la sustitución de los Magistrados que por sí mismos se consideraron 
impedidos dicha causa. 

 
266. De lo anterior, es posible colegir que, en el supuesto hipotético en el que 

un ex funcionario o ex empleado del TJCA plantee una demanda laboral 
contra el propio Tribunal, naturalmente los Magistrados que participaron 
de alguna forma en la decisión de su desvinculación o del acto que 
estuviese siendo impugnado, o que de alguna manera tuvieran algún 
vínculo con el actor, tendrían necesariamente que declararse impedidos. Si 
esto no ocurre, el demandante tiene a su disposición el mecanismo 
procesal de la recusación.  

 
267. En esas circunstancias, se tendría que convocar a los Magistrados 

suplentes que lógicamente actúan con absoluta independencia en relación 
con los Magistrados principales. Es pertinente recordar, además, que de 
acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 9 del Tratado de Creación del 
TJCA120, los Magistrados suplentes deben reunir iguales calidades que los 
principales, con lo que se garantiza la absoluta idoneidad para asumir el 
conocimiento de una causa laboral.  

 
268. Asimismo, los Magistrados suplentes, tal como sucede en otras Cortes 

internacionales, no tienen un vínculo laboral permanente con el TJCA, y 
toman posesión del cargo únicamente para conocer procesos específicos 
en los cuales fueron convocados, sea por ausencia permanente o temporal 
del Magistrado principal, o precisamente en los casos de impedimento o 
recusación aceptados por el Tribunal, de conformidad con la previsión del 
Artículo 13 del Estatuto del TJCA121. 

 
120   Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 
  «Artículo 9.- Cada magistrado tendrá un primer y segundo suplente que lo 

reemplazarán, en su orden, en los casos de ausencia definitiva o temporal, así como de 
impedimento o recusación, de conformidad con lo que se establezca en el Estatuto del 
Tribunal.  
Los suplentes deberán reunir iguales calidades que los principales. Serán designados en 
las mismas fechas y forma y por igual período al de aquéllos». 

 
121   Estatuto del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 
  «Artículo 13.- Convocatoria a los suplentes  

Los suplentes primero y segundo, en su orden, serán llamados por el Presidente, previa 
disposición del Tribunal, y reemplazarán al Magistrado: 
 
a) Cuando el Magistrado designado no hubiese concurrido, sin justificación suficiente 
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269. En ese sentido, el supuesto hipotético en el que un ex funcionario o ex 

empleado del TJCA, plantease una demanda laboral contra el propio 
TJCA, en aplicación del remedio procesal descrito, se podría, si 
corresponde, reconformar el Pleno del Tribunal y el nuevo colegiado 
integrado por Magistrados suplentes —que no tienen vínculo laboral con 
el Tribunal, no están subordinados a los Magistrados Principales, y no han 
tenido vínculo, contacto, ni relación con el demandante— resolverían el 
caso con absoluta imparcialidad e independencia, guiados únicamente por 
las disposiciones del ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina y los 
precedentes jurisprudenciales que resulten aplicables, con el fin último de 
garantizar la seguridad jurídica, el acceso a la justicia, el debido proceso y 
la tutela judicial efectiva. 

 
270. Por último, es pertinente resaltar que todo Magistrado, principal o 

suplente, cumple por mandato de la norma comunitaria122 con el requisito 
fundamental de gozar de alta consideración moral y reunir las condiciones 
requeridas en su país para el ejercicio de las más altas funciones judiciales 
o ser jurisconsultos de notoria competencia. Bajo este tamiz, los Países 
Miembros han establecido la composición actual del Pleno del Tribunal y 
de los Magistrados suplentes que podrían reemplazarlos en casos 

 
a juicio del Tribunal, al acto de posesión, dentro de los treinta días siguientes al de la 
iniciación de su período;  
b) En los casos de fallecimiento, renuncia, remoción o vacancia del cargo, por el 
tiempo que falte del período respectivo;  
c) En los casos de licencia, por el tiempo que dure ésta; y,  
d) En los casos de impedimento o recusación declarados con lugar, solamente en el 
proceso correspondiente y hasta la finalización del mismo, cuando se trate de los 
asuntos a que se refiere el artículo 70 de este Estatuto». 
 

122  Tratado de Creación del Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina. - 
 
«Artículo 6.- El Tribunal está integrado por cinco magistrados, quienes deberán ser 
nacionales de origen de los Países Miembros, gozar de alta consideración moral y reunir 
las condiciones requeridas en su país para el ejercicio de las más altas funciones 
judiciales o ser jurisconsultos de notoria competencia. 
Los magistrados gozarán de plena independencia en el ejercicio de sus funciones, no 
podrán desempeñar otras actividades profesionales, remuneradas o no, excepto las de 
naturaleza docente, y se abstendrán de cualquier actuación incompatible con el carácter 
de su cargo». 
 
El Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores, en consulta con el Tribunal, 
podrá modificar el número de magistrados y crear el cargo de Abogado General, en el 
número y con las atribuciones que para el efecto se establezcan en el Estatuto a que se 
refiere el Artículo 13». 
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específicos. Lo que constituye una garantía adicional de idoneidad tanto 
profesional como ética del hipotético tribunal que se constituiría para 
conocer una demanda laboral de un empleado del TJCA. 

 
«PJ.11. La falta de desarrollo de la competencia arbitral, en los términos del artículo 
38 del Tratado y según la Disposición Transitoria Segunda del Estatuto, ha derivado en 
situaciones de indefensión de personas que vieron sus demandas inadmitidas a pesar de haber 
suscrito contratos con el SAI con cláusulas arbitrales de sometimiento al TJCA».  
 
271. El Tribunal coincide con el Consorcio. La ausencia de las disposiciones 

procesales respecto de la función arbitral, que debían ser expedidas de 
conformidad con la Disposición Transitoria Segunda del Estatuto del 
TCJA, por parte del Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores, a 
propuesta de la Comisión, ha hecho imposible que dicha competencia sea 
ejercida, con lo cual los accionantes no han encontrado la justicia que 
pretendían al acudir al Tribunal; motivo por el cual, en oportunidad del 
análisis que se efectúe para fortalecer al sistema de solución de 
controversias de la Comunidad Andina, sería oportuno dictar las reglas 
necesarias que permitan implementar la función arbitral, optimizarla, y 
hasta expandir su ámbito de aplicación con el propósito de dotar a los 
ciudadanos andinos y a los inversionistas que existen dentro de la 
Comunidad Andina de mecanismos de tutela, seguridad jurídica y 
previsibilidad. 

 
272. Al respecto, es pertinente reiterar que mediante los Oficios N° 04 y 05-P-

TJCA-2021 de 20 de enero del presente año, el TJCA presentó una 
propuesta de fortalecimiento del Sistema Andino de Solución de 
Controversias tanto al CAMRE como a la Comisión, la cual planteó el 
fortalecimiento de la función arbitral.  

 
273. Al respecto, y de forma resumida, me permito traer a colación algunos 

puntos esenciales sobre la propuesta planteada en torno a la función 
arbitral. El Tribunal plantea dos caminos para, en oportunidad de 
fortalecerlo, otorgarle de forma efectiva funciones arbitrales: 

  
(i) Conceder a los órganos e instituciones del SAI la oportunidad de 

pactar arbitraje ante el Tribunal, para resolver las controversias que 
puedan surgir entre estos organismos y terceros, devenidas de 
cualquier tipo de contrato, sin que estas controversias tengan que 
estar necesariamente limitadas a los aspectos regidos por el 
ordenamiento jurídico comunitario andino. 
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(ii) Dar cabida a que el Tribunal resuelva las controversias devenidas en 
materia de inversión entre los Países Miembros de la Comunidad 
Andina e inversionistas privados. 

 
274. En lo que respecta a la primera propuesta, es pertinente recordar que de 

acuerdo con el Artículo 38 del Tratado de Creación, el Tribunal tiene 
competencia general para ejercer su función arbitral cuando: 

 
«Artículo38.- El Tribunal es competente para dirimir mediante arbitraje las 
controversias que se susciten por la aplicación o interpretación de contratos, convenios o 
acuerdos, suscritos entre órganos e instituciones del Sistema Andino de Integración o 
entre éstos y terceros, cuando las partes así lo acuerden. 
 
Los particulares podrán acordar someter a arbitraje por el Tribunal, las controversias 
que se susciten por la aplicación o interpretación de aspectos contenidos en contratos de 
carácter privado y regidos por el ordenamiento jurídico de la Comunidad Andina. 
(…)» 

 
275. La presente coyuntura (la crisis causada por la Covid-19, como la 

oportunidad de finalizar la reingeniería del Sistema de Solución de 
Controversias) plantea una interesante oportunidad para legislar en favor 
de la tutela que merecen todos los usuarios del Sistema de Solución de 
Controversias, entre los que están los organismos del SAI. No hay duda 
de que estos organismos, que forman parte de la estructura institucional 
de la Comunidad Andina, tienen por juez natural al TJCA. De esta 
manera, resulta inclusive extraño que no sea el Tribunal el llamado a 
resolver las controversias que devienen de la interpretación o aplicación 
de los contratos que dichos organismos suscriben, y mucho más que, ante 
la imposibilidad de actuación del Tribunal por una limitación normativa, 
un organismo del SAI deba someterse a la jurisdicción nacional de uno 
de los Países Miembros. 

 
276. La propuesta del Tribunal consiste en hacer efectiva la función arbitral, 

sin mayor restricción que los límites propios del arbitraje. Es decir, que 
la disputa sea sobre un asunto contractual y que exista consentimiento 
previo de las partes en conflicto.  
 

277. Dicha capacidad, no tiene porqué considerarse ajena a una Corte de 
Integración. De hecho, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea tiene 
competencia para dirimir controversias en función de la respectiva 
cláusula compromisoria, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 272 
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (versión 
consolidada): 
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«Artículo 272 

(antiguo artículo 238 TCE) 
 
El Tribunal de Justicia de la Unión Europea será competente para juzgar 
en virtud de una cláusula compromisoria contenida en un contrato 
de Derecho público o de Derecho privado celebrado por la Unión o por 
su cuenta.»123 
 
(Énfasis agregado) 

 
278. Del mismo modo, en oportunidad de dicha reforma, se podría 

reglamentar el procedimiento arbitral mediante una remisión al trámite 
común establecido en el Estatuto del TJCA, con lo cual, se daría 
cumplimiento al objetivo de la Disposición Transitoria Segunda de la 
norma mencionada, que está pendiente de ejecutarse desde el año 2001. 
 

279. En cuanto a la segunda propuesta de fortalecer la función arbitral del 
TJCA, concediéndole competencia para resolver controversias en materia 
de inversión, es pertinente señalar que esta constituye una oportunidad 
para brindar un foro alternativo de solución para las disputas de inversión 
de los cuatro Países Miembros. Esta posibilidad tiene mayor atractivo 
para el Estado Plurinacional de Bolivia, el cual, como es de conocimiento 
público, al haber denunciado el Convenio CIADI124, no cuenta 

 
123 Disponible en: https://eur-lex.europa.eu/legal-

content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:12012E/TXT&from=ES 
 
124   «El Gobierno de la República de Bolivia firmó el Convenio del CIADI el 3 de mayo 

de   1991 y depositó su instrumento de ratificación el 23 de junio de 1995. El Convenio 
entró en vigor para Bolivia el 23 de julio de 1995. El 2 de mayo de 2007, el depositario 
recibió una notificación por escrito de la denuncia de Bolivia del Convenio. De 
conformidad con el Artículo 71 del Convenio, la denuncia produjo efecto seis meses 
después del recibo de la notificación de Bolivia, es decir el 3 de noviembre de 2007. El 
Gobierno de la República del Ecuador firmó el Convenio del CIADI el 15 de Enero 
de 1986 y depositó su instrumento de ratificación en la misma fecha. El Convenio 
entró en vigor para el Ecuador el 14 de febrero de 1986. El 6 de julio de 2009, el 
depositario recibió una notificación por escrito de la denuncia del Ecuador del 
Convenio. De conformidad con el Artículo 71 del Convenio, la denuncia produjo 
efecto seis meses después del recibo de la notificación del Ecuador, es decir el 7 de 
enero de 2010». 

 
Disponible en: «LISTA DE ESTADOS CONTRATANTES Y SIGNATARIOS 
DEL CONVENIO » [CIADI] (al 9 de junio de 2019) 
https://icsid.worldbank.org/sites/default/files/ICSID-3-SP.pdf   
Fecha de consulta: 23 de julio de 2021. 
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actualmente con un foro arbitral regional o internacional para ventilar 
disputas de esta naturaleza. 
 

280. En el caso del Ecuador, sus opciones por otra parte se han limitado 
debido al proceso de denuncia de sus tratados bilaterales de inversión, el 
cual inició en el año 2009 y culminó en mayo del año 2017, con la 
denuncia de un último grupo de este tipo de instrumentos y la limitación 
de rango constitucional que obliga a dicho país a pactar exclusivamente 
arbitraje de inversión, de conformidad con los parámetros del Artículo 
422 de la Constitución de la República del Ecuador125, disposición que, de 
acuerdo con la interpretación efectuada por su Corte Constitucional, 
prohíbe al Estado ecuatoriano de celebrar tratados en los cuales ceda 
jurisdicción a instancias de arbitraje internacional en materia de inversión, 
a excepción de aquellas controversias que sean resueltas en foros 
regionales126. 

 
 

125  Constitución de la República del Ecuador. - 
 

«Artículo 422.- No se podrá celebrar tratados o instrumentos internacionales en los 
que el Estado ecuatoriano ceda jurisdicción soberana a instancias de arbitraje 
internacional, en controversias contractuales o de índole comercial, entre el Estado 
y personas naturales o jurídicas privadas. 
Se exceptúan los tratados e instrumentos internacionales que establezcan la solución 
de controversias entre Estados y ciudadanos en Latinoamérica por instancias 
arbitrales regionales o por órganos jurisdiccionales de designación de los países 
signatarios. No podrán intervenir jueces de los Estados que como tales o sus 
nacionales sean parte de la controversia. 
 
En el caso de controversias relacionadas con la deuda externa, el Estado ecuatoriano 
promoverá soluciones arbitrales en función del origen de la deuda y con sujeción a 
los principios de transparencia, equidad y justicia internacional». 

 
126  Mediante Oficio N.° T.4766-SNJ-10-21 del 6 de enero de 2010, el entonces 

Presidente de la República del Ecuador solicitó a la Corte Constitucional la emisión 
de dictamen favorable para la denuncia de los acuerdos bilaterales de Protección 
Recíproca de Inversiones. La mencionada Corte analizó cada uno de los acuerdos 
de este tipo suscrito por el Ecuador, concluyendo que estos eran contrarios al 
Artículo 422 de la Constitución. A manera de ejemplo, en el Dictamen N° 026-10-
DTI-CC del 29 de julio de 2010, en el que se analizó el Convenio celebrado entre el 
Gobierno de la República del Ecuador y el Gobierno de la República de Finlandia 
sobre la Promoción y Protección de Inversiones, la Corte sostuvo en la parte 
pertinente: 

 
«En este sentido y de conformidad con lo expuesto en el análisis del artículo en 
cuestión, se evidencia que por expresa prohibición constitucional esta 
divergencia no puede ser sometida a un Tribunal Arbitral, puesto que aquello 
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281. La necesidad de fortalecer la función del arbitraje de inversión también 

es pertinente como un mecanismo para brindar seguridad jurídica a las 
inversiones comunitarias y extranjeras que, sin duda, coadyuvarían al 
desarrollo y crecimiento económico de nuestros países, especialmente en 
la etapa post pandemia de la Covid-19, así como a la recuperación de las 
economías de la Subregión. 

 
282. Por otra parte, dado que el Artículo 1 del Acuerdo de Cartagena127 señala 

que el desarrollo equilibrado de sus miembros es uno de los medios para 
la formación gradual del mercado común, sería un error no brindar 
mecanismos de protección jurídica a la inversión extranjera directa, la cual 
—especialmente ante la crisis económica actual— es fundamental para 
que el proceso de integración de la Comunidad Andina se acerque a dicho 
objetivo. 

 
283. El fortalecimiento del arbitraje dentro del TJCA, ampliado a los arbitrajes 

de inversión, como foro alternativo para la solución de disputas de 
inversión suscitadas en la Subregión, tendría las siguientes consecuencias 
positivas: 

 
• Reducción de costos inherentes al arbitraje. Los costos en los que se 

incurre tanto por transporte y alojamiento de funcionarios y expertos, así 

 
implicaría ceder la jurisdicción soberana del Estado ecuatoriano a instancias 
de arbitraje internacional, en controversias contractuales o de índole 
comercial, entre el Ecuador y personas naturales o jurídicas privadas, como es 
el caso del presente artículo del tratado internacional. 

 
Por lo expuesto, la solución de controversias entre un inversionista y la Parte 
Contratante receptora de la inversión, que constituye un Estado en los 
asuntos que regula este tratado por mandato constitucional, no podría 
someterse a un tribunal de arbitraje ya que se estaría vulnerando el principio 
constitucional contenido en el artículo 422 de la Carta Fundamental, que dice: 
‘No se podrá celebrar tratados o instrumentos, internacionales en los que el 
Estado ecuatoriano ceda jurisdicción soberana instancias de arbitraje 
internacional, en controversias contractuales o de índole». 
 

127  Acuerdo de Cartagena. - 
 

«Artículo 1.- El presente Acuerdo tiene por objetivos promover el desarrollo 
equilibrado y armónico de los Países Miembros en condiciones de equidad, mediante 
la integración y la cooperación económica y social; acelerar su crecimiento y la 
generación de ocupación; facilitar su participación en el proceso de integración 
regional, con miras a la formación gradual de un mercado común latinoamericano». 
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como los gastos administrativos relativos al manejo de la disputa, serán 
menores ante el TJCA. Este, como foro arbitral de inversión 
internacional de carácter alternativo, por el simple hecho de 
implementarse en una economía local, Quito, erogará menores gastos en 
comparación a los que se incurre en ciudades como Washington o La 
Haya, que usualmente son seleccionadas como sedes del arbitraje de 
inversión. 

 
• Posibilidad de que los estudios jurídicos de la Subregión adquieran 

una mayor presencia en el litigio arbitral de inversiones. Lo que a su 
vez implicaría una reducción de costos, especialmente los vinculados 
directamente a la defensa de los intereses nacionales, con el adicional de 
que esta reducción de costos aplicaría tanto para la defensa de los 
inversionistas locales como para los países involucrados. 

 
• El hecho de que los costos de los arbitrajes sean menores 

posibilitará que inversionistas de menor envergadura sometan sus 
controversias de inversión a arbitraje ante un Tribunal regional del 
más alto nivel, independiente e imparcial. 

 
• Ejecución directa de laudos. No habría razón para dudar respecto de la 

ejecutabilidad del laudo, al ser emitido por el TJCA, organismo 
jurisdiccional comunitario. Los laudos que se produzcan serán de 
aplicación directa en el arbitraje que se diseñe como parte del 
ordenamiento jurídico andino, y no existirá riesgo de nulidad alguna u 
obstáculos para su reconocimiento ante las cortes locales. 

 
• Los Países Miembros podrán obtener un incremento en los flujos 

de inversión subregional y extranjera. Con costos de defensa 
menores, la eliminación del riesgo de revisión de los laudos por parte de 
las cortes domésticas y un tribunal que produzca resultados técnicos, la 
Subregión andina podrá atraer aún más a los capitales externos, aspiración 
que es fundamental para la recuperación económica luego de los estragos 
causados por la pandemia. 

 
284. Por último, cabe también mencionar que en aras de dotar de confianza al 

sistema arbitral que se constituya en el seno del Tribunal, bien se podría 
conformar una lista de árbitros expertos en la materia de arbitraje de 
inversión, quienes, tal como lo hacen en otros foros, administrarían justicia 
arbitral a las partes procesales. En ese escenario, el papel del Tribunal sería 
el constituirse en corte de anulación del laudo que se expida, bajo causales 
concretas previamente definidas y aceptadas dentro del derecho 
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internacional de inversiones. En ese escenario incluso, para evitar posibles 
conflictos de interés, el Magistrado de nacionalidad del país demandado 
podría abstenerse de conocer la demanda de nulidad, de tal suerte que en 
tales decisiones el Tribunal tendría un quorum decisorio de tres personas. 

 
*** 
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La Comunidad Andina, actualmente conformada por
Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú, es el proceso de
integración jurídica, económica y social más exitoso y
longevo de Sudamérica, creado a través de la firma del
Acuerdo de Cartagena del 26 de mayo de 1969.

El Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina (en
adelante, TJCA o el Tribunal), como órgano jurisdiccional
de la Comunidad Andina, resuelve controversias entre
países miembros, entre órganos comunitarios, entre países
miembros y órganos comunitarios, y entre estos y personas
naturales y jurídicas, así como garantiza la aplicación
uniforme y coherente del derecho andino, para efecto de
lo cual emite interpretaciones prejudiciales que guían e
informan a las autoridades administrativas y judiciales
nacionales sobre cómo deben ser entendidas las
disposiciones del ordenamiento jurídico comunitario
andino. 

No obstante su evidente importancia para la cohesión y
fortalecimiento del proceso de integración, resulta
incomprensible que desde el año 2008, el TJCA atraviese
por una grave situación económica que pone en riesgo,
año tras año, la continuidad de su operatividad y
funcionamiento.
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Introducción
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En el año 2011, el Consejo Presidencial Andino
decidió emprender un proceso de revisión y
reingeniería de la estructura y funcionamiento de los
órganos del Sistema Andino de Integración (SAI) —
entre los que se encuentra el TJCA—. En atención a
ese mandato se emitió la Decisión 773 del 31 de julio
de 2012, mediante la cual se encargó una consultoría
para el proceso de reingeniería del SAI a la Comisión
Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL)
y a la Fundación Getulio Vargas (FGV).

En junio de 2013, la FGV señaló, en su informe final,
que el TJCA «es un patrimonio mayor de la
Comunidad [Andina] (…) que no presenta problemas
mayores (…) siendo [necesario] dinamizarlo y
conectarlo a otros organismos dentro y fuera de la
Comunidad. Por esa razón, las propuestas que tocan
al Tribunal son primordialmente positivas…».  Pese a
las conclusiones del citado informe, la situación del
Tribunal no fue atendida. 

Las conclusiones de la Fundación
Getulio Vargas
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No faltan opiniones externas sobre la importancia y la buena
reputación del TJCA. La publicación «Transplanting
international courts. The law and politics of the Andean
Tribunal of Justice» (de mayo de 2017, editada por la
Universidad de Oxford), de autoría de los investigadores Karen
J. Alter y Laurence R. Helfer, catalogó al TJCA como la tercera
corte internacional más activa del mundo.

El TJCA: la tercera corte
internacional más activa del

mundo



La opinión desinteresada de
expertos en derecho de la

integración, de la competencia y
de la propiedad intelectual




Asimismo, el año pasado, ante la
posibilidad de que el TJCA sea
desalojado de su sede y paralice
sus actividades por falta de pago
del arrendamiento (imposible de
cumplir sin las contribuciones
ordinarias y oportunas de los
países miembros) del inmueble
que ocupa, se recibieron varias
comunicaciones públicas que
resaltaron la importancia de la
labor que desempeña el Tribunal.
Entre estas comunicaciones
destacan las suscritas por la
Superintendencia de Industria y
Comercio de Colombia (SIC), la
Asociación Interamericana de
Propiedad Intelectual (ASIPI), la
Asociación Peruana de Propiedad
Intelectual y Derechos de Autor
(APPI), la Asociación Colombiana
de Propiedad Intelectual (ACPI), el
Centro Colombiano de Derecho de
Autor (CECOLDA), el Consejo de
Cámaras y Asociaciones de la
Producción del Ecuador y la
Sociedad Internacional de
Derecho Comunitario e
Integración (SIDECI).[1]
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SIC: «De allí la importancia de la labor del TJCAN y su
estrecha relación jurídica con el H. Consejo de Estado y
la SIC, lo que a su vez impacta en el ámbito interno e
internacional en materia económica y comercial…»

ASIPI: «La consolidación del TJCA resulta gravitante
para el proceso de integración andino, y lamentamos
que este sea un tema que tiene más de una década de
debates sin resultados palpables…»

APPI: «…la continuidad del TJCA asegura la mejor
protección de los derechos de propiedad industrial e
intelectual, abstrae el litigio que genera su defensa de la
mirada particular de juzgadores singulares y lo pone en
manos de un panel de expertos imparciales: los
Magistrados del TJCA.»

CECOLDA: «Para Colombia el TJCA ha sido
determinante en el desarrollo de la propiedad
intelectual y particularmente del derecho de autor…»

-7-

Consejo de Cámaras y Asociaciones de la Producción
del Ecuador: «Ha llegado a nuestro conocimiento, la
compleja situación económica que al momento se
encuentra el Tribunal de Justicia de la Comunidad
Andina, escenario totalmente incomprensible dados los
compromisos adquiridos por las más altas autoridades
de sus países miembros, así como por el rol
fundamental que este Tribunal tiene frente a la
seguridad jurídica y solución de controversias, entre
los países de la Comunidad, sus ciudadanos y
empresas.»

Superintendencia de Industria y Comercio de Colombia

Asociación Interamericana de la Propiedad Intelectual

Asociación Peruana de Propiedad Industrial y
Derechos de Autor

Centro Colombiano del Derecho de Autor

Consejo de Cámaras y Asociaciones de la Producción
del Ecuador
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“(…)
La Presidencia, los integrantes de la Junta Directiva y los
asociados a ACPI manifestamos  a los Señores Magistrados
nuestra solidaridad por la grave crisis por la que atraviesa el
TJCA (…)

En consideración de nuestra Asociación, la situación es
grave y las consecuencias de tal crisis derivada entre otras
del incumplimiento de los países miembros en realizar  los
aportes acordados, podrían derivar en afectación no sólo
en los derechos de los titulares de Propiedad Intelectual
por la paralización en sus funciones judiciales sino que
también afectaría el proceso de integración andina.
(…)”

Comunicación de la Asociación Colombia de
Propiedad Intelectual - ACPI 



Es indudable que la labor eficaz del TJCA, y de toda corte
internacional, no solo descansa en la autonomía y conocimiento del
Derecho de los magistrados que la integran, sino también en que el
colegiado cuente con los recursos económicos necesarios para
desempeñar cabalmente sus funciones. Esto último,
lamentablemente, no se encuentra en una situación óptima; todo
lo contrario, la corte andina sufre desde hace años una severa crisis
económica.

Antes del retiro de Venezuela de la Comunidad Andina, el TJCA
tenía un presupuesto de US$ 1’580.000,00. Debido a la salida de
dicho país del proceso de integración subregional andino, entre los
años 2006 y 2008, el presupuesto del Tribunal se redujo a US$
1’170.000,00. Como puede apreciarse, el presupuesto de la corte
andina se redujo en un 26%, pero en esos años sus gastos no se
redujeron en la misma proporción (el número de trabajadores se
redujo de 23 a 20), lo que generó un primer desfase económico.

-9-

La crisis económica del TJCA

Comparación de 3 épocas

No solo hubo una reducción presupuestal y un desfase económico,
sino que el presupuesto aprobado en enero del año 2008,
mediante la Decisión 680, ascendente a US$ 1’170.000,00, ha
permanecido congelado hasta la fecha, lo que significa que el TJCA
tiene congelado su presupuesto desde hace más de 13 años. ¡Qué
organismo internacional o entidad pública podría sobrevivir con un
presupuesto congelado por más de 13 años!
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Como si lo anterior no fuera suficiente, en estos 13 años la crisis
económica del Tribunal se ha agravado más por las siguientes
razones:

a) El incremento significativo de la carga procesal. Como
se puede observar en el siguiente cuadro, el año 2008 el
TJCA recibió 139 causas judiciales y resolvió 142, y año tras
año se ha ido incrementando tanto el número de causa
recibidas como el de procesos concluidos. El 2019 recibió
628 causas y resolvió 734, y el año pasado, durante la
pandemia, recibió 256 causas y resolvió 439.

El crecimiento exponencial de la actividad judicial
del Tribunal ha generado la creación de nuevos
criterios jurisprudenciales. Desde junio de 2016 hasta
septiembre de 2021, el TJCA ha adoptado, a través
de sus interpretaciones prejudiciales, 187 criterios
jurídicos interpretativos nuevos en materia de
propiedad intelectual, comercio, derecho tributario y
aduanero, libre competencia, telecomunicaciones,
transporte, minería ilegal, entre otros.

Incremento de la actividad judicial
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b) Una inflación acumulada simple del 35.98% desde el
2008 hasta el 2020: En el Ecuador, país con una economía
dolarizada y sede del TJCA, se registra una inflación
acumulada simple superior al 35%, lo que significa una
pérdida importante de capacidad adquisitiva. Lo que da
como resultado, por ejemplo, que si en el 2008 se gastaba
1.000 dólares en papel, en el 2020 se gastó 1.359,80 dólares
por la misma cantidad de papel.

c) Obligaciones previstas en el presupuesto del 2008
que se han incrementado por razones exógenas al TJCA.
A manera de ejemplo, las bonificaciones que reciben los
empleados locales, regidos por la legislación ecuatoriana, se
han incrementado. Cuando se aprobó el presupuesto del
Tribunal en el 2008, el salario mínimo en el Ecuador era de
200 dólares. A la fecha es de 400 dólares, lo cual impacta en
el cálculo de la decimocuarta remuneración, la cual se paga
una vez al año y es equivalente a un salario mínimo. Por
citar un ejemplo adicional, en el caso del rubro de seguros
de asistencia médica de magistrados y funcionarios
internacionales, en el 2008 se presupuestó US$ 58.960,00;
sin embargo, el año pasado (2020) se gastó US$ 81.087,00,
un incremento debido a los costos del mercado asegurador
ecuatoriano, que es una variable exógena al Tribunal, y que
para este año se ha proyectado gastar US$ 90.466,88 (lo que
significa un incremento del 53,43% con relación al
presupuesto previsto en el 2008).

d) Obligaciones nuevas que no estaban contempladas
en el presupuesto del 2008. Cuando Venezuela formaba
parte de la Comunidad Andina, el Pleno del TJCA estaba
conformado por 5 magistrados. Desde que el Pleno lo
conforman 4 magistrados, se han dado casos de empate,
situación en la cual se ha llamado a magistrados suplentes
para el desempate, lo que irroga el pago de honorarios, los
cuales nunca estuvieron presupuestados el año 2008. 

e) El retraso permanente de los países miembros en el
pago de los aportes obligatorios. Desde el 2015, por
ejemplo, en el mejor de los casos, el TJCA recibió el 69% de
los aportes ordinarios que debían cancelar los países
miembros, y en el peor año (2018) recibió tan solo el 23%.



Al 21 de octubre de 2021, Bolivia, Ecuador y Perú adeudan al TJCA
 más de 863 mil dólares, tal como se aprecia en el siguiente cuadro:

A la fecha, el Tribunal tiene recursos
económicos solo hasta el mes de
noviembre de 2021.

-12-



El TJCA se ha visto obligado a gastar más de lo que recibía. El
desfase ocurrido con la salida de Venezuela, tener un presupuesto
congelado por más de 13 años, el incremento de la carga procesal
(que se ha más que duplicado), la existencia de una inflación
superior al 35% en 13 años, el incremento del monto de las
obligaciones por razones exógenas al Tribunal, la aparición de
nuevas obligaciones y el retraso constante de los países miembros
en el pago de sus aportes obligatorios, han provocado los
mencionados déficits presupuestales.
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Como puede apreciarse, la crisis del TJCA, originada por la
existencia de un presupuesto insuficiente, se ha visto agravada por
factores exógenos que vuelven imperiosa su actualización.
Actualmente, el personal con el que cuenta el TJCA está lejos de
responder a sus necesidades institucionales. Se ha reducido a una
mínima expresión. A la fecha, son 20 las personas que laboran en el
Tribunal, incluyendo a los magistrados. 

La situación descrita ha originado que, desde el mismo año 2008, el
TJCA ha tenido déficits anuales presupuestarios, tal como se puede
apreciar en el siguiente gráfico.
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El cuadro siguiente permite comparar el presupuesto aprobado de
US$ 1’170.667,00 con el incremento del gasto real anual
(provocando déficits presupuestales) y la pérdida de capacidad
adquisitiva generada por la inflación acaecida.



Comparación con otras cortes
internacionales de la región
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La situación económica del TJCA es excepcional en comparación con otras
cortes internacionales de Latinoamérica. Por ejemplo, la Corte
Centroamericana de Justicia, que pertenece al Sistema de Integración
Centroamericana (SICA), es financiada por solo 3 países (El Salvador, Honduras
y Nicaragua) y tiene un presupuesto superior en 1 millón de dólares al del TJCA,
pese a que viene tramitando 15 veces menos casos que la corte andina y que el
PBI de los países que conforman la SICA es la mitad del PBI de los países que
integran la Comunidad Andina. La Corte de Justicia del Caribe, que resuelve las
controversias surgidas en el seno Comunidad del Caribe (CARICOM) tiene
aproximadamente 6 veces más presupuesto que el TJCA, como lo demuestran
los siguientes cuadros:

La Corte Centroamericana de Justicia y la Corte de Justicia del Caribe gozan de
un presupuesto mayor al del TJCA, pese a que este tramita, al año, más casos
que las mencionadas cortes.
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Es evidente que en el último año se renovaron los esfuerzos para atender la
crisis financiera del TJCA. Los países de la subregión andina, con el apoyo de la
Secretaría General de la Comunidad Andina, a través de un concurso público
internacional, contrataron el año 2020 al Consorcio Percápita - Universidad de
la Coruña - TGS Ecuador, por un valor de 58 mil dólares, con el fin de
diagnosticar al TJCA y formular recomendaciones.

El Informe Final de la Consultoría conocido por el TJCA en abril de 2021, entre
otros, concluyó que:

«PF.2. Las contribuciones de los Países Miembros al presupuesto son la
principal fuente de financiamiento del TJCA. Los retrasos en los
pagos de las contribuciones de los Países Miembros afectan el
flujo necesario para el funcionamiento del TJCA. Se precisa de un
mecanismo que asegure los recursos necesarios y oportunos para
el TJCA.
(…)
«[596] (…) el presupuesto ‘aprobado’ es objetivamente inadecuado
e insuficiente por no responder a las necesidades reales del Tribunal…

«[597]   El equipo consultor considera que el presupuesto del TJCA,
igual que el de cualquier institución pública o privada, debe
responder a sus necesidades reales. Es decir, el presupuesto debe
adecuarse a las necesidades de la institución y no debe ser la
institución la que se adecúe a un presupuesto predeterminado.»

(Énfasis agregado)

En ese sentido, el Informe Final de la Consultoría presentada por el Consorcio
Percápita – Universidad de la Coruña -TGS Ecuador, plantea varias alternativas
para modificar el presupuesto. La más económica de ellas incrementa el
presupuesto institucional en al menos 431 mil dólares.

La Consultoría del Consorcio
Percápita - Universidad de la

Coruña -TGS Ecuador

Propuestas de modificación del presupuesto del TJCA presentadas por el
Consorcio Percápita - Universidad de la Coruña - TGS Ecuador
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Al margen de los esfuerzos externos, desde el 2018 a la fecha, este
Tribunal ha implementado una política de austeridad y
racionalización del gasto. Se dejó de contratar asesores técnicos, se
dejó de contratar asesoría legal especializada, se sustituyó la
vigilancia privada por policías nacionales, los proyectos
bibliográficos de difusión del derecho comunitario andino son
financiados por universidades, se redujo el canon del
arrendamiento del local del Tribunal, el gasto en viajes se redujo
dramáticamente, entre otras medidas. Esto ha permitido reducir
sus egresos anuales en 6% en el año 2018, en 13% durante la gestión
2019, y en 2% en el año 2020. Es decir, 21% menos que el gasto
ejecutado en la gestión 2017.

Adicionalmente, el propio TJCA ha planteado alternativas para
solucionar su grave crisis, las cuales no significan un incremento de
los aportes obligatorios de los países miembros (Bolivia y Ecuador
aportan anualmente US$ 128.773,37, cada uno; y Colombia y Perú
US$ 456.560,13, cada uno), como son:

(i) La introducción de la figura del precedente de
observancia obligatoria, el cual permitirá optimizar el
mecanismo de interpretación prejudicial, simplificando y
agilizando su trámite, reduciendo la carga procesal nacional
y comunitaria, y generando mayor eficiencia en el uso de
recursos.

Acciones y propuestas del TJCA
para superar su crisis financiera

(ii) El cobro de derechos a los particulares por la tramitación
de los procesos judiciales (con excepción de las demandas
laborales).

En noviembre de 2020, esta propuesta también fue
sugerida por el Grupo Ad Hoc de especialistas,
conformado por ciudadanos y académicos de la
Comunidad Andina, Argentina y España, en los
siguientes términos: 

«PROPUESTA DE FINANCIACIÓN DEL TJCA (…)
(…)
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(iii) El fortalecimiento de la función arbitral del Tribunal para
resolver controversias devenidas en materia de inversión
entre los países miembros de la Comunidad Andina e
inversionistas, lo cual coadyuvaría a los referidos países a
reducir los gastos en los que incurren en arbitrajes
internacionales de inversión.

Interpretación Prejudicial. La parte demandante
en un caso en el cual deba solicitarse por el juez
interno una interpretación prejudicial al TJCA,
debe asumir la carga de cancelar al TJCA una
costa equivalente a la suma de US$600,oo por
demandante, coayuvante o tercero interesado
que participe en el proceso nacional y solicite o
remita cuestionarios al TJCA para que los
absuelva, cifra bastante razonable para quien
disputa derechos económicos de diferente
naturaleza…                                                             
 (...)                                                                                   
Acciones de Incumplimiento y de Nulidad: el
accionante (…) podría estar en capacidad de
cancelar una costa procesal inicial de
US$1.500,oo también y la parte perdedora y sus
coadyuvantes de la acción (…) podrían ser
condenados a unas costas fijas mínimas
(US$5.000.oo) por cada uno o incluso
porcentuales.»

1.

2.

Como se aprecia a continuación, los mencionados
gastos resultan elevados en comparación a lo que el
TJCA podría significar:

Según un estudio realizado el 2016[2], el
promedio de costos de un arbitraje
internacional entre el 2011 y 2015 (138 casos
examinados) fue para el demandante US$
5’619.261,74 y para el demandado US$
4’954.461,27. Aparte, los gastos arbitrales
costaron en promedio a cada una de las partes:
US$ 882.668,19. Asimismo, de una muestra de
55 casos, 20 de ellos costaron más de US$
5’000.000,00 a los demandantes, y tan solo 9
costaron US$ 1’000.000,00 o menos.

-

- De acuerdo a una calculadora de costos de
arbitraje en el CIADI: una disputa de US$ 20
millones implicaría un costo de US$
2’116.767,00. Una disputa de solo US$ 1 millón
constaría US$ 1’950.848,00[3].
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Del mismo modo, a inicios del presente año, el TJCA sugirió
una medida adicional, que sería la creación de un
fidecomiso financiado por el Banco de Desarrollo de
América Latina (CAF), que permitiría, financiar el
presupuesto con los réditos obtenidos de las inversiones de
dicho fondo (el cual sería administrado por la CAF) y en el
largo plazo liberaría a los países miembros de la necesidad
de efectuar aportes al organismo jurisdiccional de la
Comunidad Andina.

El esquema de dicho presupuesto se resume de la
siguiente manera:

La propuesta del fideicomiso
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Es evidente que una crisis financiera no puede durar
más de 13 años. Las cortes de justicia son uno de los
pilares principales de los estados democráticos. Las
cortes de integración, y mucho más el TJCA por las
responsabilidades que se le encomendaron en el
Acuerdo de Cartagena, salvaguardan los procesos de
integración y aseguran que las obligaciones y derechos
adquiridos se respeten. La lógica impone, y variadas
declaraciones políticas del más alto órgano del SAI —el
Consejo Presidencial Andino— así lo respaldan, que es
necesario fortalecer al TJCA. Para ello es imprescindible
garantizar su logística básica y su sostenibilidad
económica, tal como lo expresó el Presidente del
Ecuador, Guillermo Lasso Mendoza, al asumir este año
la Presidencia Pro Tempore de la Comunidad Andina:

«El importante marco jurídico que sustenta el
sistema andino de integración debe seguir
fortaleciéndose, por ello el Ecuador continuará
apoyando la consolidación de la CAN a través del
trabajo en los diferentes órganos, su reingeniería, el
análisis del proceso en su conjunto, y la revisión
normativa. Nos proponemos, asimismo, fortalecer
la labor del Tribunal de Justicia de la Comunidad
Andina mediante acciones que aseguren su
institucionalidad, su estabilidad presupuestaria y
la logística básica para el cumplimiento de sus
funciones.» (Guillermo Lasso Mendoza)

(Énfasis agregado)

El reconocimiento del
fortalecimiento del TJCA
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Con el propósito de que el TJCA cumpla su misión fundamental de
administrar justicia en la Subregión, debe contar con los recursos
necesarios que aseguren su funcionamiento. Una corte sin recursos
económicos suficientes, sin la capacidad para contratar el personal
necesario y especializado, bajo el riesgo permanente del cese de
sus funciones operativas, no solo debilita al proceso de integración
y pone en riesgo la tutela judicial efectiva que esperan los
ciudadanos y las empresas de la subregión con relación a los
derechos que el ordenamiento andino les reconoce, sino que
amenaza la eficacia misma del control de legalidad y cumplimiento
en el ámbito comunitario, lo que socava, inevitablemente los
valores democráticos y de Estado de Derecho que deben imperar
en un proceso de integración constituido como una «Comunidad
de Derecho».

Los riesgos de no solucionar 
la situación del TJCA

El TJCA solo tiene recursos económicos hasta
noviembre de 2021.

A la fecha, Bolivia, Ecuador y Perú adeudan al
Tribunal más de 863 mil dólares.

Quito, 21 de octubre de 2021



***

El próximo año (2022) corresponde elegir a los
Magistrados que, de las ternas que remitan las

Repúblicas de Colombia y del Ecuador, cumplirán
funciones en el periodo 2023-2029. El hecho de que
el TJCA se quede sin recursos en diciembre de este
año, va a impedir asumir no solo los gastos de viaje,

traslado e instalación de tales magistrados, sino
también sus remuneraciones.
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[1] Disponibles en:

https://www.tribunalandino.org.ec/index.php/transparencia/correspo

ndencias/correspondencia-recibida/

[2] Disponibles en: 

http://arbitrationblog.kluwerarbitration.com/2016/02/29/how-much-

does-an-icsid-arbitration-cost-a-snapshot-of-the-last-five-years/

[3] Disponibles en: 

https://www.international-arbitration-attorney.com/es/icsid-

arbitration-cost-calculator-2/

Enlaces
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